Responsabilidad ambiental de la administracion municipal frente al deterioro ecologico de la microcuenca quebrada Garzón - Huila a la altura del sector barrio los comuneros by Botero Piñeros, Ana Maria et al.
1 
 
 
 
RESPONSABILIDAD AMBIENTAL DE LA ADMINISTRACION MUNICIPAL 
FRENTE AL DETERIORO ECOLOGICO DE LA MICROCUENCA QUEBRADA 
GARZON - HUILA A LA ALTURA DEL SECTOR BARRIO “LOS COMUNEROS”  
 
 
 
Presentado por:  
ANA MARIA BOTERO PIÑEROS 
 
DIEGO ORLANDO CEDIEL SALAS 
 
EURIEL POSSO FIGUEROA 
 
 
 
 
 
UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA 
FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLITICAS 
CENTRO DE INVESTIGACIONES SOCIO JURIDICAS 
BOGOTA D.C. 
AÑO 2012 
2 
 
 
 
RESPONSABILIDAD AMBIENTAL DE LA ADMINISTRACION  MUNICIPAL 
FRENTE AL DETERIORO ECOLOGICO DE LA MICROCUENCA  QUEBRADA 
GARZON- HUILA A LA ALTURA DEL SECTOR BARRIO “LOS COMUNEROS” 
 
 
Presentado por:  
ANA MARIA BOTERO PIÑEROS COD. 41051799 
 
DIEGO ORLANDO CEDIEL SALAS COD. 42072108 
 
EURIEL POSSO FIGUEROA COD. 4206209 
 
 
Evaluador: 
Doctora LUZ ELENA AGUDELO 
 
 
UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA 
FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLITICAS 
CENTRO DE INVESTIGACIONES SOCIO JURIDICAS 
BOGOTA D.C. 
AÑO 2012 
3 
 
 
 
TABLA DE CONTENIDO 
 
  Pág. 
 INTRODUCCION 5 
1. EL PROYECTO DE INVESTIGACIÓN 8 
1.1. PROBLEMA DE INVESTIGACION. 8 
1.2. JUSTIFICACIÓN. 10 
1.3. OBJETIVOS. 11 
1.3.1. Objetivo General. 11 
1.3.2. Objetivos Específicos. 11 
1.4. HIPÓTESIS 12 
2.  EL MEDIO AMBIENTE 14 
3.  EL RECURSO HÍDRICO Y SU NORMATIVIDAD EN 
COLOMBIA. 
21 
3.1. IMPORTANCIA DEL RECURSO HÍDRICO. 21 
3.2. MARCO NORMATIVO. 27 
3.3. EL DERECHO AL AGUA. 35 
3.3.1. Elementos del derecho al agua. 36 
3.3.1.1. Disponibilidad o cantidad. 36 
3.3.1.2. La calidad. 37 
3.3.1.3. La accesibilidad. 39 
3.3.2. Obligaciones del Estado en relación con el derecho al agua. 40 
3.4. PLANES DE ORDENACIÓN Y MANEJO DE CUENCAS 
HIDROGRÁFICAS. 
42 
3.4.1. Fases del Plan de Ordenamiento. 43 
3.4.2. Obligaciones de revisar los Planes Vigentes. 44 
4 
 
3.5. GARANTIAS PROCESALES. 45 
4. COMPETENCIAS ADMINISTRATIVAS EN MATERIA 
AMBIENTAL. 
54 
4.1. EL SISTEMA NACIONAL AMBIENTAL. 58 
4.2. PRINCIPIOS DEL DERECHO AMBIENTAL. 58 
4.2.1. Principio de Transpersonalización. 59 
4.2.2. Principio de Desarrollo Sostenible. 60 
4.2.3. Principio de Precaución. 61 
4.2.4. Principio de “El que Contamina Paga”. 62 
4.2.5. Principio Pro Natura. 63 
4.3. AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS EN MATERIA 
AMBIENTAL. 
64 
4.3.1. El Ministerio del Medio Ambiente. 64 
4.3.2. Corporaciones Autónomas Regionales. 65 
4.3.3. Los Departamentos y los Municipios. 67 
4.4. LOS GRANDES CENTROS URBANOS. 72 
5. DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL. 75 
5.1. ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL. 79 
5.1.1. Daño. 80 
5.1.1.1. Condiciones de Existencia del Daño. 81 
5.1.2. Conducta pasiva o activa del demandado. 83 
5.1.3. Relación de Causalidad (Imputación Objetiva). 84 
5.2. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO (ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA). 
86 
5.2.1. Evolución de la responsabilidad patrimonial del Estado . 88 
5.3. DE LA RESPONSABILIDAD AMBIENTAL 96 
5.3.1. La Responsabilidad Ambiental del Estado. 99 
6. ESTADO ACTUAL DEL CASO 110 
7. CONCLUSIONES 118 
 BIBLIOGRAFIA 120 
 
5 
 
 
 
INTRODUCCIÓN 
 
Bajo la fórmula política acogida en la Carta Magna del año de 1991, nuestro país se 
constituyó en un Estado Social de Derecho, que además de crear instituciones no 
encasillables dentro de la tridivisión de poderes expuesta por Montesquieu, adicionó 
también la segunda y tercera generación de derechos, como lo son los Derechos 
Económicos, Sociales y culturales y los Derechos Colectivos o del Medio Ambiente, los 
cuales se constituyen en una novedad dentro de nuestra Carta Política
1
. 
 
Se sabe entonces, que el pensamiento acogido bajo la Constitución Alemana de Weimar del 
año de 1919, fue el punto de partida para el acogimiento de estos nuevos derechos tal como 
lo expresa el doctrinante Jacobo Pérez Escobar.  Se entendió que no era suficiente para una 
vida digna, los derechos fundamentales alcanzados por las revoluciones burguesas, sino que 
también nuevos derechos, que cumpliéndose, satisfacieran los derechos inherentes a la 
persona, o derechos de primera generación.  
 
El Estado tiene entonces el deber de garantizar la protección efectiva de esta nueva clase de 
derechos. “La conservación de los recursos naturales es una obligación del Estado porque 
en la medida en que ellos existan, y ojalá en abundancia, depende el bienestar colectivo y el 
de cada uno de los habitantes del territorio respectivo”2.  Es así como la nación socio-
jurídicamente organizada, lleva a cabo estas obligaciones, por medio de la expedición de  
leyes o programas, cuya finalidad es el respeto,  protección y conservación del medio 
ambiente; es esto lo que se constituye como Responsabilidad Ambiental del Estado.  
 
                                                             
1 NARANJO MESA, Vladimiro. Teoría Constitucional e Instituciones Políticas. Editorial Temis. Bogotá  D.C. 
Décima Edición. 2.006. Pág: 58-61. 
2 PEREZ, Jacobo. Derecho Constitucional Colombiano. Editorial Temis. Santa Fe de Bogotá D.C. Quinta 
Edición. 1.997 Pág. 392. 
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De esta responsabilidad se desprende el deber que tiene el Estado de participar activamente 
en la protección de éste bien jurídico, procurando la máxima eficiencia de los recursos con 
los que cuenta y  obligando no sólo a los particulares sino obligándose así mismo a proteger 
el medio ambiente, señalando la responsabilidad que tienen frente al daño que cause.  El  
Estado debe ejercer su dominio sobre los individuos que contaminan, las autoridades que 
deben preservar el medio ambiente y sobre él mismo, el cual responde por los daños 
causados cuando su función  no sea ejercida adecuadamente o cuando sea omisiva su 
conducta.   
 
Entendiendo al medio ambiente como  un conjunto o sistema complejo de recursos 
naturales que influencian en la calidad de vida del ser humano, la Constitución lo ha 
considerado como  un bien jurídico  de carácter colectivo y general que requiere de su 
protección.   Es trascendental que todos aquellos que se vean afectados por su menoscabo, 
puedan  mediante el ejercicio de acciones legales correspondientes prevenir, controlar,  
corregir y detener el deterioro ecológico que se presente por estos daños. 
 
Si se considera que en el caso a tratar, como lo es el deterioro ambiental y ecológico de la 
quebrada Garzón por el  “alto nivel de contaminación debido al  vertimiento de desechos 
orgánicos e inorgánicos al caudal proveniente de los habitantes del barrio los Comuneros,  
del municipio de Garzón-Huila”, el Estado, entendido como la administración municipal de 
dicho ente descentralizado territorialmente,  no está cumpliendo con su responsabilidad,  
por cuanto, no sólo es deber la expedición de normas que protejan el medio ambiente, sino  
que además, debe desplegar  su actuación para ejecutarlas, con el propósito de procurar la 
conservación de los recursos naturales que requieren de una inmediata protección ante el 
riesgo inminente de perderlos. 
 
Para alcanzar el objetivo trazado en esta investigación,   es oportuno que en el segundo 
capítulo se aborde el concepto de medio ambiente, dándole allí el alcance jurídico  
necesario para entender que sin éste la colectividad no podrá ejercer plenamente sus 
derechos como por ejemplo  a gozar de un ambiente sano, a la vida y a la salud. 
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En tratándose del recurso hídrico, y el cual ocupa un lugar preferencial entorno a los 
componentes que integran el medio ambiente, se desarrolla en el capítulo tercero, su 
importancia e incidencia en la prolongación de la existencia de todo ser vivo, al igual que la 
normatividad  y los mecanismos que propenden por su protección, puesto que así como lo 
exponen algunos tratadistas y la misma Corte Constitucional en varios de sus 
pronunciamientos, el agua como derecho fundamental, debe ser protegida, debido a que se 
corre el riesgo de que este recurso que es renovable por naturaleza pierda esta cualidad,  
haciendo que no sea asegurada su sostenibilidad hacia el futuro.  
 
En el capítulo tercero se tratará acerca de las competencias administrativas que en materia 
ambiental tienen las entidades territoriales  en cuanto al deber de protección, conservación 
y preservación del medio ambiente, para contrarrestar las consecuencias de los daños 
ecológicos recaídos en el recurso hídrico, por cuanto día a día se hace más difícil su 
disponibilidad, calidad y accesibilidad,  lo cual impacta negativamente en la satisfacción de 
las necesidades de consumo humano  poniendo en peligro la existencia de la vida misma. 
 
Ahora bien, adentrándonos al tema principal de esta monografía como lo es la 
responsabilidad ambiental de la Alcaldía Municipal de Garzón Huila por el deterioro 
ecológico de la quebrada, se hizo relación al concepto de responsabilidad civil, sus 
elementos, los fundamentos filosóficos en los cuales adquiere su cimiento; de la 
responsabilidad administrativa y por último, como un aparte de la misma la responsabilidad 
ambiental del Estado o de la Administración. 
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1. EL PROYECTO DE INVESTIGACIÓN 
 
1.1.  PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN. 
 
La Conferencia Mundial sobre el Medio Humano denominada Conferencia de Estocolmo 
de 1972, marcó el inicio del reconocimiento del medio ambiente como un objeto jurídico 
tutelable, de atención colectiva de la humanidad, pasando de la concepción utilitarista del 
medio ambiente al entendimiento de  que él mismo, se constituye como requisito sine qua 
non de la existencia de vida en cualquiera de sus formas
3
.  El Estado Colombiano, 
atendiendo a este llamado, expidió la ley 23 del año de 1973  y el decreto ley 2811 de  
1974, como Código Nacional de Recursos Naturales
4
, dando la importancia y relevancia al 
medio ambiente. 
 
La preocupación creciente desde el año de 1972,  fue ratificada y atendida por el 
Constituyente del año de 1991, al consagrar dentro del articulado de la Carta Magna  34 
disposiciones relacionadas de manera directa con el medio ambiente, debidamente 
enunciados y expuestos por la Corte Constitucional en  sentencia T-411 de 1992, que 
constituyen lo que los juristas llaman Constitución Ecológica,  que no es más que el 
conjunto de Recursos Naturales Renovables y No Renovables, además de los recursos 
socioculturales creados por el hombre, que en palabras de Julio César Roda Monsalve: “por 
estar ambos componentes del ambiente íntimamente vinculados, una posición en el derecho 
comparado sostiene que el concepto del ambiente que manejan los textos constitucionales 
como el colombiano, deben asumir una perspectiva globalizadora, pues si el progreso 
equilibrado de ambos aspectos de la realidad ambiental- el natural y el social- es necesario 
                                                             
3 CUTANDA LOZANO, Blanca. Derecho Ambiental Administrativo. Madrid España.  Editorial DYKINSON. 
Décima Edición. 2009. Pág: 43-47. 
4 AGUDELO SANCHEZ, Luz Elena. “La protección del ambiente en la constitución política de 1991”. En: Una 
Mirada Constitucional. Veinte Años Después. Editorial Universidad Libre. Página 12. 
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para el adecuado desarrollo de la personalidad, éstos deberían  ser objetos de una 
regulación jurídica integrada y coherente”. 
 
Tal como lo ha expresado la  Corte Constitucional Colombiana en sus fallos, la 
Constitución Política del año de 1991, no sólo se encuentra conformada por una 
constitución de carácter político, económico, social y cultural,  sino a la vez por una 
constitución de carácter ecológico
5
. Como normas integrantes de dicha constitución 
ecológica, se encuentra el artículo 79º constitucional que hace referencia a la titularidad del 
derecho al medio ambiente sano por parte de todas las personas, seguido del artículo 80º  
que estipula el deber de planificación  y aprovechamiento de los recursos naturales para 
garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución.  Es 
necesario resaltar las obligaciones que el Constituyente ha depositado en las Corporaciones 
Administrativas de los Entes Territoriales descentralizados territorialmente como lo son las 
Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales. 
 
Según lo anterior, la Carta Política en su artículo 313º numeral 9º, obliga a dichas 
corporaciones a expedir acuerdos que propendan por el control, la preservación y la defensa 
del patrimonio ecológico y cultural del municipio.  Cumpliendo con dicho deber, el 
Concejo Municipal de Garzón Huila, expidió el “Plan de Ordenamiento Micro Cuenca 
Quebrada Garzón”  en aras de proteger la fuente hídrica principal del municipio, por cuanto 
ésta se constituye en el sustento de agua potable  de todos los habitantes de la región.  
 
Sin embargo, parte de la población civil ha ocupado las dos márgenes del afluente para la 
construcción de unidades de vivienda (Barrio los Comuneros), ocasionando serios daños 
ambientales a la corriente del caudal de la quebrada, debido a que no tienen un manejo 
adecuado de las aguas residuales domésticas, arrojando al cauce todos los desechos de 
naturaleza orgánica e inorgánica, trayendo como consecuencia el deterioro del ecosistema 
acuático existente e impidiendo el uso del agua para su consumo humano.  Frente a estos 
                                                             
5 Corte Constitucional.  Expediente No T- 785. Sentencia T-411 de 1992. Santafé de Bogotá, D.C, Junio 17 de 
1992. Magistrado Ponente: Dr. Alejandro Martínez Caballero. 
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hechos, y entendiendo que corresponde a la Alcaldía Municipal de Garzón Huila, ejecutar 
el “Plan de Ordenamiento Micro-cuenca Quebrada Garzón” ya expedido por el Concejo 
Municipal,  esta autoridad  no ha ejercido controles de carácter administrativos, técnicos y 
jurídicos que procuren la protección y el no deterioro de la micro-cuenca quebrada Garzón 
y en especial al grupo social ubicado en el Barrio los Comuneros.  
 
El planteamiento del problema de la presente investigación es ¿Frente al deterioro del 
ecosistema acuático de la micro-cuenca quebrada Garzón a la altura del barrio Los 
Comuneros,  cuál es la responsabilidad de la Alcaldía Municipal de Garzón Huila?. 
 
 
1.2. JUSTIFICACIÓN. 
 
La defensa del medio ambiente, del recurso hídrico y en general del conjunto de recursos 
Renovables y No Renovables, impone que a la hora de presentarse deterioros ambientales 
de consecuencias catastróficas, hallan  los suficientes análisis jurídicos que expliquen las 
razones, los factores y los actores de tales hechos. El presente trabajo responderá a este 
postulado y de manera categórica, ineludible y perentoria, emplazará a quienes resulten 
implicados para que hagan el resarcimiento económico, social, cultural y  político  a los 
grupos o núcleos sociales inmersos en la problemática.   
 
En este orden de ideas nuestra investigación estará signada por la categoría de novedoso 
por cuanto no existe un antecedente de esta naturaleza, que permita estudiar y buscar las 
posibles soluciones al problema socio-ambiental que se vive en la municipalidad de Garzón 
Huila.  No obstante, la iniciativa doctrinal colombiana que en materia ambiental se ha 
desplegado a partir de la primera década del siglo XXI, no se ha concretado su aplicación 
directa en la realidad, en donde se dé efectiva aplicabilidad a las diversas teorías, 
conceptos, definiciones  y postulados que presentan los tratadistas en materia ambiental. 
 
De igual forma, este trabajo de investigación nace de nuestra preocupación permanente por 
el medio ambiente. Estamos ante una crisis global de nuestro planeta, producto  de las 
11 
 
irracionalidades del hombre, la destrucción permanente de nuestros recursos naturales 
siguiendo las leyes del mercado.  En términos de Arturo Roig predomina una "Racionalidad 
Egoísta", por tanto ya no somos sujetos, sino individuos, nuestro medio ambiente también 
se transforma en objeto de rentabilidad capitalista.  
 
 
1.3. OBJETIVOS. 
 
1.3.1. Objetivo General. 
 
Determinar  a través del análisis normativo constitucional y legal, de la jurisprudencia y la 
doctrina, como de los conceptos comparativos de derecho internacional,  la responsabilidad 
de la Alcaldía Municipal de Garzón Huila  por el deterioro ambiental y ecológico del 
recurso hídrico en  la Micro-cuenca Quebrada Garzón.  
 
1.3.2. Objetivos Específicos 
 
1. Analizar  el concepto de medio ambiente y las diversas posiciones sobre el mismo. 
2. Establecer la importancia del recurso hídrico como componente integrador del medio 
ambiente, su regulación jurídica, su conceptualización doctrinal y jurisprudencial, que 
lo eleva a la categoría de derecho fundamental.  
3. Describir las competencias administrativas en función de la protección y cuidado del 
medio ambiente. 
4. Examinar la institución jurídica de la responsabilidad como mecanismo de defensa del 
medio ambiente. 
5. Analizar la situación actual del recurso hídrico de la micro-cuenca quebrada Garzón 
expuesta en el Plan de Ordenamiento de la Micro-cuenca quebrada garzón, a fin de 
determinar los actores y factores responsables del deterioro ecológico. 
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1.4. HIPÓTESIS.  
 
La Alcaldía Municipal de Garzón Huila a pesar de ser titular de la obligación de protección, 
conservación y preservación de los recursos naturales en su  jurisdicción, con fundamento 
en normas de rango constitucional y legal, de programas y planes expedidos por el Concejo 
Municipal como es el Plan de Ordenamiento de la micro-cuenca de la Quebrada Garzón del 
año 2010,  como de tratados y convenios  internacionales ratificados por la legislación 
interna, que propenden por la no contaminación y uso racional del recurso hídrico, ha 
venido desatendiendo dicho deber,  presentándose un daño ecológico y ambiental en la 
quebrada Garzón a la altura del barrio los Comuneros. 
 
Si  bien es cierto que en el artículo 287º  de la Norma Superior se haya consagrado 
que:“…Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses…”, 
reconociéndoles dicha autonomía en desarrollo del principio de descentralización, éstas 
encuentran sus límites en las disposiciones de la Constitución y la ley,  puesto que hay 
asuntos como por ejemplo los concernientes al medio ambiente cuyo manejo no puedan 
circunscribirse de manera exclusiva al ámbito municipal, pues las consecuencias del mismo 
repercutirán e impactarán, necesariamente, de manera positiva o negativa, un ecosistema 
regional o nacional; es una materia que en algunos aspectos trasciende los intereses locales 
y se constituye en un asunto de interés nacional
6
.  
 
Es así como la Alcaldía Municipal de Garzón, al no cumplir con los deberes y cometidos 
encomendados  por la Constitución y la ley y sus normas de desarrollo, por esa inactividad 
o conducta omisiva del deber legal que tiene de propender por el control, la preservación y 
la defensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio, está comprometida su 
responsabilidad, puesto que no ha tomado las medidas efectivas y necesarias para prevenir 
y contrarrestar el daño ecológico que ha venido sufriendo la micro-cuenca quebrada Garzón 
y la afectación de la salud pública en particular de los habitantes del barrio los Comuneros. 
                                                             
6 Corte Constitucional. Expediente D-1171. Sentencia C-534 de 1996. Santafé de Bogotá, D.C. Octubre 16 de 
1996. Magistrado Ponente: Dr. Fabio Morón Díaz. 
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El derecho al agua adquiere un valor inusitado en un Estado social de derecho, en el 
contexto actual, por cuanto demanda de las instituciones y autoridades encargadas de 
asegurar el goce efectivo de este derecho, una acción clara, decidida y eficiente, para 
afrontar los retos que se imponen.  Todas las sociedades del planeta tierra, enfrentan 
grandes retos para respetar, proteger y garantizar este derecho humano básico
7
.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                             
7 Corte Constitucional.  Expediente T-2528121. Sentencia T-418/10. Bogotá D.C., Mayo 25 de 2010 
Magistrada Ponente: Dra. María Victoria Calle Correa. 
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2. EL MEDIO AMBIENTE 
 
Tanto en la doctrina nacional como en la internacional se han desarrollado posiciones 
encontradas frente al concepto de medio ambiente, entendiendo al mismo, en su acepción 
amplia o en su acepción restrictiva.
8
 
 
Según Betancor Rodríguez mencionado por Álvaro Osorio Sierra en su texto -La función 
administrativa de protección del medio ambiente-, el medio ambiente es “el ecosistema, el 
conjunto sistemático de elementos naturales en el que los seres humanos ocupan una 
situación de pertenencia y dependencia; es el conjunto de elementos objetivos (recursos 
naturales) y subjetivos (seres humanos) que integran un sistema ecológico o ambiental 
denominado abreviadamente ecosistema”9. 
 
La anterior hace parte de una definición del medio ambiente que se adscribe a la 
concepción amplia de éste, por cuanto, además de considerar como elementos constitutivos 
del ambiente los recursos naturales en general, agrega elementos subjetivos que permiten 
identificar al ambiente como un todo, en el cual se encuadran, tanto las circunstancias 
naturales que rodean al hombre, como también el aspecto cultural que éste ha creado. La 
concepción restrictiva del medio ambiente por su parte, tiende a promulgar que éste se 
encuentra conformado de manera exclusiva por ciertos elementos naturales, sin que se 
deban incluir elementos humanos.  
 
“Otras corrientes doctrinarias, a las que se adscribe Martin Mateo, consideran que la 
anterior definición adolece de ser muy amplia y sugieren que el concepto jurídico de 
                                                             
8 OSORIO, Álvaro. “La función administrativa de protección del medio ambiente”. Edit. Universidad 
Externado de Colombia. Pág:. 20 
9 Ibd. 
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ambiente debía limitarse a ciertos elementos naturales, caracterizados como bienes 
comunes o res nullus y, muy en especial, el agua y el aire.”10 
 
En la doctrina nacional también se ha desarrollado la ya mencionada tensión. El tratadista 
González Villa considera que el medio ambiente deberá ser considerado como el conjunto 
de recursos naturales renovables
11
,  excluyéndose el aspecto humano.  Expresa: “Una cosa 
es el medio ambiente y otra cosa es el ser humano. Según las normativas que se han 
estudiado, no puede confundirse el beneficiario del medio ambiente sano, que es el hombre, 
con el medio ambiente sano, que es la naturaleza (...) 
 
Existe además una razón de utilidad para excluir del concepto de medio ambiente al ser 
humano: si el ser humano se incluye dentro de ese concepto, el ser humano es entonces el 
objeto de protección, en consecuencia, dada la sensibilidad que crean los semejantes, 
cuando exista confrontación  entre el recurso y el hombre, tiene que primar el hombre, y 
generalmente las afectaciones que se realizan al ambiente son realizadas por el hombre para 
satisfacer sus necesidades.  Por tanto, el objeto impactado está justificado por la actividad 
de impacto, generada por el hombre (…) 
 
En resumen, es inútil, inconveniente  y falso, que el hombre, la cultura, el medio social, 
etc., sean parte del ambiente y objeto de protección de las normas ambientales(…)”12  
 
Concluye el doctrinante González Villa que el medio ambiente no es todo lo que nos rodea, 
sino que se encuentra conformado de manera exclusiva por los recursos naturales 
renovables consagrados en el artículo 3º del Decreto 2811 de 1974 denominado “Código 
Nacional de Recursos Naturales Renovables”.13  De lo anterior se desprende el descontento 
del tratadista,  al considerar que en el artículo  57º  de la ley 99 del año de 1993 que 
desarrolla el artículo 79º superior, se equivoca en el tratamiento que se le da a la llamada 
                                                             
10 Ibd, 21. 
11 GONZALEZ, Julio Enrique. “Algunas consideraciones sobre las acciones populares”. En: Lecturas sobre 
derecho del medio ambiente. Tomo IV.  Bogotá. Universidad Externado de Colombia, 2.003, Pág: 233. 
12 GONZALEZ VILLA, Julio Enrique. “Derecho Ambiental Colombiano- Parte General”. Tomo I. Bogotá. 
Universidad Externado de Colombia. 2006. Pág: 126-127. 
13 Ibd, 127 
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licencia ambiental, al definir el impacto ambiental, en el cual se incluyen aspectos 
socioeconómicos que nada tienen que ver en el tema ecológico, pues como lo dice en su 
texto, el ambiente debe ser  entendido como el conjunto de  recursos naturales renovables, 
objeto sobre el cual recae la tutela judicial (…)14 
 
Otras definiciones y conceptos del medio ambiente, se orientan hacia un marco general y 
amplio
15
.  Hinestroza Cuesta  preceptúa: “el medio ambiente está constituido no sólo por 
los elementos que describe el artículo 2º  de la ley 23 de 1973, como la atmósfera y los 
recursos naturales renovables,  sino que lo conforma un concepto más amplio, pues además 
de los recursos naturales renovables y no renovables todos los elementos materiales e 
inmateriales que involucra la relación armónica con la naturaleza, hacen parte del medio 
ambiente”16. 
 
Rodas Monsalve citado por Álvaro Osorio Sierra
17
 por su parte,  fija en su definición  la 
concepción amplia de ambiente,  “los elementos que conforman ese contexto vital humano 
son amplios y muy variados, aunque se pueden agrupar en dos grandes bloques: por una 
parte, aquellos que conforman el ambiente físico o natural y comprenden el conjunto de los 
soportes naturales de la vida, abarcando los factores bióticos y abióticos.  Por otro lado se 
encuentra el ambiente sociocultural, que hace referencia al ambiente construido por el 
hombre (el urbanismo, el patrimonio histórico-artístico, etc.) así como las relaciones 
sociales y culturales en general.  Por estar ambos componentes del ambiente íntimamente 
vinculados, una posición en el derecho comparado sostiene que el concepto del ambiente 
que manejan  los textos constitucionales como el colombiano, deben asumir una 
perspectiva globalizadora, pues si el progreso equilibrado de ambos aspectos de la realidad- 
                                                             
14 Ibd, 128 
15 OSORIO, Álvaro. “La función administrativa de protección del medio ambiente”. Edit.orial: Universidad 
Externado de Colombia. Pág: 21. 
16 HINESTROZA, Lisneider. “Declaración de áreas protegidas en territorios colectivos de comunidades negras 
en Colombia”.  Bogotá.  Universidad Tecnológica del Chocó “Diego Luis Cordoba” – Universidad Externado 
de Colombia.  2.008, Pág: 132. 
17 OSORIO, Álvaro. “La función administrativa de protección del medio ambiente”. Editorial: Universidad 
Externado de Colombia. Pág:22. 
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el natural y el social- es necesario para el adecuado desarrollo de la personalidad, estos 
deberían ser objeto de una regulación jurídica integrada y coherente.” 
 
La Corte Constitucional Colombiana ya en sus diferentes fallos ha definido el medio 
ambiente.  En sentencia T-453 de 1998, Magistrado Ponente Alejandro Martínez Caballero 
expresó: “el medio ambiente desde el punto de vista constitucional, involucra aspectos 
relacionados con el manejo, uso, aprovechamiento y conservación de los recursos naturales, 
el equilibrio de los ecosistemas, la protección de la diversidad biológica y cultural, el 
desarrollo sostenible, y la calidad de vida del hombre, entendido como parte integrante de 
ese mundo natural, temas, que entre otros, han sido reconocidos ampliamente por nuestra 
Constitución Política en muchas normas que establecen claros mecanismos para proteger 
este derecho y exhortan a las autoridades a diseñar estrategias para su garantía y su 
desarrollo”.  El alto tribunal de esta forma emite un concepto amplio de ambiente, 
involucrando al ser humano como parte constitutiva del mismo, al determinar que la 
definición de ambiente desde la perspectiva constitucional incluye la protección de la 
diversidad cultural,  y a la vez la calidad de vida del hombre. 
 
En la misma dirección se encuentra la sentencia C- 431 de 2000 Magistrado Ponente 
Vladimiro Naranjo Mesa, en la cual se establece: “La defensa del medio ambiente 
constituye un objetivo de principio dentro de la actual estructura de nuestro Estado Social 
de Derecho.  En cuanto hace parte del entorno vital del hombre, indispensable para su 
supervivencia y la de las generaciones futuras, el medio ambiente se encuentra al amparo 
de lo que la jurisprudencia ha denominado “Constitución ecológica”, conformada por el 
conjunto de disposiciones superiores que fijan los presupuestos a partir de los cuales deben 
regularse las relaciones de la comunidad con la naturaleza y que, en gran medida, 
propugnan por su conservación y protección”.  El ambiente es un pilar de la fórmula 
política acogida por el constituyente del año de 1991, que además de implicar la 
consagración de una carta más amplia de derechos, propugna por la calidad de vida 
satisfactoria a favor de los ciudadanos del presente y de manera concurrente de las 
generaciones futuras.  
 
18 
 
“La concepción del ambiente en un sentido amplio parece ser la tendencia dominante en 
Colombia, para hacer efectiva la protección de la biodiversidad y los conocimientos 
tradicionales que a ella de manera directa se vinculan… Y la jurisprudencia se ha referido 
de manera reiterada a la necesidad de incluir, como componente ambiental, algunos 
elementos culturales, como consecuencia del reconocimiento que hiciera la constitución de 
1991 a la estructura pluralista del Estado colombiano y de su obligación de reconocer y 
proteger la diversidad étnica y cultural de su población, así como las riquezas culturales y 
naturales de la nación”18. 
 
En sentencia T-342 de 1994 del Magistrado Ponente Antonio María Barrera Carbonell, la 
Corte determina la estrecha interrelación entre los componentes naturales del ambiente, 
como los culturales. “Es más, no sería aventurado afirmar que el reconocimiento de la 
diversidad étnica y cultural de la población indígena guarda armonía con los diferentes 
preceptos de la Constitución Nacional relativos a la conservación, preservación y 
restauración del ambiente y de los recursos naturales que la conforman, si se considera que 
las comunidades indígenas constituyen igualmente un recurso natural humano que se 
estima parte integral del ambiente, más aún cuando normalmente la población indígena 
habitualmente ocupa territorios con ecosistemas de excepcionales características y valores 
ecológicos que deben conservarse como parte integrante que son del patrimonio natural y 
cultural de la Nación. De esta manera, la población indígena y el entorno natural se 
constituyen en un sistema o universo merecedor de la protección integral del Estado”. 
 
Somos partidarios  de la tesis que consagra el concepto amplio del derecho, pues no se 
podría entender el mismo, ni otorgársele una protección integral por parte del ordenamiento 
jurídico, sin atender de la misma forma y al tiempo los requerimientos y necesidades en 
materia cultural y social,  ya que influyen de manera directa y relevante en la función que el 
constituyente ha dejado en cabeza del Estado y de los particulares de proteger las riquezas 
culturales y naturales de la nación, en el artículo 8º constitucional.  
 
                                                             
18 Ibd. 
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La Constitución colombiana se erige de esta forma en una Constitución Ecológica, que 
modifica la visión del medio ambiente como requisito sine qua non para la existencia de 
vida.  Es así como la propia Carta fundamental, en palabras del Tribunal Constitucional, 
promulga 34 disposiciones que regulan de una u otra forma el medio ambiente. “ En este 
orden de ideas, de una lectura sistemática, axiológica y finalista surge el concepto de 
Constitución Ecológica, conformado por las siguientes 34 disposiciones: Preámbulo (vida), 
2º (fines esenciales del Estado: proteger la vida), 8º (obligación de proteger las riquezas 
culturales y naturales de la Nación), 11 (inviolabilidad del derecho a la vida), 44 (derechos 
fundamentales de los niños), 49 (atención de la salud y del saneamiento ambiental), 58 
(función ecológica de la propiedad), 66 (créditos agropecuarios por calamidad ambiental), 
67 (la educación para la protección del ambiente), 78 (regulación de la producción y 
comercialización de bienes y servicios), 79 (derecho a un ambiente sano y participación en 
las decisiones ambientales), 80 (planificación del manejo y aprovechamiento de los 
recursos naturales), 81 (prohibición de armas químicas, biológicas y nucleares), 82 (deber 
de proteger los recursos culturales y naturales del país), 215 (emergencia por perturbación o 
amenaza del orden ecológico), 226 (internacionalización de las relaciones ecológicas, 268-7 
(fiscalización de los recursos naturales y del ambiente), 277-4 (defensa del ambiente como 
función del Procurador), 282-5 (el Defensor del Pueblo y las acciones populares como 
mecanismo de protección del ambiente), 289 (programas de cooperación e integración en 
zonas fronterizas para la preservación del ambiente), 300-2 (Asambleas Departamentales y 
medio ambiente), 301 (gestión administrativa y fiscal de los departamentos atendiendo a 
recursos naturales y a circunstancias ecológicas), 310 (control de densidad en San Andrés y 
Providencia con el fin de preservar el ambiente y los recursos naturales), 313-9 (Concejos 
Municipales y patrimonio ecológico), 317 y 294 (contribución de valorización para 
conservación del ambiente y los recursos naturales), 330-5 (Concejos de los territorios 
indígenas y preservación de los recursos naturales), 331 (Corporación del Río Grande de la 
Magdalena y preservación del ambiente), 332 (dominio del Estado sobre el subsuelo y los 
recursos naturales no renovables), 333 (limitaciones a la libertad económica por razones del 
medio ambiente), 334 (intervención estatal para la preservación de los recursos naturales y 
de un ambiente sano), 339 (política ambiental en el plan nacional de desarrollo), 340 
(representación de los sectores ecológicos en el Consejo Nacional de Planeación), 366 
20 
 
(solución de necesidades del saneamiento ambiental y de agua potable como finalidad del 
Estado).”19 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                             
19 Corte Constitucional. Sentencia T-411 de 1992 Magistrado Ponente Alejandro Martínez Caballero. 
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3. EL RECURSO HIDRICO Y SU NORMATIVIDAD  EN COLOMBIA  
 
 
3.1.  IMPORTANCIA DEL RECURSO HÍDRICO.  
 
El agua es uno de los recursos renovables de mayor importancia para el ser humano, por 
cuanto se constituye en un elemento fundamental, esencial e imprescriptible para que la 
vida misma sea posible sobre la faz de la tierra y asegure las condiciones de reproducción 
de la especie.  El tratadista Oscar Darío Amaya Navas al respecto nos refiere que: “el agua 
en cualquiera de sus estados, es un recurso natural que forma parte del llamado ambiente 
natural o entorno, el cual resulta insustituible para el mantenimiento de la salud y para 
asegurar la vida del ser humano, aparte de que es un elemento necesario para la realización 
de un sinnúmero de actividades útiles al hombre”20.   
 
Es de anotar, tal y como lo manifiesta Bibiana Rojas Mejía, abogada especialista en 
Derecho Ambiental de las Universidades del Rosario, Externado y Escuela de Ingeniería,  
que “…a pesar de que el planeta tierra es denominado planeta azul, debido a que de su 
superficie total el 70% está cubierto de agua, solo un 2.5% equivale a agua dulce, y que de 
esta última cifra el 68.9% está contenida en los casquetes polares, el 30.8% en aguas 
subterráneas y el 0.3% en aguas superficiales, y que de este componente cada día es menor 
su disponibilidad para seguir sosteniendo lo que hasta ahora ha mantenido.  El consumo 
excesivo para uso agrícola, industrial y doméstico junto con una  inadecuada gestión de las 
aguas residuales, amenaza la calidad y cantidad del recurso hídrico…”21. 
El crecimiento demográfico, la producción excesiva de residuos contaminantes y el 
establecimiento de  modelos de desarrollo industrial inadecuados, han llevado al empleo 
                                                             
20 AMAYA NAVAS, Oscar Darío. “La Protección del agua en Colombia dentro del marco de la Constitución 
política y ecológica  de 1991”. En: Derecho de Aguas. Tomo I. Editorial Universidad Externado de Colombia. 
2003. Páginas: 101-123. 
21 ROJAS, MEJIA Bibiana. “El recurso hídrico y su protección Jurídica”. En: Perspectivas del Derecho 
Ambiental en Colombia.  LONDOÑO TORO, Beatriz, RODRIGUEZ, Gloria Amparo. Pág. 428 y 429 
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cada vez mayor de agua; el consumo de la misma se  ha duplicado con relación a la misma 
población y tal como lo reconoce un importante sector de la doctrina, el problema del agua 
se refiere no solamente a su cantidad sino también a su calidad.  El mismo hombre en su 
afán de desarrollar nuevas formas de producción, ha ido menoscabando el medio ambiente, 
haciendo que esto influya negativamente en el ciclo hidrológico o en ciertas fases suyas, 
disminuyendo su oferta natural frente a una gran demanda que va en crecimiento, hasta el 
punto que hoy en día se considere el agua como un recurso difícilmente renovable. 
 
Y así como el agua se hace necesaria e indispensable para cumplir con múltiples funciones 
en la vida del individuo, su uso prioritario debe ir direccionado a cumplir con el derecho 
que  tienen las personas  de utilizarla para fines propios y domésticos, y debe ser tratado 
como un bien social y cultural, y no fundamentalmente como un bien económico;  de 
manera que este derecho pueda ser ejercido por las generaciones actuales y futuras, tal 
como lo manifiesta el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las 
Naciones Unidas, en la Observación General No. 15 de 2002 en su parte introductoria y  
sobre el cumplimiento de los artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales
22
.  
 
Uno de los principales objetivos del Estado Social de Derecho consagrado en el artículo 1º 
de la Constitución Política “es la procura existencial de todos los ciudadanos y su vida en 
condiciones de dignidad”23.  Por ello el Estado deberá propender por la protección y 
utilización racional de los recursos naturales, con la finalidad de garantizar una mejor 
existencia a los asociados,  a la vez que garantizar su subsistencia futura.
24
 
                                                             
22  Corte Constitucional.  Expediente D-8241. Sentencia C-220 de 2011, Magistrado Ponente: Jorge Pretelt 
Chaljub.  
23 Ibd. 
24 Corte Constitucional. C-595 de 2010, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio: “La conservación y la perpetuidad de 
la humanidad dependen del respeto incondicional al entorno ecológico, de la defensa a ultranza del medio 
ambiente sano, en tanto factor insustituible que le permite existir y garantizar una existencia y vida plena. 
Desconocer la importancia que tiene el medio ambiente sano para la humanidad es renunciar a la vida 
misma, a la supervivencia presente y futura de las generaciones.” 
23 
 
La Corte Constitucional en diversos fallos
25
, ha expresado el carácter no solo político, 
económico, social y cultural, sino también, el ecológico de la Constitución Política 
Colombiana del año de 1991
26
. De allí que la propia corporación haya declarado:  
 
“Es por esta razón que la Constitución Política de 1991 protege el ambiente y, en 
particular, el agua como fuente de vida y como condicionante de la realización de 
otros derechos fundamentales como el derecho a la alimentación, el derecho a la 
salud, derechos culturales ligados a prácticas tradicionales e incluso el derecho al 
trabajo”.27  
 
Como lo expresó en esta misma jurisprudencia, con ponencia de la magistrada Calle 
Correa, el tribunal constitucional reconoce la importancia del recurso hídrico de la siguiente 
manera:  
 
“Ningún sentido tendría pretender asegurar la vida, bien sea humana o de 
cualquier otra especie, sin asegurar el derecho al agua, en sus dimensiones 
básicas, como fundamental.  No sólo desde el punto de vista científico existe un 
consenso sobre lo esencial que es el agua para la vida. Muchas de las culturas 
indígenas y negras de la nación, siguen aportando sus conocimientos ancestrales al 
respecto, los cuales no han hecho más que insistir en la importancia del agua 
dentro de nuestro entorno vital; se trata de ideas que anunciaban muchos de los 
contemporáneos discursos ecologistas.”  
 
La jurisprudencia constitucional colombiana ha señalado en sentencia T-232 de 1993, que 
el derecho al agua es un derecho fundamental para el hombre por conexidad con los 
derechos fundamentales a la vida y la salud en cuanto al consumo humano como necesidad 
                                                             
25 Corte Constitucional. Sentencias T-411 de 1992. Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero. C-328 
de 1995. Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz. T-574 de 1996. Magistrado Ponente: Alejandro 
Martínez Caballero. 
26 Una Mirada Constitucional. Veinte Años Después. La Protección del Ambiente en la Constitución Política 
de 1991. Luz Elena Agudelo Sánchez. Página. 13. 
27
 Corte Constitucional. Expediente T-2528121. Sentencia T-418 de 2010, Bogotá D.C, 25 de Mayo de 2010.  
Magistrada Ponente.  Dra:  María Victoria Calle Correa. 
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básica
28
.   La prioritaria utilización del agua para este uso tiene su fundamento en el artículo 
366 de la Constitución que establece: 
 
El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población son 
finalidades sociales del Estado. Será objetivo fundamental de su actividad la 
solución de las necesidades insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento 
ambiental y de agua potable...  
 
En cuanto al derecho al agua, la sentencia T- 413 de 1995 señaló que cuando éste se refiere 
a la salud humana y a la salubridad pública, es un derecho fundamental. Igualmente, afirmó 
que es prioritario atender necesidades domésticas y garantizar agua potable para la 
familia
29
. 
 
 En sentencia T- 270 de 2007, la Corte dispuso:   
 
“Ahora bien, esta Corte ha sido insistente al decir que el derecho a la vida debe 
mirarse en sentido amplio
30
, entendida la connotación de existencia en condiciones 
dignas, es decir, atendiendo el conjunto de circunstancias mínimas inherentes al 
individuo que le permitan vivir con dignidad -lo menos penosa posible- acorde con 
su naturaleza de ser humano, para lo cual deben tomarse en cuenta aspectos como 
la satisfacción de las necesidades básicas, la salud, la edad, las situación de 
discapacidad o de debilidad manifiesta en que se encuentre el individuo, o 
cualquiera otra que desde una concepción social del Estado, implique de éste una 
especial atención.” 
 
En desarrollo de lo anteriormente expuesto, la jurisprudencia constitucional ha 
puntualizado que el derecho a la vida no hace referencia únicamente a la vida biológica, 
                                                             
28 Corte Constitucional. Expediente T-9713. Sentencia T-232 de 1993, Santafé de Bogotá D.C., 18 de Junio de 
1993. Magistrado Ponente: Dr. Alejandro Martínez Caballero. 
29 Corte Constitucional. Expediente T-71043. Sentencia T-413 de 1995, Santa Fe de Bogotá D.C., 13 de 
Septiembre de 1995. Magistrado Ponente: Dr. Alejandro Martínez Caballero. 
30 Ver entre otras, las sentencias  T-926 de 1999, T-706 y T-274 de 2004. 
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sino también a las condiciones de vida correspondientes a la dignidad del ser humano, es 
decir, se ha ligado el concepto de vida digna con el núcleo básico del mínimo vital de 
subsistencia, lo que se ve directamente relacionado con el acceso mínimo al agua.  
 
El derecho al agua debe garantizar una cantidad mínima de agua por persona, de buena 
calidad, que sea suficiente para la vida y la salud, que permita satisfacer sus necesidades 
básicas como la bebida, la preparación de alimentos, la higiene, la producción de cultivos 
de subsistencia y las prácticas culturales
31
. 
 
De esta manera, y en consideración a los múltiples pronunciamientos hechos por esta 
Corporación, en la sentencia T-381 de 2009, se sintetizaron los elementos que permiten 
definir el derecho al agua potable como un derecho fundamental: 
 
(i) “el derecho al agua sólo tiene el carácter de fundamental cuando está 
destinada al consumo humano, pues únicamente entonces está en conexión con el 
derecho a la vida en condiciones dignas y a la salud; 
 
(ii) por lo anterior, la acción de tutela resulta procedente para hacer efectivo 
el derecho fundamental al agua potable, solamente cuando ella es necesaria para 
preservar la vida, la salud o la salubridad de las personas, pero no cuando está 
destinada a otras actividades, tales como la explotación agropecuaria o a terrenos 
deshabitados; 
 
(iii) cuando el agua es necesaria para preservar la vida, la salud o la 
salubridad de las personas, el derecho fundamental que recae sobre ella puede ser 
protegido a través de la acción de tutela, que resulta procedente tanto contra la 
autoridad pública como contra el particular o particulares que estén afectando 
arbitrariamente el derecho; 
 
                                                             
31 Véase al respecto: Sentencias T-578 de 1992, T-232 de 1993, T-413 de 1995. 
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(iv) el derecho al consumo humano de agua potable puede ser protegido por 
vía de tutela, que desplaza la acción popular, cuando existe afectación particular 
del derecho fundamental en cabeza de una, varias o múltiples personas, o cuando 
existe la amenaza de consumación de un perjuicio irremediable en la órbita de 
este derecho fundamental; 
 
(v) de conformidad con los criterios interpretativos sentados por el Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el contenido del derecho fundamental 
al agua implica la ‘disponibilidad continua y suficiente’ de agua para los usos 
personales y domésticos, la „calidad salubre’ del agua, y la „accesibilidad física’, 
económica e igualitaria a ella.” 
 
En aras de proteger este recurso tan indispensable en la existencia de la vida misma, el 
Estado cumpliendo con los fines consagrados en la Norma Superior referidas al marco 
ecológico de la constitución, ha formulado unas políticas ambientales para garantizar la 
protección, conservación y desarrollo sostenible de este preciado recurso, las cuales 
reglamentan dicho propósito, centrando su atención en particular, sobre aspectos tendientes 
a la protección de las Cuencas Hidrográficas, debido a que algunas han sufrido una merma 
del recurso hídrico que ha afectado las zonas agrícolas
32
.  El Instituto de Hidrología, 
Meteorología y Estudios Ambientales – IDEAM- calcula que para el año 2030, si no se 
manejan adecuadamente las cuencas, la escasez de agua superficial puede presentar un 
problema grave en las regiones andinas y caribeñas del país
33
.  
 
Sobre el mismo punto, la Corte Constitucional colombiana mediante sentencia T-418 de 
2010, de la cual fue magistrada ponente la doctora María Victoria Calle acotó:  
 
“La protección y garantía adecuada de las dimensiones prestacionales de los 
derechos fundamentales constitucionales, bien sean de libertad, bien sean sociales, 
                                                             
32 SANCHEZ TRIANA, Ernesto, BRANDISS, Peter, AWE Yewande. “El manejo sustentable de los recursos 
hídricos”. En: Prioridades ambientales para la reducción de la pobreza en Colombia. SANCHEZ TRIANA, 
Ernesto, BRANDISS, Peter, AWE Yewande. Ediciones Mayol. 2007. Pág. 369 
33 Ibd. 
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depende en buena parte de las políticas públicas que, dentro del orden 
constitucional vigente, sean diseñadas, elaboradas, implementadas, evaluadas y 
controladas, en un contexto de democracia participativa.” En consecuencia, es una 
obligación del Legislador expedir leyes dirigidas a la realización de los derechos 
fundamentales al agua y a un ambiente sano en todos los órdenes (social, 
económico, político, cultural, etc.), no solamente en el contexto de controversias 
subjetivas que se sometan a la jurisdicción.  Esas leyes deben estar acompañadas 
de mecanismos administrativos, políticos, económicos y de otra índole que hagan 
realidad sus cometidos, así como de instrumentos de seguimiento, vigilancia y 
control de la adecuada actuación de todos los poderes públicos desde una 
perspectiva de derechos
34
. 
 
De ahí que el Estado le otorgue una especial atención al manejo del recurso y le asigne, por 
lo mismo, especiales competencias y responsabilidades a las autoridades municipales que a 
su cargo se encuentra su administración y las autorizan para adelantar una serie de acciones 
positivas, destinadas a garantizar, la preservación, mantenimiento, calidad y disponibilidad 
de las aguas y la correcta realización de los usos permitidos por la ley.  
 
 
3.2. MARCO NORMATIVO.  
 
A continuación, enunciaremos lo que a nuestro juicio, constituyen los elementos jurídicos 
fundamentales, que hacen parte de la esencia doctrinaria y en general, el marco conceptual 
y legal en relación con el recurso hídrico, con todas sus implicaciones de manejo, 
conservación y aplicación para la vida y la subsistencia de las especies. 
 
Con posterioridad a la celebración de la Conferencia de Estocolmo de 1972 en donde se 
reconoció “el derecho humano a gozar de un ambiente sano”, Colombia mediante el 
Decreto Ley 2811 de 1974, expidió el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables 
                                                             
34 Corte Constitucional. Expediente D-8241. Sentencia C-220 de 2011. Bogotá D.C., 29 de Marzo de 2011  
Magistrado Ponente: Dr. Jorge Pretelt Chaljub. 
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y  de Protección al Medio Ambiente,  donde se abordó la protección, conservación y 
preservación del agua y los recursos naturales, y reguló en la Parte III De las Aguas 
Marítimas, de títulos, capítulos y artículos en los que se expresaron reglas y principios 
referidos al dominio público, inalienable e imprescriptible de las aguas, cauces y riberas 
naturales y el derecho al uso y aprovechamiento
35
.  Este Código regula, desde el punto de 
vista ambiental, el dominio, uso, conservación, preservación y administración de las aguas 
y las cargas pecuniarias derivadas del aprovechamiento con fines lucrativos de las mismas, 
las cuencas hidrográficas y el mar y su fondo. Este código establece además en su artículo 
134 el deber del Estado de garantizar la calidad del agua para el consumo humano y demás 
actividades en que su uso es necesario. 
 
Al tenor de lo dispuesto en el artículo 2º del mismo código y en cumplimiento del mandato 
relacionado con los objetivos establecidos por  las normas referidas al recurso de aguas en 
todos sus estados, se expidió el Decreto 1541 de 1978 el cual fue derogado por el artículo 
79º del Decreto Nacional 3930 de 2010, en el que reglamenta tales postulados  y donde se  
establecen en el  Título I de las Disposiciones Generales del Capítulo Único, artículo 1º, 
principios relacionados: 1) al dominio de las aguas, cauces y riberas con la intención de 
asegurar el desarrollo humano, económico y social de la comunidad; 2) reglamentación, 
ocupación y declaración de las aguas, cauces y reservas asegurando su preservación 
cuantitativa garantizando la disponibilidad del agua; 3) construcción de obras hidráulicas 
que garanticen la correcta y eficiente utilización del agua en beneficio de los usuarios; 4) 
conservación de las aguas y sus cauces, en orden a asegurar la preservación cualitativa 
del elemento; 5) restricciones y limitaciones al dominio en orden a asegurar el 
aprovechamiento de las aguas por todos los usuarios; 6) el régimen a que están sometidas 
ciertas categorías especiales de agua; 7) las cargas pecuniarias en razón del uso del 
elemento asegurando su mantenimiento y conservación, y 8) sanciones y causales de 
caducidad a que haya lugar por la infracción de las normas o por el incumplimiento de las 
obligaciones contraídas por los usuarios. 
 
                                                             
35 Decreto Ley 2811 de 1974. Por el cual se dicta el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de 
Protección al Medio Ambiente. 
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Posteriormente se expidió el Decreto 1594 de 1984 el cual fue derogado por el artículo 79º 
del Decreto Nacional 3930 de 2010, salvo los artículos 20º y 21º, en donde se reglamentó 
parcialmente la Parte III del Decreto 2811 de 1974, estableciendo en su artículo 29º  los uso 
del agua como por ejemplo, para consumo humano, doméstico; preservación de la flora y la 
fauna, agrícola, pecuario, recreativo, industrial y transporte, sin establecer algún orden de 
prioridad entre ellos
36
.  
 
Esta función fue elevada a rango constitucional en virtud del artículo 80 de la Constitución 
de 1991 en los siguientes términos: El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de 
los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución. Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro 
ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados. Así 
mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las 
zonas fronterizas.  
 
Se acoge la protección y defensa del medio ambiente desde varios puntos de vista.  En 
primer lugar, como una obligación en cabeza del Estado y de los particulares, en segundo 
lugar, como un derecho y un deber coercitivo, en tercer lugar, como un factor determinante 
del modelo económico que se debe adoptar, y, por último, como una limitación al ejercicio 
pleno de los derechos económicos
37
.   
 
Con la promulgación de la Ley 99 de 1993, se crea  y encarga al Ministerio del Medio 
Ambiente y Desarrollo Sostenible la formulación de la política nacional ambiental, que 
comprende: la regulación de lo relacionado con la conservación, uso, manejo y 
aprovechamiento del recurso hídrico; el establecimiento de competencias para el manejo 
del ambiente; la incorporación de principios generales que fundamente dicha política 
ambiental;  y la  delegación de competencias a las Corporaciones Autónomas Regionales 
para la administración del agua en el área de su jurisdicción.   
                                                             
36 Decreto 1594 de 1984. Usos del agua y residuos líquidos. 
37 AMAYA NAVAS, Oscar Darío. “La Protección del agua en Colombia dentro del marco de la Constitución 
política y ecológica  de 1991”. En: Derecho de Aguas. Tomo I. Editorial Universidad Externado de Colombia. 
2003. Página: 112. 
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En el artículo 1º de la citada ley encontramos  los Principios Generales Ambientales
38
 que 
orientan la política ambiental colombiana, destacando entre ellos la necesidad de contar con 
instrumentos efectivos para la restauración de los daños causados a la naturaleza, la misma 
norma dispone que esta tarea se debe realizar de manera conjunta entre las autoridades 
oficiales, la comunidad, los particulares y las organizaciones no gubernamentales. 
 
Veámoslo en su contenido textual: 
 
Artículo  1º.- Principios Generales Ambientales. La política ambiental colombiana 
seguirá los siguientes principios generales: 
 
1. El proceso de desarrollo económico y social del país se orientará según los 
principios universales y del desarrollo sostenible contenidos en la Declaración 
de Río de Janeiro de junio de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo. 
 
2. La biodiversidad del país, por ser patrimonio nacional y de interés de la 
humanidad, deberá ser protegida prioritariamente y aprovechada en forma 
sostenible. 
 
3. Las políticas de población tendrán en cuenta el derecho de los seres humanos a 
una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza. 
 
4. Las zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y las zonas de 
recarga de acuíferos serán objeto de protección especial. 
 
5. En la utilización de los recursos hídricos, el consumo humano tendrá prioridad 
sobre cualquier otro uso. 
  
                                                             
38 Ley 99 de 1993. Por la cual se crea el MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE, se reordena el Sector Público 
encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza 
el Sistema Nacional Ambiental- SINA y se dictan otras disposiciones. 
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6. La formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del 
proceso de investigación científica. No obstante, las autoridades ambientales y los 
particulares darán aplicación al principio de precaución conforme al cual, cuando 
exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no 
deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces para 
impedir la degradación del medio ambiente. 
 
7. El Estado fomentará la incorporación de los costos ambientales y el uso de 
instrumentos económicos para la prevención, corrección y restauración del 
deterioro ambiental y para la conservación de los recursos naturales renovables. 
 
8. El paisaje por ser patrimonio común deberá ser protegido. 
 
9. La prevención de desastres será materia de interés colectivo y las medidas 
tomadas para evitar o mitigar los efectos de su ocurrencia serán de obligatorio 
cumplimiento. 
 
10. La acción para la protección y recuperación ambientales del país es una tarea 
conjunta y coordinada entre el Estado, la comunidad, las organizaciones no 
gubernamentales y el sector privado. El Estado apoyará e incentivará la 
conformación de organismos no gubernamentales para la protección ambiental y 
podrá delegar en ellos algunas de sus funciones. 
 
11. Los estudios de impacto ambiental serán el instrumento básico para la toma de 
decisiones respecto a la construcción de obras y actividades que afecten 
significativamente el medio ambiente natural o artificial. 
 
12. El manejo ambiental del país, conforme a la Constitución Nacional, será 
descentralizado, democrático y participativo. 
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13. Para el manejo ambiental del país, se establece un Sistema Nacional Ambiental, 
SINA, cuyos componentes y su interrelación definen los mecanismos de actuación 
del Estado y la sociedad civil. 
 
14. Las instituciones ambientales del Estado se estructurarán teniendo como base 
criterios de manejo integral del medio ambiente y su interrelación con los procesos 
de planificación económica, social y física
39
. 
 
Estos principios hacen alusión en su generalidad a los contenidos en la Declaración de Río 
sobre el Medio Ambiente y Desarrollo de 1992, “ la protección de la biodiversidad del 
país; el derecho a la vida saludable y productiva en equilibrio con la naturaleza; la 
protección especial de áreas de páramos, subpáramos, nacimientos de agua y acuíferos; la 
disponibilidad, accesibilidad y calidad del agua; la aplicación al principio de precaución 
para impedir la degradación del ambiente; la incorporación de los costos ambientales y 
uso de instrumentos económicos para prevenir, mitigar y compensar los impactos al 
ambiente; el obligatorio cumplimiento de medidas frente a desastres naturales y su 
prevención; la protección ambiental en red con Organizaciones gubernamentales, no 
gubernamentales, sector privado, comunidad y Estado en general y el estudio del impacto 
ambiental al igual que su manejo de forma descentralizada, democrática y participativa 
coordinada por el Sistema Nacional Ambiental –SINA-”40. 
 
Igualmente al interior de esta norma orientadora de la gestión y conservación ambiental, se 
señala la vital  importancia de la preservación  de las áreas que permiten garantizar la 
sostenibilidad del recurso hídrico que surte de agua a los acueductos municipales y 
distritales;  a su vez asigna a los departamentos, municipios y distritos la destinación, 
durante 15 años, de un porcentaje no inferior al 1% de sus ingresos, para que, antes del 
vencimiento de ese periodo, hayan adquirido esas zonas; y confía su administración al 
respectivo distrito o municipio en forma conjunta con la respectiva Corporación Autónoma 
Regional y con la participación opcional de la sociedad civil. 
                                                             
39 Ibd. 
40 Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo de 1992. 
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La Ley 142 de 1994 establece el marco regulatorio de los servicios públicos domiciliarios, 
hace referencia a los contratos que se deben celebrar para la concesión de aguas, define una 
estructura tarifaria para incentivar el uso eficiente y ahorro de aguas, crea la Comisión de 
Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA) y reglamenta los monopolios en 
la presentación del servicio público de agua potable.
41
 
 
El 6 de Junio del año de 1997 se expide la Ley 373 “por la cual se establece el Programa 
para el uso eficiente y ahorro del agua”,  publicada en el Diario Oficial No. 43058 del Junio 
del mismo año, en la que  se dispuso, en su artículo 1º, la obligación de incorporar dentro 
de todo plan ambiental regional y municipal un programa para el uso eficiente y ahorro del 
agua.  Establece además, el reuso obligatorio del agua en determinados proyectos y las 
campañas educativas que deben realizar las entidades usuarias, con el fin de concientizar a 
la comunidad para el uso racionalizado y eficiente del recurso hídrico. 
 
Ahora bien, en relación  a las Cuencas Hidrográficas, se encuentra regulado en los artículos 
312º  y subsiguientes del Código de Recursos Naturales, reglamentado por el Decreto 1729 
de 2002, en el Capítulo III De las Cuencas Hidrográficas, Sección I “Definiciones y 
Facultades de la Administración”, mediante el cual se clasifican las cuencas como un área 
de manejo especial, es decir, como aquella que se delimita para la administración, manejo y 
protección del medio ambiente y de los recursos naturales renovables.  
 
En su concepción literal y textual, el  Código de Recursos Naturales Renovables define las 
cuencas como: 
 
Artículo 312º. Definición de cuenca: Entiéndase por cuenca u hoya hidrográfica el 
área de aguas superficiales o subterráneas, que vierten a una red hidrográfica 
natural con uno o varios cauces naturales, de caudal continuo o intermitente, que 
                                                             
41 GARCIA PACHÓN, María del Pilar. “Mecanismos tributarios para la protección ambiental”. En: Lecturas 
sobre derecho del medio ambiente, Tomo{ III, Bogotá. Universidad Externado de Colombia, 2002, pg.30. 
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confluyen en un curso mayor, que a su vez, puede desembocar en un río principal, 
en un depósito natural de aguas, en un pantano o directamente en el mar”42. 
 
Igualmente, la Sección II  del citado capítulo, en el artículo 316º,  hace referencia a la 
ordenación de las cuencas hidrográficas, entendiendo por tal, la planeación del uso 
coordinado del suelo, las aguas, la flora y la fauna, y por manejo de la cuenca, la ejecución 
de obras y tratamientos.  Según lo dispuesto en los artículos subsiguientes, el manejo y 
planificación de las cuencas hidrográficas, corresponde igualmente a un aspecto 
fundamental del ordenamiento territorial.  Será la administración la que declarará en 
ordenación, una cuenca cuando existan condiciones ecológicas, económicas y sociales que 
así lo requieran,  y una vez que ésta esté sujeta a un plan de ordenación y manejo, será de 
forzoso cumplimiento por las entidades públicas que realicen actividades en la zona, tal 
como lo dispone el artículo 319º  del Código
43
.  
 
El Decreto 1729 de 2002, que derogó el Decreto 2857 de 1981 reglamentario del Código 
Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, en 
términos generales mantuvo igual la final de la ordenación y sólo le agregó el concepto de 
“sostenibilidad” al uso y manejo de los recursos. Se le quitó a la ordenación la posibilidad 
de determinar la ejecución de programas de aprovechamiento hídrico, lo cual fue 
reemplazado por la ejecución de programas de conservación o restauración de la respectiva 
cuenca hidrográfica. 
 
En cuanto a las causales para declarar en ordenación una cuenca, el Decreto 2857 de 1981 
derogado en su artículo 12 proponía algunos elementos que le permitían a la autoridad 
competente acudir a esta medida sólo cuando fuere necesario prevenir su deterioro o lograr 
su recuperación
44
. No obstante, dicho artículo desapareció con la entrada en vigencia del 
                                                             
42 Decreto Ley 2811 de 1974. 
43 Ibd. 
44 Decreto 2857 del 13 de Octubre de 1981, “Por el cual se reglamenta la Parte Xlll, Título 2, Capítulo lll del 
Decreto-Ley 2811 de 1974 sobre cuencas hidrográficas y se dictan otras disposiciones.  Artículo 12: Causales 
para la ordenación: Las entidades administradoras de los recursos naturales renovables están obligadas a 
planear la ordenación de las cuencas como una medida dirigida a prevenir su deterioro o a lograr su 
recuperación, siempre que se dé una cualquiera de las siguientes situaciones: 
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Decreto 1729 de 2002 y en la actualidad se entiende que es obligatorio hacer ordenación de 
todas las cuencas hidrográficas del país sin necesidad de que se den causales específicas, 
pues la interpretación se desprende de lo contemplado en el artículo 7º de dicho decreto, 
que establece que  la declaratoria de las cuencas en ordenación debe hacerse dentro de los 
12 meses siguientes a la fecha de publicación de tal decreto
45
. 
 
 
3.3. EL DERECHO AL AGUA. 
 
Del análisis de la jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre el derecho al agua a la luz 
de la Observación General Número 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, en tanto interpretación autorizada del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, se tiene que “el derecho humano al agua es el derecho 
de todos de disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el 
uso personal y doméstico” 46.  Como consecuencia, el derecho al agua y al saneamiento 
tiene por fin garantizar a cada ser humano el acceso a una cantidad  mínima de agua de 
buena calidad, suficiente para la vida y la salud.  Esto implica poder satisfacer las 
necesidades humanas básicas o esenciales para el sostenimiento de la existencia de la vida 
en condiciones dignas.  
 
                                                                                                                                                                                         
1. Cuando se requiera proteger o construir obras de infraestructura destinadas al control, defensa o 
aprovechamiento de los recursos hídricos u otras de especial significado económico-social. 
2. Cuando del aprovechamiento de sus recursos naturales se pueda derivar desequilibrios físicos o químicos 
y ecológicos del medio natural, que pongan en peligro la integridad de la cuenca o cualquiera de sus 
recursos en particular, así como su potencial productivo sostenido. 
3. Cuando se presente un desequilibrio generalizado del medio ecológico en tal forma que ocurra o pueda 
ocurrir degradación de las aguas o de los suelos, en su calidad y cantidad, que los haga o pueda hacerlos 
inadecuados para satisfacer los requerimientos del desarrollo a las necesidades primarias de la comunidad. 
4. Cuando para la ejecución de planes o programas oficialmente adoptados, sea necesario el 
aprovechamiento de las aguas para fines de consumo humano, incremento de la producción agropecuaria, 
desarrollo hidroenergético, industrial, navegación y transporte fluvial u otras de igual significación e 
importancia. La decisión administrativa que disponga la ordenación de una cuenca será adoptada por la 
entidad competente, previa la elaboración de un prediagnóstico, con base en el cual se determinará la causa 
o causas que justifican la preparación y formulación del respectivo plan. 
45 DECRETO No.1729 DE 2002 – Cuencas hidrográficas.  
46 ROJAS MEJIA, Bibiana. “El recurso hídrico y su protección jurídica”. En: Perspectivas del derecho ambiental 
en Colombia. LONDOÑO TORO, Beatriz, RODRIGUEZ, Gloria Amparo. Pág. 433. 
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3.3.1. Elementos del derecho al agua. 
 
La Corte Constitucional en sentencia T-418 de 2010 ha ratificado el contenido de  la  
Observación General No.15 del comité citado, en cuanto determina los factores aplicables 
en cualquier circunstancia que hacen del ejercicio del derecho a disponer de agua potable y 
saneamiento básico adecuado a la dignidad, la vida y la salud del ser humano, los cuales 
son: 1) la cantidad o disponibilidad, 2) la calidad y 3) la accesibilidad, que involucra la no 
discriminación, la disponibilidad física y económica o accesibilidad y el acceso a la 
información
47
.  
 
3.3.1.1. Disponibilidad o cantidad.  
 
El abastecimiento de agua de cada persona debe ser continuo y suficiente, para los usos 
personales y domésticos.  Esos usos comprenden normalmente el consumo, el saneamiento, 
la colocada, la preparación de alimentos y la higiene personal y doméstica.  También es 
posible que algunos individuos y grupos necesiten recursos de agua adicionales en razón de 
la salud,  el clima y las condiciones de trabajo
48
. 
 
La Corte Constitucional con ponencia del Magistrado Dr. Nilson Pinilla Pinilla, le ha dado 
mayor prioridad de disponer de este recurso a la población infantil, puesto que tal  como lo 
expresa en sentencia T-091 de 2010 del 15 de febrero de 2010: “…el agua potable debe 
llegar en las cantidades necesarias, más aún a los hogares donde se encuentren menores 
de edad, como también a guarderías, jardines infantiles, centros educativos, fundaciones, 
albergues y demás establecimientos a los que suelan acudir o permanecer niños…”. 
El Estado en sede de este factor está obligado a:  
a) Asegurar que se cuenta con la provisión suficiente de agua para la supervivencia 
humana. 
                                                             
47 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 15. Parráfo 12. 
48 Ibd. 
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b) Garantizar la cantidad suficiente para satisfacer las necesidades básicas de bebida, 
alimentación o cocción de alimentos y el saneamiento. 
c) Asegurar la regularidad del suministro de agua. 
d) Asegurar la regularidad en la recolección y transporte de desechos sólidos
49
. 
 
3.3.1.2. La calidad.  
 
La calidad de agua depende de su uso específico, debe tener un color, un olor y un sabor 
aceptables para cada uso personal o doméstico.  El agua que va a ser  utilizada para el 
consumo del ser humano debe contar con una alta calidad, pues debe ser totalmente segura 
para la salud y debe satisfacer los requisitos de salud pública,  puesto que no debe contener 
microorganismos o sustancias químicas o radiactivas que puedan constituir una amenaza 
para la salud de las personas.   
 
Esta propiedad está ligada a la contaminación del medio ambiente y los recursos naturales, 
toda vez  que los residuos producidos por las actividades humanas afectan la calidad del 
recurso. La inadecuada disposición y eliminación de excretas genera contaminación del 
suelo y del agua repercutiendo en la calidad del ambiente y, por ende, en la salud humana
50
.  
 
En lo que corresponde a la calidad de agua para el  consumo humano, la Doctora Bibiana 
Rojas Mejía, ya citada, manifiesta el deber que tiene el  Estado, de asegurar su potabilidad, 
obligándolo a:   
a) Mejorar la calidad del agua apta para su consumo y garantizar su adecuado 
tratamiento y desinfección. 
 
                                                             
49 ROJAS MEJIA, Bibiana. “El recurso hídrico y su protección jurídica”. En: Perspectivas del derecho ambiental 
en Colombia. LONDOÑO TORO, Beatriz, RODRIGUEZ, Gloria Amparo. Pág. 434. 
50 ROJAS MEJIA, Bibiana. “El recurso hídrico y su protección jurídica”. En: Perspectivas del derecho ambiental 
en Colombia. LONDOÑO TORO, Beatriz, RODRIGUEZ, Gloria Amparo. Pág. 436. 
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b) Regular y controlar los parámetros microbiológicos y las condiciones fisicoquímicas, 
bacteriológicas y órgano eléctricas, tanto del agua distribuida por medio del servicio 
adecuado como de aquella proveniente de las fuentes superficiales y subterráneas. 
 
c) Asegurar el tratamiento y desinfección del agua que no cuenta con los estándares 
mínimos de potabilidad. 
 
d) Proteger y controlar las fuentes de agua de las personas que no disponen de conexiones 
al servicio de acueducto para evitar su contaminación y degradación
51
. 
 
La sostenibilidad del recurso hace parte también de la calidad del agua, para lo cual el 
Estado tiene de un lado, los deberes de: 
 
a) Definir las condiciones técnicas necesarias para que los sistemas de agua potable 
soporten las cargas  que implican la prestación eficaz y eficiente del servicio de 
acueducto, y 
 
b) Mantener y arreglar los sistemas de abastecimiento de agua y saneamiento. 
 
De otro, obligaciones de cuidad del recurso hídrico como:  
 
a) Proteger las cuencas hidrográficas, e 
 
b) Implementar sistemas alternos que permitan minimizar su contaminación. 
 
 
Y finalmente, el compromiso de desarrollar programas de educación sobre el uso racional 
del agua
52
. 
 
                                                             
51 Ibd. 
52 Ibd. 
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En materia de saneamiento básico, la calidad incluye la recolección y disposición final de 
residuos líquidos y sólidos en condiciones adecuadas que minimicen la contaminación del 
medio ambiente y satisfagan las necesidades de salud pública. La misma autora, frente a 
este tema, determina las obligaciones del Estado en los siguientes términos: 
 
a) Mejorar la calidad de la recolección y tratamiento de residuos sólidos y líquidos, tanto 
domésticos como  industriales. 
 
b) Garantizar la adecuada recolección y disposición final de las aguas residuales, 
excretas y basuras y, 
 
c) Regular y controlar las instalaciones de tratamiento, eliminación y disposición final de 
desechos sólidos, hospitalarios y peligrosos
53
. 
 
 
3.3.1.3. La accesibilidad.  
 
La accesibilidad tiene que ver con la posibilidad que tienen todos los individuos de 
disponer de agua potable sin discriminación alguna. Al interior de  la Observación 
General No. 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales se citan 
otras observaciones que determinan, que en cuanto a la accesibilidad se presenta cuatro 
dimensiones superpuestas: 
 
i) Accesibilidad física. El agua y las instalaciones y servicios de agua deben 
estar al alcance físico de todos los sectores de la población. Debe poderse 
acceder a un suministro de agua suficiente, salubre y aceptable en cada 
hogar, institución educativa o lugar de trabajo o en sus cercanías 
inmediatas
54
. Todos los servicios e instalaciones de agua deben ser de 
                                                             
53 Ibd. 
54 Véanse también la Observación General Nº 4 (1991), párr. 8 b), la Observación general Nº 13 (1999), parr. 
6 a), y la Observación general Nº 14 (2000), parrs. 8 a) y b). El hogar puede ser tanto una vivienda 
permanente o semipermanente como un lugar de alojamiento provisional. 
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calidad suficiente y culturalmente adecuados, y deben tener en cuenta las 
necesidades relativas al género, el ciclo vital y la intimidad. La seguridad 
física no debe verse amenazada durante el acceso a los servicios e 
instalaciones de agua. 
 
ii) Accesibilidad económica. El agua y los servicios e instalaciones de agua 
deben estar al alcance de todos. Los costos y cargos directos e indirectos 
asociados con el abastecimiento de agua deben ser asequibles y no deben 
comprometer ni poner en peligro el ejercicio de otros derechos reconocidos 
en el Pacto. 
 
iii) No discriminación. El agua y los servicios e instalaciones de agua deben 
ser accesibles a todos de hecho y de derecho, incluso a los sectores más 
vulnerables y marginados de la población, sin discriminación alguna por 
cualquiera de los motivos prohibidos. 
 
iv) Acceso a la información. La accesibilidad comprende el derecho de 
solicitar, recibir y difundir información sobre las cuestiones del agua
55
-
56
. 
 
 
3.3.2. Obligaciones del Estado en relación con el derecho al agua. 
 
En sentencia T-616 de 2010, la Corte Constitucional ha manifestado con base en la 
Observación General No.15 párrafo 37,  que  este conjunto de aspectos que garantizan el 
goce pleno del derecho al agua para consumo humano genera para los Estados obligaciones 
de cumplimiento inmediato, y obligaciones progresivas que están sujetas a la disponibilidad 
presupuestal y la regulación interna.  Las obligaciones de cumplimiento inmediato están 
conformadas por deberes que propenden por el mínimo de satisfacción del derecho. Entre 
ellos se encuentran:   
                                                             
55 Véase el párrafo 48 de la Observación General No.15. 
56 Parr. 12 Observación General No. 15.  
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“a) Garantizar el acceso a la cantidad esencial mínima de agua, que sea 
suficiente y apta para el uso personal y doméstico y prevenir las enfermedades; 
 
b) Asegurar el derecho de acceso al agua y las instalaciones y servicios de 
agua sobre una base no discriminatoria, en especial en lo que respecta a los 
grupos vulnerables o marginados. 
c) Garantizar el acceso físico a las instalaciones o servicios de agua que 
proporcionen un suministro suficiente y regular de agua salubre. 
 
d) Velar por que no se vea amenazada la seguridad personal cuando las 
personas tengan que acudir a obtener el agua; 
 
e) Velar por una distribución equitativa de todas las instalaciones y servicios 
de agua disponibles; 
 
f) Adoptar y aplicar una estrategia y un plan de acción nacionales sobre el 
agua para toda la población; la estrategia y el plan de acción deberán ser 
elaborados y periódicamente revisados en base a un proceso participativo y 
transparente; deberán prever métodos, como el establecimiento de indicadores 
y niveles de referencia que permitan seguir de cerca los progresos realizados; 
el proceso mediante el cual se conciban la estrategia y el plan de acción, así 
como el contenido de ambos, deberán prestar especial atención a todos los 
grupos vulnerables o marginados; 
 
g) Vigilar el grado de realización, o no realización, del derecho al agua; 
 
h) Adoptar programas de agua orientados a fines concretos y de relativo bajo 
costo para proteger a los grupos vulnerables y marginados; 
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i) Adoptar medidas para prevenir, tratar y controlar las enfermedades 
asociadas al agua, en particular velando por el acceso a unos servicios de 
saneamiento adecuados”57. 
 
Por su parte, existen otras obligaciones respecto del derecho al agua que tienen un carácter 
enteramente prestacional, y requieren para su implementación procesos legislativos, 
planeación económica, apropiaciones presupuestales y planes de inversión en proyectos 
específicos del sector de acueducto. Respecto de éstas, denominadas por el Comité como 
obligaciones progresivas, el deber del Estado consiste en “adoptar las medidas necesarias 
hasta el máximo de los recursos de que disponga”58 y velar por la realización gradual de 
todos los componentes del derecho al agua anteriormente expuestos.  En este ámbito, el 
derecho al agua se viola cuando se evidencia que “el Estado no está dispuesto a utilizar el 
máximo de los recursos de que disponga para hacer efectivo el derecho”59, o se 
comprueba la negligencia para adoptar estrategias de acción que lleven a su satisfacción 
plena para todos los habitantes. 
 
 
3.4. PLANES DE ORDENACION Y MANEJO DE CUENCAS HIDROGRAFICAS. 
 
Según el Código de Recursos Naturales, el instrumento a través del cual se ejecuta la 
ordenación de las cuencas hidrográficas es el Plan de Ordenamiento y Manejo.  Son dos los 
requisitos que consagra el Código respecto a éste: por un lado, la obligación de que su 
consolidación y expedición se haga en consulta y con la participación de los usuarios de los 
recursos de la cuenca y de las entidades públicas y privadas que desarrollan actividades en 
la región, así lo dispone el artículo 317º del código, que busca lograr consensos que 
permitan tener una mejor y más equitativa distribución de los recursos naturales asociados a 
la cuenca, en especial el agua, con base en políticas de ahorro y eficiencia, así como el 
desarrollo de acciones de preservación o recuperación de los ecosistemas existentes, de 
forma tal que se garantice su sostenibilidad, y de otra, la obligación de los usuarios del 
                                                             
57
 Parr. 37 Observación General No. 15 
58 Parr. 41 Observación General No. 15 
59 Ibíd.  
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agua, de darle a la autoridad ambiental la información, oral y escrita de que dispongan para 
su elaboración y de facilitar la ejecución de los planes de ordenación y manejo, tal y como 
lo establece el artículo 323º del código. 
 
 
3.4.1. Fases del Plan de Ordenamiento. 
 
Sujetos a lo consagrado por el artículo 9º del Decreto 1729 de 2002, el plan de ordenación y 
manejo contendrás las siguientes fases: 
 
a) Diagnóstico: Se identificará la situación ambiental de la cuenca con el fin de 
establecer las potencialidades, conflictos y restricciones de los recursos naturales 
renovables.   
 
El diagnóstico debe contener fundamentalmente, la delimitación, extensión, localización y 
situación ambiental de la cuenca hidrográfica, la zonificación ambiental de la cuenca, la 
caracterización físico-biótica, la caracterización de las condiciones socioeconómicas y 
culturales de la población, el inventario y caracterización de los recursos naturales 
renovables de la cuenca y de los ecosistemas de la misma, el inventario específico del 
recurso hídrico que contenga estimulación cuantitativa y cualitativa, distribución temporal 
del recurso en el ámbito territorial, el cual comprende, entre otros aspectos, la dinámica del 
régimen natural de las aguas superficiales y subterráneas y la calidad del agua, el inventario 
detallado de usuarios y usos actuales y potenciales de los recursos renovables de la cuenca, 
con prioridad en lo relacionado con el recurso hídrico, la identificación de las obras de 
infraestructura física existentes en el área de la cuenca para las actividades productivas y 
domésticas, entre ellas, agropecuarias, industriales, mineras, petroleras, vivienda y de 
servicios, la determinación de los impactos ambientales sobre los recursos naturales 
renovables, generados por el aprovechamiento de los recursos naturales de la cuenca, la 
identificación de riesgos, amenazas y vulnerabilidad, y la identificación de los conflictos de 
usos de los recursos naturales renovables y las potencialidades de la cuenca
60
. 
                                                             
60  Ver Decreto 1729 de 2002. De las Cuencas Hidrográficas. Artículos 10º y 11º  
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b) La fase prospectiva: La cual se realiza con base en los resultados del diagnóstico y en 
ella se diseñan los escenarios futuros de uso coordinado y sostenible del suelo, de las aguas, 
de la flora y de la fauna presentes en la cuenca
61
. 
 
c) La fase de formulación: La formulación del plan se hace con base en los resultados de 
las fases de diagnóstico y prospectiva y en ella se definen los objetivos, metas, programas, 
proyectos y estrategias del plan.  El plan debe incluir, entre otros aspectos, el diagnóstico de 
la cuenca hidrográfica, los escenarios de ordenación  de la cuenca hidrográfica, los 
objetivos para el manejo y administración de la cuenca hidrográfica con criterios de 
sostenibilidad, la priorización  y compatibilidad del uso de los recursos naturales 
renovables, en especial del recurso hídrico, los programas y proyectos que permitan la 
implementación del plan, las estrategias institucionales, administrativas, financieras y 
económicas, entre otras, para el desarrollo del plan, y los mecanismos e instrumentos de 
seguimiento y evaluación del plan, e indicadores ambientales y de gestión
62
. 
 
d) Fase de ejecución: Para la ejecución del Plan de Ordenación y manejo, se elaborará un 
plan operativo en el cual se definirán los requerimientos de recursos humanos, técnicos y 
financieros para alcanzar las metas propuestas
63
. 
 
e) Fase de seguimiento y evaluación: Se establecerán mecanismos e instrumentos de 
seguimiento y evaluación, así como indicadores ambientales y de gestión que permitan 
evaluar el cumplimiento del Plan.
64
 
 
3.4.2. Obligación de revisar los Planes Vigentes. 
 
En el artículo 25º del Decreto 1729 de 2002, se impone a las autoridades competentes la 
obligación de revisar los planes de ordenación y manejo de las cuencas hidrográficas 
                                                             
61 Ibd. Artículo 12º. 
62 Ibd. Artículo 13º.  
63 Ibd. Artículo 14º. 
64 Ibd. Artículo 15º. 
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expedidos con anterioridad, y el deber de ajustarlos a lo exigido por este nuevo decreto, una 
vez que el IDEAM haya formulado los criterios, parámetros y guías para clasificar, 
priorizar y desarrollar los planes de ordenación.
65
 
 
 
3.5. GARANTIAS PROCESALES. 
 
En Colombia desde tiempos atrás se ha venido trabajando en la creación de una abundante 
legislación donde se consagran mecanismos de protección y de regulación en materia de los 
recursos naturales, debido al menoscabo en que se encuentran estos recursos por la 
ignorante creencia de que estos son inagotables, sin embargo, es a partir de la expedición de 
la Constitución de 1991 en donde se eleva a rango constitucional el derecho a un ambiente 
adecuado y de donde se desprenden las herramientas o instrumentos para la protección de 
los recursos naturales, no sólo de naturaleza constitucional sino también legal. 
 
A continuación haremos un breve esbozo de cada uno de estos mecanismos que permiten 
establecer las garantías procesales necesarias para hacer efectivo este derecho. 
 
a) Acción de tutela:  Busca la protección de derechos fundamentales de las personas, 
cuando estos han sido amenazados o vulnerados por las autoridades o por determinados 
particulares
66
, como lo consagra la constitución política en su artículo 86º:  
 
“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo 
momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o 
por quien actué a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de cualquiera autoridad pública. 
 
                                                             
65 ALVAREZ PINZON, Gloria Lucía.  “La planificación hidrológica y el manejo de las cuencas hidrográficas”. En: 
Derecho de Aguas. Tomo I. Editorial Universidad Externado de Colombia. 2.003. Página: 43. 
66  MONTES, Carolina y otros.  “La Protección judicial del agua en Colombia. En: Derecho de Aguas. Tomo I. 
Editorial Universidad Externado de Colombia. 2.003. Página: 250. 
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La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita 
la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo que será de inmediato 
cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, este lo 
remitirá a la corte constitucional para su eventual revisión. 
 
Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrá transcurrir más de 10 días entre la solicitud de tutela y 
su resolución”. 
 
Aunque no es el mecanismo por excelencia establecido para la protección de los derechos 
colectivos como el ambiente,  la Corte Constitucional en varios de sus pronunciamientos
67
 
ha establecido que éste mecanismo es idóneo para lograr su protección, sólo en los eventos 
en que a consecuencia de su alteración o destrucción se pongan en peligro o se violen 
derechos que sí ostenta el carácter de fundamentales. De esta manera, hasta tanto no se 
encuentre probado el nexo causal entre la afectación del medio ambiente y la violación de 
algún derecho constitucional fundamental, la protección tutelar no es procedente. 
 
b) Acción de cumplimiento: Su finalidad es buscar el cumplimiento del ordenamiento 
jurídico existente, por parte de las autoridades competentes, para hacer efectivo el Estado 
Social de derecho, en el cual debe estar claramente establecida la obligación que se 
pretende hacer cumplir.  Como lo establece la Constitución Política en su artículo 87º: 
 
“Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial para hacer efectivo el 
cumplimiento de una ley o un acto administrativo. 
                                                             
67 Corte Constitucional. Sentencia T-411 de 1992- Magistrado Ponente: Dr. Alejandro Martínez Caballero. 
Sentencia T-028 de 1994. Magistrado Ponente: Dr. Vladimiro Naranjo Mesa. Sentencia T-536 de 1992 
Magistrado Ponente: Dr. Simón Rodríguez Rodríguez. Sentencia T-451 de 1992 Magistrado Ponente: Dr. Ciro 
Angarita Barón. 
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En caso de prosperar la acción, la sentencia ordenara a la autoridad renuente el 
cumplimiento del deber omitido”. 
 
En cuanto a su desarrollo legislativo, la Ley 99 del año de 1993 realiza un primer intento de 
reglamentación del artículo 87º constitucional en materia medioambiental.  Fue así como 
en sus artículos 77º al 82º dispuso un tímido desarrollo de dicha garantía constitucional. 
“Ese primer intento de reglamentación tuvo corta vida, porque fue derogado expresamente 
por la Ley 393 de 1997 (art. 32º), sancionada el 29 de julio de 1997, en virtud de la cual el 
legislador expidió lo que se considera el verdadero estatuto reglamentario de las acciones 
de cumplimiento”.68 
 
La ley 393 de 1997, estatuto reglamentario de la acción de cumplimiento, que de primera 
manera se constituía en aquella norma en la cual se concentraba el procedimiento, alcance 
de dicha acción, no fue la única normatividad que consagró la llamada acción de 
cumplimiento por cuanto “inexplicablemente, once días antes de su expedición (julio 18), 
se sancionó la ley 388 de 1997, sobre ordenamiento territorial, en cuyo art. 116º se 
consagró un procedimiento de acción de cumplimiento, “de una ley o acto administrativo 
relacionado con la aplicación de los instrumentos previstos en la Ley 9 de 1989 y la 
presente ley”.69 
 
Por tanto, la conclusión a la que se llega es que dentro del ordenamiento jurídico 
colombiano existe una acción de cumplimiento específica para asuntos urbanísticos y de 
ordenamiento territorial, que se caracteriza por cuanto el demandante deberá previamente a 
la formulación de la demanda, requerir a la autoridad para el cumplimiento de la ley o del 
acto administrativo correspondiente.
70
 Y de manera paralela, la acción de cumplimiento 
genérica cuyo objetivo principal es el pretender la ejecución de un deber legal incumplido 
                                                             
68 BEJARANO GUZMAN, Ramiro. “De las acciones populares, de grupo y de la acción de cumplimiento”. En: 
Procesos declarativos, ejecutivos y arbitrales. Editorial: Temis. Bogotá D.C., año 2011. Pág: 244. 
69
 Ibd. 
70 Ibd. Pág. 245. 
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por acción o por omisión de una autoridad o de un particular con funciones 
administrativas.
71
 
 
c) Acción popular: El artículo 88º constitucional, consagra el mecanismo idóneo para 
la protección de los derechos e intereses colectivos. Dicho artículo desarrollado por el 
legislador a través de la Ley 472 de 1998 que en su artículo 2º determina que las acciones 
populares son los medios procesales para la protección de los derechos e intereses 
colectivos, como ya de manera precedente se estipuló.   
 
Según la propia ley, dichas acciones se ejercen con la finalidad de evitar el daño 
contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravios sobre los 
derechos e intereses colectivos. “De tan escueta como simplista definición, en realidad no 
se desprende, al menos de entrada, en qué consisten las acciones populares.  Pero si puede 
colegirse de los apartes antes transcritos que hay dos clases o manifestaciones de esta 
protección que es posible obtener con las acciones populares: la preventiva y la 
restitutoria”.72 
 
La acción popular faculta a toda persona natural o jurídica, las  organizaciones no 
gubernamentales, las organizaciones populares cívicas, las entidades públicas que cumplan 
funciones de control, intervención o vigilancia, siempre que la amenaza o vulneración de 
los derechos e intereses colectivos no se haya originado en su acción u omisión, a 
interponer acciones populares.  “Dado el carácter de acción pública y ciudadana que 
identifica las acciones populares, quien promueva una de ellas, podrá hacerlo por sí mismo 
sin la intervención de abogado”.73 
 
En materia medio ambiental el Consejo de Estado, con ponencia de la consejera María 
Claudia Rojas Lasso, en sentencia del 19 de agosto de 2010, proferida en el proceso de 
acción popular de Luz Briyid Orjuela Bautista y otros contra el municipio de Villavicencio, 
la Curaduría Urbana Primera de Villavicencio y la Iglesia Cristiana Pentecostés de 
                                                             
71 Ibd. Pág 248. 
72 Ibd. Pág.185. 
73 Ibd. Pág 198. 
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Colombia del Movimiento Misionero Mundial INC., en donde el alto tribunal reconoce y 
protege a través de la acción popular el derecho al medio ambiente sano, limitando de esta 
forma el derecho fundamental a la libertad religiosa. 
 
“En este caso está demostrada la vulneración del derecho e interés colectivo invocado, 
pues el ejercicio de un  determinado culto religioso sólo puede producir sonido hasta el 
límite espacio-temporal fijado en el artículo 17 de la Resolución 8321 de 1983, no obstante 
si se superan esos límites se vulnera el derecho colectivo al goce de un ambiente sano, y se 
afectan otros derechos fundamentales de los ciudadanos.  La Iglesia Cristiana Pentecostés 
de Colombia del Movimiento Misionero Mundial, no acreditó haber acatado las 
recomendaciones efectuadas por la Secretaría del Medio Ambiente y por 
CORMACARENA, en el sentido de  adecuar la planta física del inmueble donde funciona y 
emplear los sistemas necesarios para asegurar que las emisiones sonoras no contaminen el 
medio ambiente. Advierte la Sala que no asiste razón a la Iglesia Cristiana Pentecostés de 
Colombia del Movimiento Misionero Mundial al afirmar que la vulneración al derecho 
colectivo al goce de un ambiente sano requiere la alteración de la salud de los ciudadanos, 
pues en situaciones como la que se presenta en este caso se resalta el carácter o naturaleza 
preventiva de la acción popular para evitar la consumación de un daño, riesgo, o peligro 
contingente de mayor entidad. Debe precisar la Sala que el ejercicio del derecho a la 
libertad de culto y religión, no es absoluto y se encuentra limitado por la carga que 
comporta la vida en sociedad y el respeto por los derechos de las demás personas, por lo 
tanto no es dable so pretexto de ejercer el derecho a la libertad de cultos, desconocer otros 
derechos constitucionales igualmente dignos de protección por parte de las autoridades 
públicas”74.   
 
d) Acción de grupo: La acción de grupo es de naturaleza patrimonial y resarcitoria y se 
ejerce para obtener el reconocimiento y pago de la indemnización de perjuicios causado a 
un número plural de personas, tal como se consagra en el artículo 88º de la Constituciòn 
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 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Consejera Ponente Dra: María 
Claudia Rojas Lasso. Bogotá D.C., diecinueve (19) de agosto de dos mil diez (2010). Radicación número: 
50001-23-000-2004-00819-01 (AP). 
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Política de Colombia.  Al igual que la acción popular, la acción de grupo también se 
encuentra regulada por la Ley 472 de 1998, que en su artículo 68º remite a que los aspectos 
no regulados en esta ley frente al trámite de la acción de grupo se aplicarán las normas del 
estatuto procesal civil.  Téngase en cuenta que la acción de grupo procederá en donde se 
violente o amenace un derecho colectivo pero a la vez procederá en aquellos casos donde 
se afecten derechos individuales que de manera uniforme se hayan producido en un grupo 
determinado. 
 
Dentro de los requisitos estipulados para la procedencia de dicha garantía constitucional se 
necesita “que en la demanda se advierta que el número plural de personas o el conjunto de 
quienes integran el grupo, o llegarán a ser parte del mismo, no será inferior a 20 
personas”75. 
 
Compartimos la crítica que ha dicho requisito establece Bejarano Guzmán al considerar 
inconstitucional dicha disposición, ya que la acción de grupo en los términos de la Carta 
Política de 1991, determina que éste es un mecanismo procesal que puede utilizar un 
número plural de personas, sin circunscribirlo a una cantidad específica.
76
 
 
e) Acción penal: La justicia penal colombiana ha ido tipificando y endureciendo las 
conductas que afectan al medio ambiente, y la mejor prueba de ello la constituye el nuevo 
Código Penal (Ley 599 de 2000) que dedica 16 normas al tema del delito ecológico, con 
tipos penales ambientales concretos y adecuados que determinan daños extensos, duraderos 
y graves, los cuales se ubican en el Libro II, Título  XI  “De los Delitos Contra los 
Recursos Naturales y el Medio Ambiente”, y más concretamente en el Capítulo Único 
“Delitos contra los Recursos Naturales y Medio Ambiente”.   
 
En Colombia, se presentan graves y reiterados atentados a nuestros recursos naturales que 
deben considerarse como verdaderos delitos, y por tanto, recibir una respuesta punitiva 
                                                             
75 BEJARANO GUZMAN, Ramiro. “De las acciones populares, de grupo y de la acción de cumplimiento”. En: 
Procesos declarativos, ejecutivos y arbitrales. Editorial: Temis. Bogotá D.C., año 2011. Pág: 222. 
76 Ibd. Pág. 234 
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adecuada por parte del Estado.  Se presentan graves problemas de contaminación a las 
fuentes de aguas, ocasionados por los vertimientos de sustancias a los ecosistemas, así 
como el inadecuado manejo y disposición final de los residuos sólidos y desechos 
peligrosos, es así como a través de las acciones penales todo ciudadano pueda denunciar la 
ilícita contaminación ambiental que afecte o deteriore la atmósfera, el suelo, el subsuelo, 
las aguas o demás recursos naturales y pueda producir daño a los recursos de la fauna, 
flora, forestales o hidrobiológicos, o a los ecosistemas naturales
77
. 
 
f) Acciones civiles: Su finalidad es buscar soluciones a los problemas de contaminación 
ambiental, por medio de la responsabilidad civil por daños al medio ambiente (una relación 
entre dos sujetos, donde uno causa el daño y el otro ha sufrido el daño) donde existe una 
consecuencia jurídica en esta relación de hecho, la cual es la obligación del autor del daño 
a reparar el perjuicio ocasionado
78
. 
 
Varios autores consideran que el derecho civil presenta soluciones a los problemas de 
contaminación ambiental, pero es un mecanismo poco eficaz pues no tiene un carácter 
preventivo puesto que es uno de los pilares principales del derecho ambiental, ya que la 
responsabilidad civil se presenta después de ocurrido el daño cuando la contaminación se 
ha producido 
79
. 
 
g) Acciones administrativas: La protección del medio ambiente fue concebida, hasta 
ahora, como una función sobre todo administrativa, que se le encomienda a ciertos 
servicios públicos preexistentes de la administración central o a servicios públicos creados 
para ese efecto.  El área del derecho administrativo sancionador es un importante 
mecanismo de protección de los recursos naturales, por cuanto se brinda poderes públicos 
                                                             
77 MONTES, Carolina y otros.  “La Protección judicial del agua en Colombia. En: Derecho de Aguas. Tomo I. 
Editorial Universidad Externado de Colombia. 2.003. Página: 253. 
78 ARTURO VALENCIA ZEA. Derecho civil – de las obligaciones, bogota, edit. Temis, 1980. 
79MONTES, Carolina y otros.  “La Protección judicial del agua en Colombia. En: Derecho de Aguas. Tomo I. 
Editorial Universidad Externado de Colombia. 2.003. Pág: 253. 
52 
 
encargados de la gestión ambiental las herramientas coercitivas necesarias para compeler a 
los infractores de las normas a corregir sus comportamientos antiecológicos.
80
 
 
Con la expedición de la Ley 1333 de 2009  “Por la cual se establece el procedimiento 
sancionatorio ambiental y se dictan otras disposiciones”, se reguló los instrumentos 
sancionatorios como las multas coercitivas a los contaminadores, la clausura temporal o 
definitiva de establecimientos que resultan altamente riesgosos para el ambiente o la salud 
de las personas, se consideran como mecanismos eficaces para la protección de los 
recursos naturales, sin embargo, hay una tendencia por parte de las autoridades encargadas 
de ejercer controles ambientales de no aplicar y hacer efectivo este sistema sancionatorio, 
pues ya que en la realidad se nos muestra la tolerancia y en muchos casos la aceptación de 
las autoridades con aquellos que afectan el medio ambiente. 
 
Dentro de las funciones de la sanción y de las medidas preventivas en materia ambiental la 
citada ley en su artículo 4º dispuso: 
 
ARTÍCULO 4o. FUNCIONES DE LA SANCIÓN Y DE LAS MEDIDAS 
PREVENTIVAS EN MATERIA AMBIENTAL. Las sanciones administrativas en 
materia ambiental tienen una función preventiva, correctiva y compensatoria, para 
garantizar la efectividad de los principios y fines previstos en la Constitución, los 
Tratados Internacionales, la ley y el Reglamento. 
 
Las medidas preventivas, por su parte, tienen como función prevenir, impedir o 
evitar la continuación de la ocurrencia de un hecho, la realización de una actividad 
o la existencia de una situación que atente contra el medio ambiente, los recursos 
naturales, el paisaje o la salud humana. 
 
Adentrándonos a la infracción en materia ambiental,  el artículo 5º de esta ley, considera:  
 
                                                             
80 Ibd. 
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“Infracción en materia ambiental toda acción u omisión que constituya violación de 
las normas contenidas en el Código de Recursos Naturales Renovables, Decreto-ley 
2811de 1974, en la Ley 99 de 1993, en la Ley 165 de 1994 y en las demás 
disposiciones ambientales vigentes en que las sustituyan o modifiquen y en los actos 
administrativos emanados de la autoridad ambiental competente. Será también 
constitutivo de infracción ambiental la comisión de un daño al medio ambiente, con 
las mismas condiciones que para configurar la responsabilidad civil 
extracontractual establece el Código Civil y la legislación complementaria, a 
saber: El daño, el hecho generador con culpa o dolo y el vínculo causal entre los 
dos. Cuando estos elementos se configuren darán lugar a una sanción 
administrativa ambiental, sin perjuicio de la responsabilidad que para terceros 
pueda generar el hecho en materia civil”81. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                             
81 Ley 1333 de 2009. Por la cual se establece el procedimiento sancionatorio ambiental y se dictan otras 
disposiciones. 
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4. COMPETENCIAS ADMINISTRATIVAS EN MATERIA AMBIENTAL 
 
 
“La primera conferencia ambiental internacional, la Conferencia de Estocolmo, fue la 
consecuencia de estos informes del Club de Roma
82
 y en la cual se trabó una lucha 
inmediata entre países desarrollados que veían la solución de los problemas ambientales 
con el freno a la tasa de natalidad y la posición de los países en desarrollo que acusaron a 
los países industrializados de pasar de la más completa despreocupación del ambiente a una 
verdadera geoidolatría, de centrar el problema en el tema demográfico en lugar de centrar la 
atención en el verdadero problema que ocasionaba la afectación al ambiente que era la 
pobreza y por tanto debía centrarse el interés primero en erradicar la pobreza”83.  
 
Es importante resaltar las consecuencias que dicha Conferencia tuvo en nuestro país.  En 
primer lugar, ya desde el año de 1965 existía en Colombia Profamilia, institución encargada 
del control de la natalidad en el territorio.  González Villa presenta el grandioso 
crecimiento que tuvo el mismo en el año de 1973,  como consecuencia directa de los temas 
desarrollados en la Conferencia del Medio Humano.  
 
La Conferencia de Estocolmo en 1972  reunió por primera vez en la historia a 113 países, y 
es a partir de la misma que  “el tema ambiental se globaliza (…) y comienza a ocupar lugar 
preferente en el concierto mundial”84.  La Declaración de Estocolmo, producto de la 
Conferencia sobre el Medio Humano, establece diversos principios entre los cuales se 
encuentran: la consagración del derecho al medio ambiente como derecho humano; el 
                                                             
82 Se trató de una organización de países desarrollados conformada luego de la crisis energética de 1970, en 
la cual, a partir de las teoría de Tomas Robert Malthus se emitieron diversos informes que se fundaban de 
manera principal en el crecimiento poblacional, demanda de alimentos, industrialización y recursos 
naturales. 
83  GONZALEZ VILLA, Julio Enrique. “Derecho Ambiental Colombiano- Parte General” Tomo I. Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia. 2.006, Pág: 58 
84 Ibd, 59. 
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principio de racionalidad que faculta las descargas de vertimientos y emisiones pero dentro 
de ciertos rangos, de forma tal que la naturaleza tenga la posibilidad de renovarse y frenar 
los efectos dañinos;  establece la concepción antropocéntrica de conservación del ambiente 
postulando como titulares no sólo a las generaciones presentes, sino a la vez a las futuras.
85
 
 
A nivel normativo la Conferencia de Estocolmo tuvo consecuencias directas dentro de 
nuestro ordenamiento jurídico. “Consecuencia directa en Colombia de la Declaración de 
Estocolmo fue, en el Gobierno del Presidente Misael Pastrana Borrero, (1970-1974), la 
expedición por el Congreso de la República de una ley de facultades especiales solicitada 
por el gobierno para expedir un código de los recursos naturales renovables y del ambiente, 
con el fin de implementar la declaración de principios suscrita por Colombia en la ciudad 
de Estocolmo. (…) Debe hacerse la precisión de que la Ley 23 de 1973 no fue como el 
común de las leyes de facultades. Tan importante le pareció al Legislativo la expedición de 
un código sobre el medio ambiente, dada la transcendencia de la Conferencia de 
Estocolmo, que decidió no sólo obligar al Presidente a tener en la elaboración de la norma a 
una comisión consultiva formada por dos senadores y dos representantes elegidos por el 
congreso y formada por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, sino 
que decidió marcarle al Gobierno el derrotero que tenía que seguir para la elaboración del 
código. Esa ley se convierte entonces, con sus 20 artículos, en la norma ambiental por 
excelencia en Colombia.”86 
 
En el año de 1974, dando concreción a las facultades otorgadas por el Congreso al ejecutivo 
en la Ley 23 de 1973,  se expide el Decreto 2811 también llamado Código de Recursos 
Naturales Renovables cuya redacción estuvo a cargo de Guillermo J. Cano.  Este código 
dividido en tres partes: un título preliminar y dos libros. “El título preliminar resalta, 
complementa y perfecciona la ley 23 de 1973, estableciendo los conceptos fundamentales y 
los objetivos del código.  El Libro I, consta de cuatro partes a saber: definiciones, medios 
de política ambiental, problemas ambientales internacionales, normas de preservación 
                                                             
85 Ibd. Pág. 60. 
86 Ibd. Pág. 62. 
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relacionadas con los elementos ambientales.  El Libro II es sobre la propiedad y uso de los 
recursos naturales…”87 
 
Pero no cabe duda que el más relevante fenómeno jurídico en materia ambiental en el orden 
jurídico colombiano es la constitucionalización del medio ambiente en la Carta Política de 
1991 y la consagración de una Constitución Ecológica.
88
Como antecedentes se tiene la 
Constitución de Weimar de 1919, que en palabras de Julio E. González Villa fue tal vez la 
primera Constitución que dispuso en sus artículos que la naturaleza y el paisaje gozan de un 
protección por parte del Estado. De la misma manera la Constitución Italiana de 1947, 
dispuso en su art. 9 la obligación del Estado de proteger y conservar el ambiente; la 
Constitución Española establece el mismo deber en cabeza de la República en el art. 45; la 
de Portugal  1976 (art. 66).
89
 
 
La constituyente del año de 1991 estuvo influenciada por dos sucesos de carácter 
internacional: La Conferencia sobre medio ambiente en Rio de Janeiro 1992 y la 
celebración europea de los 500 años del descubrimiento de América.
90
 “Cuando comenzó a 
prepararse la gran celebración de los 500 años del descubrimiento de América, los 
indígenas muy hábilmente respondieron a ello advirtiendo que lo sucedido fue una 
invasión, que religión, cultura y civilización era lo que tuvieron los Mayas, los Aztecas y 
los Incas.  Lo que comenzó a calar y dio la oportunidad para que estos volvieran a hablar de 
su identidad cultural, de sus derechos como comunidad, etc.”91  
 
En materia ambiental la Conferencia de Rio de Janeiro influenció de manera directa el 
Texto Fundamental. Se postula el derecho del medio ambiente como un derecho de todos, 
                                                             
87 Ibd.  Pág. 67 
88 Corte Constitucional. Sentencias T-411 de 1992 Magistrado Ponente: Alejandro Martinez Caballero. 
Sentencia C-596 de 1998 Magistrado Ponente Vladimiro Naranjo Mesa. Sentencia C-431 de 2000 Magistrado 
Ponente Vladimiro Naranjo Mesa. Sentencia T-760 de 2007 Magistrado Ponente  
89 GONZALEZ VILLA, Julio Enrique. “Derecho Ambiental Colombiano- Parte General” Tomo I, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2006, p. 79 
90 Ibd. Pág. 80 
91 Ibd. Pág. 81. 
57 
 
se consagra como una riqueza nacional.
92
 En sentencia C-126 del 1998, la Corte 
Constitucional determina: “Igualmente la Corte ha precisado que esta Constitución 
ecológica tiene dentro del ordenamiento colombiano una triple dimensión: de un lado, la 
protección al medio ambiente es un principio que irradia todo el orden jurídico puesto que 
es obligación del Estado proteger las riquezas naturales de la Nación (art. 8 C.P.). De otro 
lado, aparece como el derecho de todas las personas a gozar de un medio ambiente sano, 
derecho constitucional que es exigible por diversas vías judiciales (art. 79 C.P.). Y, 
finalmente, de la constitución ecológica, derivan un conjunto de obligaciones impuestas a 
las autoridades y a los particulares (…)” 
 
“Cuando el Congreso Nacional se dio a la tarea de desarrollar la Carta Política ecológica 
que había sido plasmada en 1991, se percató de lo bien estructurado y profundo que era el 
conjunto normativo jurídico ambiental colombiano, soportado en una ley (Ley 23 de 1973) 
y dos códigos (el de Recursos Naturales Renovables y el Sanitario), amén de una muy 
buena reglamentación.
93
 
 
Había entonces una muy buena normativa pero ésta no tenía eficacia, tenía que ser 
revitalizada.  Se determinó  entonces que el problema era un problema de administración, 
así que todo el esfuerzo de restructuración se concretó en tres aspectos básicos: la 
liquidación del Instituto de Recursos Naturales Renovables –Inderena- que había sido 
creado en 1968 durante el Gobierno del Presidente Carlos Lleras Restrepo, que hasta ahora 
tenía la máxima responsabilidad sobre el medio ambiente en Colombia y su consecuente 
reemplazo por el Ministerio del Ambiente; la creación de la licencia ambiental para 
remplazar toda la serie de permisos ambientales necesarios para aprovechar los recursos 
naturales renovables, y finalmente, la organización de una fuente de recursos propia que 
garantice la autonomía y la continuidad necesaria para logar un auténtico desarrollo 
sostenible.”94 
 
                                                             
92 Ibd. Pág. 83. 
93Ibd. Pág. 83. 
94 GONZALEZ VILLA, Julio Enrique. “Derecho Ambiental Colombiano- Parte General” Tomo I, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2006, p. 179 
58 
 
4.1. EL SISTEMA NACIONAL AMBIENTAL. 
 
La ley 99 de 1993 que desarrolla el art. 79 de la Constitución Política colombiana,  dispuso 
en su art. 4 el concepto del Sistema Nacional Ambiental. 
 
ARTÍCULO 4o. SISTEMA NACIONAL AMBIENTAL, SINA. El Sistema Nacional 
Ambiental SINA, es el conjunto de orientaciones, normas, actividades, recursos, 
programas e instituciones que permiten la puesta en marcha de los principios 
generales ambientales contenidos en esta Ley. 
 
Se desprende de la anterior norma, que el SINA se encuentra conformado por los principios 
generales del derecho ambiental, las autoridades que lo administran y los recursos 
necesarios que garanticen la adecuada protección del medio ambiente, su conservación y 
uso racional.
95
 
 
 
4.2. PRINCIPIOS DEL DERECHO AMBIENTAL. 
 
Se estructura en palabras de González Villa en el punto de partida y llegada del derecho 
ambiental, ya que su función es integradora, supletiva e interpretativa de la normatividad 
ambiental. “Los principios del derecho del medio ambiente tienen consagración en los 
tratados, declaraciones o convenios internacionales; en la doctrina; en la Constitución 
Nacional (…); en las leyes, especialmente en el Código de Recursos Naturales Renovables 
(Dcto. Ley 2811 de 1974), el Código Sanitario Nacional (Ley 9 de 1979), y la ley 99 de 
1993; y finalmente a través de las decisiones jurisprudenciales”96. 
 
 
 
                                                             
95 Ibd. Pág. 183 
96 Ibd. Pág. 184 
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4.2.1. Principio de Transpersonalización. 
 
Las normas ambientales tienen como objeto, la protección del medio ambiente, y la 
regulación de la relación entre el hombre y la naturaleza.  La finalidad de dicho conjunto de 
normas se circunscribe a la garantía  de la salud y el bienestar de las personas. “Este 
principio establece que las normas ambientales son normas sanitarias, pues las condiciones 
sanitarias del ambiente son las necesarias para garantizar la salud y el bienestar de los 
habitantes, que a su vez garantizan la vida dentro de unas condiciones de dignidad.”97Ya en 
muchos de sus fallos la Corte Constitucional ha establecido el carácter de fundamental de 
dicho derecho, a saber:  
 
Sentencia T- 411 DE 1992: “La ecología contiene un núcleo esencial, entendiendo por éste 
aquella parte que le es absolutamente necesaria para que los intereses jurídicamente 
protegidos y que le dan vida resulten real y efectivamente tutelados. Se rebasa o se 
desconoce el contenido esencial cuando el derecho queda sometido a limitaciones que lo 
hacen impracticable, lo dificultan más allá de lo razonable o lo despojan de la necesaria 
protección.  Los derechos al trabajo, a la propiedad privada y a la libertad de empresa, 
gozan de especial protección, siempre que exista un estricto respeto de la función 
ecológica, esto es, el deber de velar por el derecho constitucional fundamental al ambiente.” 
 
Sentencia T-536 DE 1992:  “El ambiente sano y ecológicamente equilibrado es un derecho 
Constitucional fundamental, pues su violación atenta directamente contra la perpetuación 
de la especie humana y, en consecuencia, con el derecho más fundamental del hombre: la 
vida. El derecho a la salud y a la vida son derechos fundamentales porque son esenciales al 
hombre, la salud se encuentra ligada al medio ambiente que le rodea y que dependiendo de 
las condiciones que éste le ofrezca, les permitirá desarrollarse económica y socialmente a 
los pueblos, garantizándoles su supervivencia.  Existen unos límites tolerables de 
contaminación que al ser traspasado constituyen un perjuicio para el medio ambiente y la 
vida, que no pueden ser justificables y por lo tanto exigen imponer unos correctivos.”  
                                                             
97 Ibd. Pág. 185 
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Sentencia No. T-092 DE 1993: “El derecho al medio ambiente no se puede desligar del 
derecho a la vida y a la salud de las personas. De hecho, los factores perturbadores del 
medio ambiente causan daños irreparables en los seres humanos y si ello es así habrá que 
decirse que el medio ambiente es un derecho fundamental para la existencia de la 
humanidad.  A esta conclusión se ha llegado cuando esta Corte ha evaluado la incidencia 
del medio ambiente en la vida de los hombres y por ello en sentencias anteriores de tutelas, 
se ha afirmado que el derecho al medio ambiente es un derecho fundamental.” 
 
 
4.2.2. Principio de Desarrollo Sostenible. 
 
Este principio se constituye según las consideraciones de la Corte Constitucional en 
sentencia T-411 de 1992, en el núcleo esencial del derecho al medio ambiente sano 
consagrado en el art. 79 constitucional.  
 
“Este ha sido la esencia del concepto de desarrollo sostenible que fue presentado hace cinco 
años por la Comisión Brundtland (en honor de la primera ministra noruega, Gro Harlem 
BrundTland) y que se encuentra a la orden del día en la agenda de la Conferencia de Río de 
Janeiro. En otras palabras, la clave radica en mantener el desarrollo económico, pero 
haciéndolo sostenible, esto es, de forma tal que responda a las necesidades tanto del hombre 
como de la naturaleza.”98 
 
Lo que se pretende con el establecimiento del desarrollo sostenible es armonizar la libertad 
económica establecida en la carta fundamental y el derecho al medio ambiente, que tiene 
como titulares a las generaciones presentes y a la vez a las generaciones futuras. En 
sentencia T-254 de 1993, Magistrado Ponente Antonio María Barrera Carbonell, la corte 
estipula: “Las normas ambientales, contenidas en diferentes estatutos, respetan la libertad 
de la actividad económica que desarrollan los particulares, pero le imponen una serie de 
limitaciones y condicionamientos a su ejercicio que tienden a hacer compatibles el 
desarrollo económico sostenido con la necesidad de preservar y mantener un ambiente 
                                                             
98 Corte Constitucional. T-411 de 1992 Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero. 
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sano. Dichos estatutos subordinaban el interés privado que representa la actividad 
económica al interés público o social que exige la preservación del ambiente, de tal suerte 
que el particular debe realizar su respectiva actividad económica dentro de los precisos 
marcos que le señala la ley ambiental, los reglamentos y las autorizaciones que debe 
obtener de la entidad responsable del manejo del recurso o de su conservación.” 
 
 
4.2.3. Principio de Precaución. 
 
Trae como consecuencia fundamental, la adopción de medidas, acciones para prevenir 
daños cambiando de este modo el papel de la información científica, ya que no existe 
certeza de este  carácter  sobre la ocurrencia del daño “el principio disminuye la carga de la 
prueba requerida para que se tomen acciones preventivas en la medida en que no se exige 
plena prueba del daño y sus alcances”.99 
 
“Por esta razón el principio evita que los Estados realicen actividades potencialmente 
dañinas alegando que no se ha probado de manera definitiva un riesgo; pero no llega hasta 
el punto de exigir que se demuestre que no hay riesgo de daño para poder adelantar la 
actividad..”100 
 
La corte frente al principio de precaución ha expresado: “Los principios que guían el 
derecho ambiental son los de prevención y precaución, que persiguen, como propósito 
último, el dotar a las respectivas autoridades de instrumentos para actuar ante la afectación, 
el daño, el riesgo o el peligro que enfrenta el medio ambiente, que lo comprometen 
gravemente, al igual que a los derechos con él relacionados.  Así, tratándose de daños o de 
riesgos, en los que es posible conocer las consecuencias derivadas del desarrollo de 
determinado proyecto, obra o actividad, de modo que la autoridad competente pueda 
adoptar decisiones antes de que el riesgo o el daño se produzcan, con el fin de reducir sus 
repercusiones o de evitarlas, opera el principio de prevención que se materializa en 
                                                             
99 RODRIGUEZ, Álvaro. “Algunas consideraciones sobre los principios generales”. Edit. Universidad Externado 
de Colombia. P. 438 
100 Ibd. 
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mecanismos jurídicos tales como la evaluación del impacto ambiental o el trámite y 
expedición de autorizaciones previas, cuyo presupuesto es la posibilidad de conocer con 
antelación el daño ambiental y de obrar, de conformidad con ese conocimiento anticipado, 
a favor del medio ambiente; en tanto que el principio de precaución o tutela se aplica en los 
casos en que ese previo conocimiento no está presente, pues tratándose de éste, el riesgo o 
la magnitud del daño producido o que puede sobrevenir no son conocidos con anticipación, 
porque no hay manera de establecer, a mediano o largo plazo, los efectos de una acción, lo 
cual tiene su causa en los límites del conocimiento científico que no permiten adquirir la 
certeza acerca de las precisas consecuencias de alguna situación o actividad, aunque se sepa 
que los efectos son nocivos.”101 
 
 
4.2.4. Principio de “El que Contamina Paga”. 
 
Se debe resaltar de manera principal frente a este principio, es que más que ser un principio 
se trata de una política económica, que pretende promover la internalización de los costos 
ambientales, sin que deba confundirse con un fundamento jurídico del deber de reparar el 
daño ambiental.
102
 
 
“El ambiente es un bien escaso necesario para el ciclo productivo y en esas condiciones, 
quien lo usa debe pagar por ese uso, ya que el mismo implica una depreciación, pues todo 
bien que se usa comienza un proceso de desgaste o deterioro. Se debe entender como la 
reparación anticipada de la producción del daño”.103 
 
 
 
 
                                                             
101 Corte Constitucional. Sentencia C-703 de 2010 Magistrado Ponente: Eduardo Montealegre Lynett. 
102 RODRIGUEZ, Álvaro. “Algunas consideraciones sobre los principios generales”. Edit. Universidad 
Externado de Colombia. P. 441 
103 GONZALEZ VILLA, Julio Enrique. “Derecho Ambiental Colombiano- Parte General” Tomo I, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2006, Pág: 223. 
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4.2.5. Principio “Pro Natura”. 
 
Principio que tiene como sustento, la pertenencia del derecho al medio ambiente sano a la 
categoría de derechos humanos, y por tanto deberá aplicarse el mismo principio que se 
aplica a éstos, en el entendido que cuando una norma consagra derechos humanos, deberá 
interpretarse de manera preferente, principal, extensiva, amplia, garantista, mientras que 
cuando una norma restrinja un derecho deberá interpretarse de manera restrictiva.
104
 
 
González Villa hace referencia a una jurisprudencia del Consejo de Estado que explicita: 
“La doctrina ha hecho referencia al mencionado principio como una derivación del 
principio pro-homine propio del derecho internacional de los derechos humanos o principio 
de la aplicación prevalente y extensiva de los derechos, como lo ha denominado la 
jurisprudencia constitucional y del principio pro-libertate, según el cual las normas que 
crean derechos se deben interpretar de manera amplia y a su vez, las normas que restringen 
derechos se deben interpretar de manera restrictiva. Teniendo como base ese contexto, y en 
desarrollo de los artículos 58, 79, y 80 de la Constitución, se ha denominado principio pro 
natura a la interpretación que debe hacer el juez  en caso de conflicto con normas 
ambientales, bajo las cuales, se hará una interpretación amplia a las normas que protegen el 
medio ambiente, o permiten el disfrute del derecho al medio ambiente. Por contera, las 
normas que limitan el medio ambiente o el ejercicio del referido derecho, se debe 
interpretar de manera restrictiva. (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, M.P.:Jesús María Carrillo Ballesteros, Acción de 
Cumplimiento 1235 del 8 de agosto de 2003, Demandante: Edna Liliana Gutiérrez, 
Demandado: CVC). 
 
 
 
 
                                                             
104 Ibd. Pág. 233. 
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4.3. AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS EN MATERIA AMBIENTAL. 
 
El parágrafo del ya mencionado art. 4 de la Ley 99 de 1993 consagra la jerarquía de 
autoridades administrativas ambientales, que tienen como principal función la protección, 
conservación y uso del medio ambiente. 
 
PARÁGRAFO. Para todos los efectos la jerarquía en el Sistema Nacional 
Ambiental, SINA, seguirá el siguiente orden descendente: Ministerio del Medio 
Ambiente, Corporaciones Autónomas Regionales, Departamentos y Distritos o 
municipios. 
 
 
4.3.1. El Ministerio del Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible. 
 
El actual Ministerio del Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible fue creado en el año de 
1993 a través de la ley 99.  A este organismo de carácter principal dentro de la estructura 
del Estado colombiano, se le dio una organización básica: el cargo del titular, un 
viceministerio, cuatro oficinas, la secretaria general, cinco direcciones, quince 
subdirecciones, la unidad administrativa especial del sistema de parques nacionales y dos 
fondos, la cual se encuentra complementada con la adscripción y vinculación de 5 entidades 
a saber: el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (Ideam); el 
Instituto de Investigaciones Marinas y Costera “José Benito Vives de Andreis” (Invemar); 
el Instituto de Investigaciones de Recursos Biológicos “Alexander Von Humboldt”; el 
Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas (Sinchi); y el Instituto de 
Investigaciones Ambientales del Pacifico “John Von Neumann”.105 
 
En cuanto a las funciones en cabeza del Ministerio del Medio Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, se tienen, ser el organismo rector del Sistema Nacional Ambiental, “tiene a su 
cargo la dirección general sobre el medio ambiente, debe señalar las directrices del Sistema 
                                                             
105 OSORIO, Álvaro. “La función administrativa de protección del medio ambiente”. Edit. Universidad 
Externado de Colombia. P. 26. 
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Nacional, formula la política nacional a través de los planes de desarrollo, es coordinador 
del sistema, armoniza al sistema nacional”106.  A la vez el art. 5º de la ley 99 de 1993 da la 
facultad al ministerio de expedir normas ambientales; la relación con otras entidades del 
Estado, para la estructuración de criterios ambientales incorporados en todos los programas 
y proyectos de las agencias estatales; goza además de facultad sancionatoria; administra los 
parques nacionales naturales.
107
-
108
 
 
El Ministerio del Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, debe ejercer la coordinación de 
la gestión ambiental que les compete realizar o que realizan las instituciones públicas y 
privadas integrantes del Sistema Nacional Ambiental –SINA- o relacionadas con él. Su 
labor, resultado de las políticas y regulaciones dictadas por el Consejo Nacional Ambiental, 
debe dirigirse a facilitar la aplicación concreta de lineamientos y normas, utilizando 
mecanismos de concertación en todos los ámbitos de la gestión pública y privada
109
. 
 
Así mismo, debe ser el responsable y el coordinador del Sistema de Información Ambiental 
y del Sistema Nacional de Investigación Ambiental, garantizando que ellos involucren a 
todas las instancias del SINA en el ámbito regional y local y que estén a su servicio
110
. 
 
 
4.3.2. Corporaciones Autónomas Regionales. 
 
La Corporaciones Autónomas Regionales a contrario sensu del Inderena se consideraron 
eficientes por el legislador del año de 1993, al estar inmersas no sólo en el aspecto 
conservacionista de los recursos naturales, sino también en el concepto de desarrollo 
                                                             
106 GONZALEZ VILLA, Julio Enrique. “Derecho Ambiental Colombiano- Parte General” Tomo I, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2006, Pág: 246. 
107 Ibd, 270. 
108 OSORIO, Álvaro. “La función administrativa de protección del medio ambiente”. Edit. Universidad 
Externado de Colombia. Pág: 26. 
109 LÓPEZ DÁVILA, Carlos Eduardo y otro. “Una nueva organización del SINA”. En: Manual del Sistema 
Nacional Ambiental. Ediciones librería del Profesional. Bogotá D.C, Colombia. Edición 2.003. Pág. 237. 
110 Ibd. 
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sostenible que como se dijo anteriormente se instituye en la figura ambiental más 
importante a finales de siglo XX y comienzos del XXI.
111
 
 
“Se recuerda que estas entidades fueron creadas jurisdiccionalmente bajo el concepto de 
cuenca y su centro de atención fue entonces un río, así: la Corporación Autónoma Regional 
de Cundinamarca tenía como foco de atención la cuenca de los ríos Bogotá y Suárez; la 
Corporación Autónoma Regional del Sinú tenía como centro al río Sinú…”112 
 
González Villa comenta el gran error de la ley 99 de 1993, pues creó corporaciones 
autónomas regionales olvidando el concepto que provocaban su existencia: la cuenca. “… 
Donde no existían corporaciones las creó, pero asignándoles jurisdicción dentro de los 
límites tradicionales que separaban los departamentos, que en la mayoría de los casos eran 
ríos, es decir, olvidó la ley 99 de 1993 el origen de las corporaciones, se desinteresó del 
concepto de cuenca como razón de ser y replicó los límites territoriales departamentales”113 
 
El art. 23 de la ley 99 del 93 consagra que la Corporaciones Autónomas Regionales son 
entes integrados por las entidades territoriales que por sus características constituyen 
geográficamente un mismo sistema natural o ecosistemas, facultados de autonomía 
administrativa, patrimonio propio y personería Jurídica.
114
 
 
La Corte Constitucional en sus fallos refiriéndose a las Corporaciones Autónomas 
Regionales ha expresado: “En lo que toca con las Corporaciones Autónomas Regionales, 
éstas se constituyen en entes corporativos de carácter público, con autonomía 
administrativa y financiera, patrimonio propio y personería jurídica, encargadas de 
administrar, dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales 
renovables para asegurar su desarrollo sostenible (art. 23). En el marco general de sus 
funciones, se les reconoce entonces como las máximas autoridades ambientales a nivel de 
                                                             
111 GONZALEZ VILLA, Julio Enrique. “Derecho Ambiental Colombiano- Parte General” Tomo I, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2006, Pág: 274 
112 Ibd. 
113Ibd. 
114 OSORIO, Álvaro. “La función administrativa de protección del medio ambiente”. Edit. Universidad 
Externado de Colombia. P. 28 
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sus respectivas jurisdicciones, asignándoles la labor de participar con los demás 
organismos y entes competentes en los respectivos procesos de planificación y 
ordenamiento territorial, con el propósito de que el factor ambiental sea tenido en cuenta 
frente a las decisiones que se adopten en tales procesos (art. 31). En la misma medida les 
corresponde a las corporaciones autorizar las concesiones, permisos, autorizaciones y 
licencias ambientales requeridas para el desarrollo y ejecución de cualquier actividad –
industrial, forestal, portuaria, de explotación y exploración, de obra, etc- que de acuerdo 
con la ley o los reglamentos pueda afectar el medio ambiente, alterar el normal desarrollo 
sostenible de los recursos naturales renovables o, en su defecto, introducir modificaciones 
notorias al paisaje. (arts. 31, 49 y 50).”115  
 
En lo que corresponde a sus funciones, las Corporaciones Autónomas Regionales y de 
Desarrollo Sostenible, tienen a su cargo por mandato legal la ejecución de las políticas, 
programas, proyectos sobre el medio ambiente y los recursos naturales, “ así como dar 
cumplida y oportuna aplicación a las disposiciones legales vigentes sobre su disposición, 
administración, manejo y aprovechamiento (del medio ambiente), conforme a las 
regulaciones, pautas y directrices que expida el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial.”116 Álvaro Osorio Sierra menciona que con la existencia de dichas 
autoridades ambientales, se da fiel cumplimiento al principio general de la política 
ambiental colombiana: “el manejo ambiental del país, conforme a la Constitución Política, 
será descentralizado, democrático y participativo.”117  
 
4.3.3. Los Departamentos y los Municipios. 
 
Dentro del ordenamiento jurídico colombiano se reconocen como entidades 
descentralizadas territorialmente a partir de la lectura del art. 286 constitucional a los 
departamentos, distritos, municipios, territorios indígenas, regiones y provincias. 
                                                             
115 Corte Constitucional. Sentencia C-431 de 2000 Magistrado Ponente Vladimiro Naranjo Mesa. 
116 OSORIO, Álvaro. “La función administrativa de protección del medio ambiente”. Edit. Universidad 
Externado de Colombia. P. 28 
117 Ibd. 
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En tratándose de  los departamentos y municipios, promulga el tratadista Julio E. González 
Villa que dentro de estas entidades descentralizadas son sólo dos entes los que se pueden 
expresar en materia ambiental, “los cuerpos colegiados, que tienen una clara competencia 
constitucional para expedir normas generales, y los voceros de dichos entes que son los 
gobernadores y alcaldes.  Estos últimos tienen una competencia clara constitucional cuando 
los cuerpos colegiados expiden las normas ambientales generales que consideren 
pertinentes, pues tienen la facultad constitucional reglamentaria. Es decir, expedida una 
Ordenanza o un Acuerdo de naturaleza ambiental, corresponde a los gobernadores y 
alcaldes expedir los correspondientes decretos para darles cumplida ejecución.”118 
 
Los artículos 300º Numeral 2º y 313º numeral 9º de la Constitución Política colombiana, 
consagran la obligación de las Asambleas, los Concejos municipales y distritales, de dictar 
normas que propendan por el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y 
cultural.  Los territorios indígenas tienen las mismas funciones y deberes definidos para los 
municipios en materia ambiental, la explotación de los recursos naturales en los territorios 
indígenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las 
comunidades indígenas.  En las decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, el 
gobierno propiciará la participación de los representantes de las respectivas 
comunidades
119
. 
 
En sentencia de constitucionalidad C-431 de 2000 Magistrado Ponente Vladimiro Naranjo 
Mesa el Alto Tribunal constitucional explicitó: “La defensa del medio ambiente constituye 
un objetivo de principio dentro de la actual estructura de nuestro Estado Social de 
Derecho. En cuanto hace parte del entorno vital del hombre, indispensable para su 
supervivencia y la de las generaciones futuras, el medio ambiente se encuentra al amparo 
de lo que la jurisprudencia ha denominado "Constitución ecológica", conformada por el 
conjunto de disposiciones superiores que fijan los presupuestos a partir de los cuales 
                                                             
118 GONZALEZ VILLA, Julio Enrique. “Derecho Ambiental Colombiano- Parte General” Tomo I, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2006, p. 310. 
119 LÓPEZ DÁVILA, Carlos Eduardo y otro. “Instituciones, normas y jurisprudencias”. En: Manual del Sistema 
Nacional Ambiental. Ediciones librería del Profesional. Bogotá D.C, Colombia. Edición 2.003. Pág. 286. 
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deben regularse las relaciones de la comunidad con la naturaleza y que, en gran medida, 
propugnan por su conservación y protección.” 
 
El departamento no puede sustraerse de esta obligación. Ya la Corte Constitucional en 
sentencias C-517 de 1992, C-354 de 1996, C-535 de 1996, C-221 de 1997, C-596 de 1998, 
recuerda incesantemente el principio de concurrencia de competencias, de manera que 
para su eficaz protección todas las autoridades de los más diversos niveles deben 
participar en lo que atañe a su deber de preservación.” 
 
Se desprende del anterior aparte jurisprudencial la obligación medio ambiental que deberá 
cumplir el departamento y de manera extensiva el municipio como entidad fundamental de 
la división político-administrativa del Estado.  En cabeza de dichas autoridades territoriales 
se ubican diversas funciones ambientales todas pretendiendo un solo fin: la conservación de 
los recursos naturales renovables. 
 
En desarrollo de dicho deber constitucional que recae sobre los departamentos, el art. 64 de 
la ley 99 de 1993 “asigna a los departamentos, además de las funciones que les sean 
delegadas por la ley, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o las 
corporaciones autónomas regionales, otras relacionadas con la promoción y ejecución de 
programas y políticas nacionales, regionales y sectoriales en relación con el medio 
ambiente y los recursos naturales renovables;”120 
 
En cuanto al Sistema Nacional Ambiental, determina que es un conglomerado de 
principios, valores, recursos, normas, actividades, instituciones con el objetivo de cumplir 
los principios consagrados en la ley 99 de 1993; su estructura es la siguiente: Ministerio del 
Medio Ambiente, las corporaciones autónomas regionales, los departamentos, los distritos 
o municipios.
121
 
 
                                                             
120 OSORIO, Álvaro. “La función administrativa de protección del medio ambiente”. Edit. Universidad 
Externado de Colombia. P. 35. 
121 Ibd. 
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Las entidades descentralizadas territorialmente como los departamentos, municipios y 
distritos, cuentan no solo a nivel legal con competencias ambientales, sino de manera 
concurrente la propia Constitución establece ciertos deberes y obligaciones teniendo como 
titulares a las mismas. Los municipios por ejemplo, según el art. 313º numeral 9º  
constitucional, determina que corresponde a los concejos municipales (cuya naturaleza 
radica en ser corporaciones administrativas de elección popular) dictar normas para la 
conservación, el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural de 
las municipalidades.
122
 
 
Álvaro Osorio Sierra, comentando el art. 65 de la ley 99 de 1993 declara que la ley asigna 
funciones específicas a los municipios y distritos, diferentes a las que le sean delegadas por 
la ley o por las autoridades.  Estas se refieren a la promoción y ejecución de programas y 
políticas nacionales, regionales, así como  la elaboración de programas y proyectos 
ambientales”123. Pero, al margen de esas funciones de planificación y control que 
constituyen una actividad propia de la administración local, en la misma disposición (art. 
65 ley 99 de 1993) se observan claras manifestaciones de las competencias concurrentes 
para proteger el ambiente dentro de las jurisdicciones municipales; ejercer, por medio del 
alcalde como primera autoridad de policía y en coordinación con las demás entidades del 
Sistema Nacional Ambiental, con sujeción a la distribución legal de competencias, 
funciones de control y vigilancia del medio ambiente y los recursos naturales, para asegurar 
el cumplimiento de los deberes del Estado y de los particulares en materia ambiental y de 
proteger el derecho constitucional a disfrutar de un ambiente sano”124. 
 
Existen dos clases de facultades policivas de los departamentos y los municipios. La 
primera, la facultad sancionatoria, la segunda, la facultad de expedir normas.
125
 
 
                                                             
122 Ibd, 39 
123 Ibd, 40 
124 Ibd. 
125 GONZALEZ VILLA, Julio Enrique. “Derecho Ambiental Colombiano- Parte General” Tomo I, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2006, p. 312 
71 
 
En cuanto a la primera, el artículo 83 de la ley 99 de 1993, da la competencia legal a los 
alcaldes y gobernadores de imponer sanciones de carácter ambiental y de ejecutarlas. En 
cuanto a la segunda, ésta se verá sujeta a los principios consagrados en el art. 63 de dicha 
ley, a saber: Principio de Armonía Regional, Principio de Gradación Normativa y el 
Principio de Rigor subsidiario.
126
 
 
a) Principio de Armonía Regional. 
 
Este principio trae consigo la advertencia a las entidades descentralizadas con la finalidad 
de mantener la unidad ambiental, el reconocimiento de normas de carácter superior que 
buscan la armonía ambiental dentro de todo el territorio nacional.
127
 
 
b) Principio de Gradación Normativa. 
 
Este principio hace referencia a la existencia dentro de la función administrativa que tiende 
a la protección, conservación, uso racional del ambiente de entes jerárquicamente 
superiores. Su fundamento legal se puede encontrar en el parágrafo del art. 4 de  la ley 99 
de 1993, que estipula como autoridades administrativas ambientales organizadas 
jerárquicamente al Ministerio del Medio Ambiente y del Desarrollo Sostenible, la 
Corporación Autónoma Regional –CAR-, los departamentos, distritos y municipios 
respectivamente. 
 
c) Principio del Rigor Subsidiario. 
 
Es conveniente replicar un aparte de la sentencia de constitucionalidad C-535 de 1996, 
Magistrado Ponente Alejandro Martínez Caballero: “En el campo ecológico, tal y como lo 
ha señalado la doctrina y lo ha recogido el artículo 63 de la Ley 99 de 1993, rige entonces 
un principio de rigor subsidiario (CP art. 288), según el cual las normas nacionales de 
policía ambiental, que limitan libertades para preservar o restaurar el medio ambiente, o 
                                                             
126 Ibd. Pág. 313 
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que por tales razones exijan licencias o permisos para determinadas actividades, pueden 
hacerse más rigurosas, pero no más flexibles, por las autoridades competentes de los 
niveles territoriales inferiores, por cuanto las circunstancias locales pueden justificar una 
normatividad más exigente. En el caso del patrimonio ecológico local, este principio es 
aún más claro, pues al ser una competencia propia de los concejos municipales y los 
territorios indígenas, su potestad reglamentaria no puede ser limitada por la ley, al punto 
de vaciarla de contenido, por cuanto el Congreso desconocería la garantía institucional de 
la autonomía territorial. Pero sí puede la ley dictar aquella normatividad básica 
indispensable a la protección del patrimonio ecológico en todo el territorio nacional.” 
Por tanto los municipios y departamentos, sólo cuando las circunstancias así lo ameriten, 
podrán expedir normatividad ambiental siendo siempre más rigurosas que las normas ya 
dictadas por entidades jerárquicamente superiores.
128
 
 
 
4.4. LOS GRANDES CENTROS URBANOS. 
 
Como consecuencia de la acelerada industrialización y mercantilización de los centros 
urbanos, se ha vivido el desplazamiento de la población rural y de pequeños municipios con 
el ánimo de buscar mejores posibilidades de vida, lo cual ha llevado a un acelerado proceso 
de concentración de población en las ciudades.
129
 
 
La ley 99 de 1993 en su artículo 66, autoriza a los municipios, distritos y áreas 
metropolitanas con población urbana igual o superior a un millón de habitantes a ejercer 
dentro del perímetro urbano, las mismas funciones atribuidas a las Corporaciones 
Autónomas Regionales.
130
 
 
                                                             
128 GONZALEZ VILLA, Julio Enrique. “Derecho Ambiental Colombiano- Parte General” Tomo I, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2006, p. 315 
129 OSORIO, Álvaro. “La función administrativa de protección del medio ambiente”. Edit. Universidad 
Externado de Colombia. P. 45 
130 Ibd. Pág. 46. 
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Al igual, mediante la expedición de  la Ley 768 de 2002 “Por la cual se adopta el Régimen 
Político, Administrativo y Fiscal de los Distritos Portuario e Industrial de Barranquilla, 
Turístico y Cultural de Cartagena de Indias y Turístico, Cultural e Histórico de Santa 
Marta”, en el título IV del “Régimen Especial para el Fomento, Conservación y 
Aprovechamiento de los Bienes y Recursos para el Desarrollo Industrial, Portuario, 
Turístico y Cultural de los Distritos de Barranquilla, Cartagena de Indias y Santa Marta, en 
el capítulo II “Del Manejo y Aprovechamiento de los Recursos Naturales y el Medio 
Ambiente”, en su artículo 13º  señala las competencias ambientales de estos distritos, 
autorizándolos a ejercer las mismas funciones atribuidas a las Corporaciones Autónomas 
Regionales en lo que fuere aplicable al medio ambiente urbano, en los mismos términos del 
artículo 66 de la Ley 99 de 1993, que expresa lo siguiente: 
 
ARTICULO 66. Competencias de Grandes Centros Urbanos. Los municipios, 
distritos o áreas metropolitanas cuya población urbana fuere igual o superior a un 
millón de habitantes (1.000.000) ejercerán dentro del perímetro urbano las mismas 
funciones atribuidas a las Corporaciones Autónomas Regionales, en lo que fuere 
aplicable al medio ambiente urbano. Además de las licencias ambientales, 
concesiones, permisos y autorizaciones que les corresponda otorgar para el 
ejercicio de actividades o la ejecución de obras dentro del territorio de su 
jurisdicción, las autoridades municipales, distritales o metropolitanas tendrán la 
responsabilidad de efectuar el control de vertimientos y emisiones contaminantes, 
disposición de desechos sólidos y de residuos tóxicos y peligrosos, dictar las 
medidas de corrección o mitigación de daños ambientales y adelantar proyectos 
de saneamiento y descontaminación.  
 
Los municipios, distritos o áreas metropolitanas de que trata el presente artículo 
asumirán ante las Corporaciones Autónomas Regionales la obligación de trasferir 
el 50% del recaudo de las tasas retributivas o compensatorias causadas dentro del 
perímetro urbano y de servicios, por el vertimiento de afluentes contaminantes 
conducidos por la red de servicios públicos y arrojados fuera de dicho perímetro, 
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según el grado de materias contaminantes no eliminadas con que se haga el 
vertimiento. 
 
De esta forma se afronta dicha problemática de conglomeración que viven las ciudades 
colombianas en el presente, y que se alimenta cada día más de la violencia en nuestros 
campos que obligan a sus habitantes a desalojar su territorio y movilizarse hacia sectores 
urbanos, trayendo consigo la ampliación de la brecha ente desposeídos y poseedores en los 
grandes centros urbanos en Colombia. 
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5. DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL 
 
La responsabilidad es la consecuencia jurídica de quien ha desplegado una conducta ilícita 
con la cual se ha  causado un daño a un tercero, de indemnizar los perjuicios
131
 producidos 
al mismo.
132
 
 
Son innumerables los doctrinantes que han definido el concepto de la responsabilidad. Para 
los hermanos Mazeaud, “toda definición de responsabilidad, supone la presencia de dos 
personas en conflicto.  Digamos entonces que una persona es responsable cada vez que 
deba reparar un daño, ya que el término reparar implica que el perjuicio no es 
experimentado o sufrido por su autor”133. Por su parte Peirano Facio preceptúa la 
existencia de responsabilidad “…cada vez que un sujeto está obligado a reparar el daño 
sufrido por otro.”134 Hinestrosa Forero haciendo referencia al tratadista italiano R. 
Scognamiglio expone en cuanto a la responsabilidad “el concepto de responsabilidad 
expresa en una síntesis unitaria la idea del sometimiento del agente a las consecuencias 
desfavorables de su propia conducta”135. 
                                                             
131 El profesor Juan Carlos Henao Pérez en su texto “El Daño. Análisis comparativo de la responsabilidad 
extracontractual del Estado en derecho colombiano y francés. P. 77. 1998” dedica un espacio a  la diferencia 
entre los conceptos  de daño y perjuicio, haciendo mención al Tratadista Francés Francis-Paul Bénoit. “el 
profesor Bénoit aporto algunos elementos que se encargaron de definirlo, al afirmar: “…el daño es un 
hecho: es toda afrenta a la integridad de una cosa, de una persona, de una actividad, o de una situación […] 
el perjuicio lo constituye el conjunto de elementos que aparecen como las diversas consecuencias que se 
derivan del daño para la victima del mismo. Mientras el daño es un hecho que se constata, el perjuicio es, al 
contrario, una noción subjetiva apreciada en relación con una persona determinada.”  
132 TAMAYO JARAMILLO, Javier. “Tratado de  Responsabilidad Civil” Tomo I, Bogotá, Edit. Legis, 2010, p. 8. 
133 Citado por Sergio Casas en su artículo “Responsabilidad por daños al medio ambiente”. En lecturas sobre 
derecho del medio ambiente .Tomo III. 2002. Bogotá, Universidad Externado de Colombia, P. 136 
134 Ibd. 
135 HINESTROSA FORERO, Fernando. “Tratado de las Obligaciones”.  Bogotá, Universidad Externado de 
Colombia, 2002. P. 72 
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De esta manera, la responsabilidad encuentra su soporte en la obligación que recae sobre el 
sujeto agente de la conducta ilícita en favor de quien ha sufrido un daño con motivo de este 
actuar. 
 
“La institución de la responsabilidad constituye un tema de gran relevancia en el campo del 
derecho; esto se debe a su estrecho vínculo con el desarrollo mismo de la sociedad. Su 
evolución va aparejada con los problemas consustanciales a la vida del hombre. El vivir en 
comunidad implica el respeto mutuo entre los miembros que la integran […] Pero cuando 
se exceden esos límites y se afectan intereses ajenos se debe resarcir y compensar los daños 
causados, consecuencia que se deriva del deber jurídico y moral inherente a toda la 
sociedad.”136 
 
La responsabilidad entonces, como institución jurídica del ordenamiento, cumple la función 
de viabilizar las vidas de los asociados al ofrecer mecanismos de solución a las 
problemáticas que se presenten dentro del devenir propio de los grupos sociales. De esta 
forma la responsabilidad, se constituye en aquella figura jurídica que anula o rectifica las 
pérdidas injustas
137
 sufridas por la víctima, garantizando así la convivencia y armonía 
dentro de las diversas sociedades.  
 
Así las cosas, el fundamento filosófico de la responsabilidad civil se entronaría en el 
concepto de justicia correctiva. “…la justicia correctiva articula el núcleo estructural y 
sustantivo de la responsabilidad extracontractual.”138  
 
Es de anotar, como lo afirma Jules L. Coleman en “Riesgos y daños”, que la justicia 
correctiva podrá ser vista desde dos ángulos diferentes: i) la justicia correctiva en su 
concepción relacional, que hace referencia al origen de la relación entre víctima y 
victimario; en palabras de Coleman “En la visión relacional, la justicia correctiva exige que 
los injustos sean anulados imponiendo sobre quien conculca el derecho deber de 
                                                             
136 CASAS, Sergio. “Responsabilidad por daños al medio ambiente”. En lecturas sobre derecho del medio 
ambiente .Tomo III. 2002. Bogotá, Universidad Externado de Colombia, P. 136 
137COLEMAN, Jules L. “Riesgos y daños”. Madrid, Edit. Marcial Pons. 2010, p.313 
138 Ibd, 310 
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repararlos”.139 En segundo lugar, la justicia correctiva analizada desde su concepción 
anuladora determina “…el deber de reparar los injustos que uno realiza”.140 
 
De allí la definición que el profesor de Yale Law School emite de responsabilidad “En el 
núcleo de la responsabilidad extracontractual se encuentra la práctica que consiste en 
responsabilizar a las personas por las perdidas injustas que su conducta ha ocasionado”141. 
Por tanto, la responsabilidad adquiere un objetivo moral dentro de las sociedades, al 
imponer obligaciones en contra de aquellos individuos a  los cuales es posible imputarles 
una actuación respecto de las normas que conforman el orden jurídico.  
 
Es tanto así que desde la época de los romanos “Cuando una persona causa sin derecho un 
perjuicio a otra atacando su propiedad, la equidad quiere que haya reparación en provecho 
de la víctima […] Disposiciones especiales se dictaron primero para los daños más 
frecuentes y mas graves. Después, el pretor, por extensiones sucesivas ha ensanchado el 
derecho civil y permitido la reparación del perjuicio causado fuera de las condiciones 
fijadas por la ley.”142Se denominaron a estos quasi ex delicto, dando a entender que no se 
trataba de delitos privados pertenecientes al derecho civil, sino de extensiones 
interpretativas de los mismos, que permitían albergar nuevos sucesos que ocurrían en la 
urbe romana a medida que esta se expandía. Como ejemplo se traen a colación la effusis et 
dejectis, acción pretoriana que permitía a la persona que había sido dañada en su cuerpo o 
en sus bienes por objetos sólidos o líquidos arrojados desde inmuebles en aquellas zonas 
donde es frecuente el tránsito, de iniciar dicha acción en contra del dueño o habitante 
principal del bien cuando se tenía certeza de que este o sus dependientes habían causado 
dicho perjuicio.
143
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A su vez se estipuló la acción positum et suspensum, concedida en contra de quien colgaba 
o suspendía un objeto de un inmueble que podría causar daño.
144
En este suceso, se 
castigaba esa amenazaba que inculcaba la suspensión de objetos, como riesgo inminente en 
contra de los ciudadanos romanos. 
 
La responsabilidad civil entonces, se instituye como el alivio de aquellos que sufren daños 
al poder solicitar reparación o indemnización plena del agente dañador. Pero no podemos 
circunscribir solo y únicamente a la responsabilidad como aquella figura reparadora del 
daño. La responsabilidad también cumple una función preventiva. 
 
“En primer lugar encontramos que en la responsabilidad subyace una función preventiva: es 
este el ideal, mucho más cuando se trata de elementos de la naturaleza donde en algunos 
casos el daño causado produce un deterioro tal que su reparación resulta una labor 
imposible.”145 
 
Utilizando teorías y conceptos del derecho penal, podríamos ahondar un poco más acerca 
de la función de prevención que cumple la responsabilidad. En contravía de las teorías 
absolutistas  de los fines de la pena que declaran su función  realizadora de la justicia y por 
tanto alejadas de la consecución de algún fin
146
que someta al ser humano como instrumento 
del beneficio de otros, se consagra la corriente de la Teoría relativa de la función de la pena 
que establece como finalidad relevante del castigo la prevención general y especial que 
puede causar. 
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“Al ver la pena como la amenaza de un mal, su fin es intimidar a los individuos que se 
pudieren inclinar por el camino del delito. Ello se trata de obtener por medio de la 
ejemplaridad en la ejecución del respectivo castigo y se ha justificado desde el punto de 
vista político criminal porque la amenaza de la pena es considerada como un medio 
imprescindible de encauzar conductas.”147 
 
Expandiendo dicha tesis al campo de la responsabilidad civil, podríamos asegurar que la 
responsabilidad desarrolla de manera adecuada la función de prevención que se establece 
en cabeza de esta. Los individuos al conocer las obligaciones que se asumen  como 
consecuencia de la declaratoria de responsabilidad, actuarán de tal forma que sus 
actuaciones no agravien ni el cuerpo, ni los bienes, ni la vida de un determinado sujeto. 
 
“Lo que se busca es que el contaminador potencial entienda que es mucho más rentable 
económicamente adoptar medidas preventivas que indemnizar por la causación del 
daño.”148 
 
 
5.1.  ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL.  
 
“Holmes adopta la visión según la cual las pérdidas deberían recaer sobre las víctimas, a 
menos que exista alguna poderosa razón para trasladarlas a otra persona. Denominemos 
regla inicial de responsabilidad a este principio […] Las reglas de responsabilidad 
especifican las condiciones que la víctima debe satisfacer para que su pérdida pase a ser 
responsabilidad de otra persona, con frecuencia el agente dañador, pero no siempre”149 
Como requisitos, exigencias o elementos para trasladar los perjuicios sufridos por la 
víctima, en palabras de Coleman, al sujeto dañador, se establecen: i) Daño; ii) Nexo de 
Causalidad iii) conducta activa o pasiva del demandado. 
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En el mismo sentido, Juan Carlos Henao Pérez en su libro El Daño, explicita que la 
jurisprudencia en mayor medida anterior a la carta fundamental del 91 ha sostenido con 
insistencia que para que se declare la responsabilidad deben presentarse de manera 
concurrente una acción u omisión, un daño y una relación de causalidad entre uno y otro. 
Los anteriores, elementos tradicionales de la responsabilidad.
150
 
 
 
5.1.1. Daño. 
 
Cuando se estudia el concepto de daño como elemento integrante de la responsabilidad, es 
importante mencionar las muchas definiciones que se le han dado al mismo. Adriano de 
Cupis, lo denota como: “daño no significa más que nocimiento o perjuicio, es decir, 
aminoración o alteración de una situación favorable”151. Para Javier Tamayo Jaramillo, 
“daño civil indemnizable es el menoscabo a las facultades jurídicas que tiene una persona 
para disfrutar un bien patrimonial o extrapatrimonial”152.  Escobar Gil, dice “en el lenguaje 
corriente la expresión “daño” significa todo detrimento, menoscabo o perjuicio que a 
consecuencia de un acontecimiento determinado experimenta una persona en sus bienes 
espirituales, corporales o patrimoniales, sin importar que la causa sea un hecho humano 
inferido por la propia víctima o por un tercero, o que la causa sea un hecho de la 
naturaleza”153-154 
 
El daño es el primer elemento de la responsabilidad. De no estar presente el mismo, se 
torna innecesario el estudio de esta, en el entendido de que si nadie ha sido dañado, 
existiendo acción u omisión del agente, no existirá de suyo responsabilidad.
155
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Henao reproduciendo las palabras del tratadista francés Chapus considera “la ausencia del 
perjuicio es suficiente para hacer vano cualquier intento de  comprometer la 
responsabilidad del Estado”156. 
 
Téngase en cuenta que el daño es requisito necesario para la declaratoria de la 
responsabilidad, pero “Sin embrago, en ocasiones a pesar de existir daño no procede 
declarar la responsabilidad. Esto por cuanto el daño es requisito indispensable pero no 
suficiente para que se declare la responsabilidad”.157 
 
 
5.1.1.1.  Condiciones de Existencia del Daño. 
 
Estudiar las condiciones de existencia del daño significa analizar los requisitos para que el 
daño exista
158
. Como elementos determinantes de la existencia del daño se tienen: i) el 
carácter personal y ii) el carácter cierto del daño. 
 
i) El carácter personal del daño 
 
Se entiende el carácter personal del daño como “Que el perjuicio sea sufrido por 
la persona que solicita reparación”159, sin que el juez deba solicitar requisitos 
adicionales. 
 
Sin embargo, la anterior tesis no fue aceptada de manera unívoca en los primeros tiempos 
del siglo XX. El profesor Henao en su ya reseñado libro, comenta como “Para la 
jurisprudencia francesa una persona sufría personalmente un perjuicio cuando había sido 
víctima de la violación de un derecho o de una situación jurídicamente protegida o legítima, 
radicado en su cabeza”.160De esta forma, el entendimiento actual del carácter personal del 
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daño, en cuanto sufrimiento recaído en la persona que solicita la reparación o 
indemnización, se acompañó de la titularidad de un derecho o de una situación jurídica 
protegida.  
 
“El fallo Savelli muestra una posición similar. Al analizar el perjuicio causado al 
demandante por la muerte de su concubina, el juez francés consideró “que es cierto que el 
demandante y la señora Caminatti vivían juntos para la época de la muerte de esta última, 
pero que no eran casados”, y niega la indemnización al demandante puesto que “no se 
encontraba frente a una situación jurídicamente protegida”161. 
 
El Consejo de Estado francés, para justificar dicha posición, recurrió a la interpretación 
extensiva de las obligaciones alimentarias, considerando, que el demandante que tuviese la 
oportunidad de solicitar alimentos al perecido o al inválido, tenía el derecho de peticionar 
resarcimiento del perjuicio.
162
 
 
Finalmente esta posición es superada tanto en derecho francés como en derecho 
colombiano, y se abre paso la teoría tal cual se conoce hoy, es decir, el carácter personal del 
daño se circunscribe al interés legítimo de la persona que solicita o requiere indemnización, 
al ser esta perjudicada por el hecho ilícito. “A partir del fallo Lassalle-Barrere, el profesor 
Morange enuncia claramente el carácter personal del perjuicio, en relación con los 
perjuicios causados a terceros por la muerte de una persona. En lo que nos interesa, afirma: 
“la nueva regla jurisprudencial se define simplemente: puede solicitarse indemnización por 
el hecho de la muerte o de la invalidez de un tercero, cuando el demandante pruebe que el 
deceso o la invalidez le causa un perjuicio persona, sin importar los nexos de parentesco 
con la víctima”163. 
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ii) El carácter cierto del perjuicio 
 
En cuanto al carácter cierto del daño, este hace referencia a que el daño exista y lesione o 
cause perjuicios en el patrimonio de una persona. Juan Carlos Henao mencionando a 
Chapus explicita “ las jurisdicciones han planteado el principio según el cual el perjuicio 
cierto […] es el perjuicio actual o el futuro, a diferencia del eventual”164. 
 
La existencia del perjuicio se entiende sin importar si este es pasado o futuro. Téngase en 
cuenta que además de los daños causados de manera consumada sobre el patrimonio de las 
personas (pasados), los daños también podrán existir hacía el futuro, como por ejemplo, 
cuando en un accidente de tránsito se avería el vehículo del conductor que al día siguiente 
tenía la obligación de transportar pasajeros en el desarrollo de un contrato. En este caso el 
perjuicio se extiende hacía el futuro “aparezca como la prolongación cierta y directa de un 
estado de cosas actual”165  
 
 
5.1.2.  Conducta pasiva o activa del demandado. 
 
Tomando como punto de partida la tesis del tratadista Javier Tamayo Jaramillo frente a la 
conveniencia del uso del término: conducta a sensu contrario de hecho o culpa.  
 
Frente al concepto de culpa expresa el mencionado tratadista, la imprecisión de utilizar 
dicha noción por cuanto en materia de responsabilidad civil existen diferentes instituciones 
en las cuales es posible declararla, sin necesidad de probar culpa. Son todos los casos de 
responsabilidad objetiva en los cuales no es necesario el establecimiento y la probanza de la 
culpa con la cual actuó el agente dañador, sino simplemente la conducta dañosa del 
mismo.
166
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En tratándose del concepto de hecho, explicita Tamayo Jaramillo, que el anterior se 
encuentra constituido por la conducta, en cuanto la misma causa un daño.
167
 
 
Dicho lo anterior, la conducta del agente o sus dependientes podrá ser: activa u omisiva. Se 
entiende por conducta activa, aquella conducta en la cual el sujeto con su comportamiento 
crea todos los mecanismos físicos para que la mutación del mundo exterior se produzca.
168
 
 
La conducta omisiva hace relación a la inactividad en el actuar del sujeto dañador en orden 
a una función que le es propia
169
.  
 
 
5.1.3. Relación de Causalidad (Imputación Objetiva). 
 
“La causalidad es un tema especialmente debatido tanto en la filosofía como en las ciencias 
naturales y sociales. A pesar de que en la física cuántica y con la aplicación de la teoría de 
la relatividad de EINSTEIN se ha limitado muchísimo el concepto de causalidad, pues se 
prefiere  trabajar con leyes estadísticas, ello no significa que los juristas no puedan confiar 
en las leyes causales que rigen el curso de la vida cotidiana.”170 
 
La relación de causalidad es un tema prestado del mundo de las ciencias naturales 
transferido al mundo de las ciencias jurídicas.
171”Con ella se expresa una conexión 
necesaria entre un antecedente (causa) y un consiguiente (efecto).”172 
 
Claudia López Díaz en su obra “Introducción a la imputación objetiva” comenta como por 
regla general en la mayoría de los casos la causa se encuentra conformada por diversos 
                                                             
167 Ibd. 
168 Ibd, 190 
169 VARIOS AUTORES. HUTCHINSON, Tomás  “Daño Ambiental”. Tomo I. “La Responsabilidad Estatal por 
Omisión en cuestiones Ambientales”. Bogotá. Edit. Universidad Externado de Colombia, 2007, p 70  
170 LÓPEZ DÍAZ, Claudia. “Introducción a la imputación objetiva”. Edit. Universidad Externado de Colombia- 
Centro de Investigación en Filosofía y Derecho, Bogotá, 2004, p 24. 
171 Ibd, 25 
172 Ibd. 
85 
 
hechos o fenómenos, siendo necesario para el jurista analizar “qué papel desempeña en el 
complejo causal, un acto humano que se inserta en los antecedentes del resultado”.173 
 
Referimos de manera precedente el préstamo que de las ciencias naturales hizo la ciencia 
del derecho al instituir como requisito sine qua non la relación de causalidad a la hora de 
declarar responsabilidad.  
 
El derecho comprendido como conjunto de normas reguladoras de la conducta humana, 
moldea los conceptos, definiciones y postulados traídos de otras ramas de estudio, las 
circunstancias y todas aquellas realidades, y como resultado latente cambia el curso natural 
de estas en el sistema jurídico. 
 
Ya el Dr. Fernando Hinestroza en su obra “Tratado de las Obligaciones I” haciendo 
referencia al estudio de la norma jurídica, analiza como esta se encuentra conformada por 
una proposición hipotética a la vez que  por una consecuencia jurídica
174
. De esta ultima 
preceptúa que difiere en muchos aspectos a la causalidad natural “en tanto que la 
consecuencia material obedece a fenómenos y leyes físicos permanentes e ineluctables, el 
efecto jurídico se funda en razones de política legislativa y en su ejecución, particular o 
jurisdiccional, pudiendo el orden legal alterar la propia causalidad natural, en el sentido de 
abstraer elementos suyos, disponerlos en orden distinto, valorarlos según su criterio, 
acomodándolos a las tradiciones de la comunidad y a las exigencias histórica, geográfica y 
políticamente condicionadas”.175  
 
Del mismo parecer es el profesor Tamayo Jaramillo “El concepto de causalidad jurídica no 
siempre concuerda con el de causalidad física. […] En efecto, causalidad jurídica significa 
que el hecho le es imputable jurídicamente al demandado. Ahora bien en no pocas 
oportunidades la causalidad física constituye al mismo tiempo causalidad jurídica. […] 
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Puede suceder que aunque haya causalidad física no haya, sin embargo, causalidad 
jurídica.”176 
 
La ciencia jurídica “como fenómeno de la fuerza y creación cultural esta mediado, entre sus 
postulados y consecuencias, por el fenómeno también creado y elaborado artificialmente de 
la imputación. Es decir, la consecuencia no proviene de una causalidad probable 
científicamente, sino de un artificio ideado por la voluntad humana y que se espera que 
suceda si el hecho se configura”177. 
 
Vista así las cosas en las circunstancias fácticas donde la institución de la responsabilidad 
requiere de un actuar del agente y por tanto una modificación del mundo exterior, el 
análisis del operador jurídico podrá ser escalonado en la determinación en primera medida 
de un nexo de causalidad entre la conducta desplegada y el daño, es decir entre la causa que 
generó o provocó el daño, y el daño mismo; para pasar más adelante a la valoración jurídica  
de la relación de causalidad física concretada a partir de reglas pre jurídicas, para saber si el 
nexo de causalidad es relevante a la hora de declarar responsabilidad.
178
   
 
“Una conducta sólo puede ser imputada, cuando ha creado un riesgo jurídicamente 
desaprobado que se concreta en la producción del resultado.”179 
 
 
5.2. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO (ADMINISTRACIÓN PÚBLICA). 
 
Las modernas administraciones públicas y por tanto su derecho regulador, el derecho 
administrativo, adquieren una nueva fundamentación alejada de las clásicas concepciones 
que equiparaban la función administrativa a la simple obediencia y ejecución de la ley
180
. 
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“Montesquieu, ideador del concepto clásico, limita el contexto de lo administrativo a la 
simple ejecución de la ley con el convencimiento de establecer a este poder un marco 
preciso, un límite claro para evitar su desmedido y arbitrario crecimiento en detrimento de 
la libertad.”181 
 
Las actuales administraciones públicas no encuentran sus funciones fijadas en la simple 
concretización de los postulados generales emitidos por el legislador, sino que acompañada 
a esta función tradicional de la rama ejecutiva del poder público, las Constituciones y las 
leyes ponen en cabeza de este poder la defensa de los principios generales del Estado Social 
y Democrático de Derecho, como la consecución de los fines y cometidos del Estado, para 
lo cual se faculta a las administraciones contemporáneas a realizar actuaciones en este 
sentido, sin que pueda pasarse de los límites fijados por el derecho en consonancia con el 
principio de legalidad
182
.  
 
“El concepto de administración pública, así entendido, estos, dinámico y teleológico, 
involucra el más claro y profundo compromiso de las instituciones, autoridades, servidores 
y particulares de entender y ejecutar las funciones, atribuciones o competencias propias de 
la administración pública en dirección a la satisfacción del interés general o comunitario, 
para lo cual cuenta con los medios y las prerrogativas de auto tutela necesarios.”183 
 
Luciano Parejo Alfonso en sus “Lecciones de derecho administrativo” indica la nueva 
realidad en la cual se encuentra el concepto de administración pública. Considera el 
importante administrativista español, que con el surgimiento del Estado Social y 
Democrático de Derecho, la administración debe cumplir un papel cada vez más activo en 
el logro de las metas estatales, llegándose incluso a reconocérsele en la modernidad 
funciones que antes se le reconocían a las otras ramas del poder público.  
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En contravía de lo que planteaba el anterior Estado Liberal de Derecho, este se constituye 
en Estado gestor de cuya constante acción prestacional precisa la sociedad para su buen 
funcionamiento. “Se trata, sin embargo, de un Estado teóricamente separado de la sociedad, 
en la medida en que aquel y esta se concibe como sistemas distintos, cada uno con límites 
bien definidos y con relaciones o puntos de contacto escasos y bien determinados. […] No 
interviene, pues, activamente en la organización y el funcionamiento del orden social, salvo 
para la prestación de algunos servicios públicos básicos.”184  
 
Este alcance inesperado de la administración pública, su intervención dentro del tráfico 
jurídico, su diversidad de funciones a la hora de alcanzar los fines del moderno Estado, 
lleva a la vez a constantes revaluaciones dentro de la rama pública del derecho.
185
  
 
 
5.2.1. Evolución de la responsabilidad patrimonial del Estado . 
 
La evolución de la responsabilidad patrimonial del Estado puede sintetizarse en las 
siguientes etapas: primero, se habla de la responsabilidad del funcionario público, 
existiendo de manera correlativa una irresponsabilidad patrimonial por parte del Estado 
como persona moral o jurídica de derecho público; más adelante se acepta la 
responsabilidad del Estado con fundamento en las normas del Código Civil Francés, al 
instituir la responsabilidad del mismo de manera indirecta con base en la culpa. La 
problemática presentada en esta etapa se relaciona con el vacío normativo que presenta la 
responsabilidad patrimonial del Estado, al tenerse que acudir a la legislación común para su 
fundamentación. Posteriormente se habla de responsabilidad directa del Estado teniendo ya 
para la época regulación propia.
186
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El primero de los estadios de la evolución de la responsabilidad del Estado tiene como 
principal apoyo el origen del poder en teorías teocráticas que propendían por el 
fortalecimiento y bienestar de la sociedad, sin que quepa la posibilidad de la caída en yerros 
por parte del poder.
187
  
 
A su vez el concepto de soberanía obstaculiza la declaratoria de responsabilidad en contra 
del Estado. Ya Bodino en el siglo XVI presenta la definición de soberanía “La soberanía es 
el poder supremo sobre súbditos y ciudadanos, sin restricciones legales”188. De lo anterior 
se deduce la capacidad del Estado para actuar sin compensación alguna en el momento en 
que inflija daño
189
.  
 
Para la época, paralelamente a la irresponsabilidad del Estado, cohabitaba la 
responsabilidad del funcionario público. “El Estado tiene unas limitaciones para actuar 
según lo que disponga la ley, si sobrepasa esos límites, no es ya el Estado el que actúa sino 
el funcionario personalmente y quien debe soportar las consecuencias. […] Dentro de esta 
concepción se recurría a la figura del mandato para sostener que los actos ilícitos cometidos 
por los funcionarios al servicio del Estado eran una trasgresión del mandato, que 
desbordaba los fines de la persona moral.”190 
 
Eran estos los argumentos del poder constitutivo que enriquecían la tesis de la 
irresponsabilidad del Estado. 
 
Con el triunfo de la Revolución Francesa de 1789 y la expedición de la Declaración de los 
de derechos del hombre y del ciudadano del 26 de agosto del mismo año, se erige como 
principio rector, el principio de legalidad. “…el Estado a través de su administración o 
mecanismo por medio del cual actuaba el monarca, debía someterse al derecho al igual que 
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todos los súbditos, así el Derecho se convierte en el marco dentro del cual estarán 
delimitadas las actuaciones del Estado.”191 
 
Teniéndose como responsable al Estado, las víctimas gozaban de un deudor solvente. La 
responsabilidad del Estado se contraponía de esta forma al poder de auto tutela que el 
mismo poseía, y que no era nada más que la facultad que la administración tenía de 
ejecutar, concretizar sus órdenes de manera unilateral, sin la necesidad de acudir a ningún 
órgano adicional  para su consecuente operatividad.
192
 
 
El profesor Ruíz Orejuela comenta como  esta etapa del derecho de la responsabilidad del 
Estado carecía de una normatividad, para lo cual se echa mano de la codificación civil 
francesa de 1804.  
 
Es así como en este periodo el art. 1384 del Código Civil Francés se convierte en la 
plataforma de responsabilidad por parte del Estado. “… específicamente del art. 1384, que 
consagra la responsabilidad de los amos y patronos por el hecho de sus criados y 
dependientes, es decir, el Estado se equiparó a un amo o patrón por los hechos de sus 
agentes.”193 
 
La utilización de la normatividad civil fundamentadora de la responsabilidad estatal acarreo 
consecuencias jurídicas relevantes. Al equipararse el Estado con la condición de amo o 
patrón, este respondía de manera indirecta en la elección o vigilancia de sus agentes
194
. 
 
“No fueron pocas las críticas a que se vio sometida la nueva teoría. Se le imputaba haber 
violado la letra de los textos, no corresponder esa interpretación a la intención de los 
redactores del Código de Napoleón […] Según afirma Rousseau, fue una simple teoría de 
espera hasta cuando el Consejo de Estado francés, basado en sus poderes pretorianos 
construyo una teoría autónoma. Posteriormente llego a comprenderse que con la 
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asimilación del Estado como amo o patrono, se estaba desconociendo la diferente 
naturaleza de las relaciones planteadas, ya que mientras las del patrono con sus 
dependientes son relaciones de carácter privado, las del Estado con sus funcionarios son 
relaciones de derecho público.”195 
 
Aunadas a estas críticas, se adicionó la problemática de la carga de la prueba que recaía 
sobre la víctima. Era esta la que debía demostrar la culpa con la que había actuado el agente 
de Estado, trayendo consigo la impunidad de este
196
.   
 
Recuérdese que la responsabilidad del Estado en esta época utilizaba como sustento la 
normatividad civil francesa de 1804. La responsabilidad estatal es indirecta y basada en la 
culpa, así las cosas, le era relativamente fácil exonerarse de responsabilidad probando 
diligencia y cuidado en la escogencia y vigilancia de sus funcionarios.  
 
Estos argumentos en contra de la responsabilidad indirecta del Estado desencadenaron el 
transito a un estado posterior. Finalmente se llega a la responsabilidad directa del Estado. 
 
“El intervencionismo estatal lleva consigo la multiplicación de los servicios públicos, que a 
su vez implican un aumento considerable de las posibilidades de daño”.197 
 
El crecimiento acelerado de las sociedades, el aumento de la población urbana, los avances 
técnicos y tecnológicos crearon una nueva forma de causar daño a los asociados. “…sino 
una modificación cualitativa de la manera en que producen tales daños, en el sentido de que 
gran parte de los mismos son anónimos, que deben producirse por el simple hecho del 
funcionamiento de la actividad organizada del aparato estatal, sin que sea posible la 
identificación de la voluntad del sujeto físico concreto que los ha provocado”198. 
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Nace entonces el concepto de falla del servicio. El profesor Ruiz menciona la definición 
que sobre este concepto emite José de Aguiar Díaz “La falla del servicio consiste […] en 
que el servicio ha funcionado mal, no ha funcionado, o ha funcionado de forma tardía, 
inadecuada o insuficiente. Es la irregularidad del servicio mismo independientemente de la 
individualización en un agente administrativo, la que compromete el patrimonio público”. 
 
Dicho lo anterior la responsabilidad directa del Estado se clasifica en: subjetiva, que es la 
responsabilidad por falla del servicio y la objetiva que funda sus raíces en el riesgo creado 
por la actividad estatal.
199
   
 
Se conceptualizó de manera precedente la falla o falta del servicio. Esta modalidad de 
responsabilidad hincada en la culpa del ente estatal en el despliegue de sus actividades. 
Como lo preciso la jurisprudencia del Consejo de Estado colombiano se trata de una culpa 
objetivizada “ya que no se trata de un término sicológico como el que se predica de las 
personas naturales, sino que se califica por sus manifestaciones exteriores en el caso de las 
personas públicas”200  
 
En cuanto a la responsabilidad objetiva, se dijo que cuando el servicio funcionaba de 
manera adecuada, el resarcimiento por un eventual daño se fundamenta en el riesgo de 
manera eventual.
201
 
 
En Colombia, como lo reconoce el Profesor Ruiz haciendo relación al doctrinante 
colombiano Libardo Rodríguez, la responsabilidad del Estado atravesó por diversas etapas 
que no corresponden a períodos cronológicos determinados, necesarios para la 
consumación y alcance de un sistema jurídico específico que tratara dicho tema
202
. 
Al igual que en Francia, en nuestros país el primer período se encuentra caracterizado por la 
irresponsabilidad patrimonial  del Estado, tesis que perduro tan solo hasta finales del siglo 
XIX, cuando la Corte Suprema de Justicia en fallo del 22 de octubre de 1896 expresa: 
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“…Todas las naciones deben protección a sus habitantes nacionales y extranjeros, si bien 
es cierto que el estado como persona jurídica no es susceptible de responsabilidad penal, si 
está obligado a las reparaciones civiles por los daños que resultan de un delito imputable a 
sus funcionarios públicos, cuando no es posible que estos los resarzan con sus bienes..”203 
 
Seguidamente se asume la responsabilidad pecuniaria del ente estatal, dando aplicación a 
normatividad privada. Se originan de están manera los conceptos de responsabilidad directa 
e indirecta del Estado. 
 
La responsabilidad indirecta basada en la culpa  obliga  al Estado, ante la falencia del 
mismo en la  escogencia de sus funcionarios (culpa in eligendo) y de manera concurrente, 
al no vigilarlos (culpa in vigilando), a resarcir los daños que produzcan
204
. 
 
“La responsabilidad directa surge, al revaluarse la tesis que fundamentaba la 
responsabilidad indirecta, afirmándose que resultaba imposible para el Estado, vigilar la 
conducta de cada uno de sus funcionarios y que no todos eran elegidos por él, ya que no era 
el caso de los funcionarios de elección popular que llegan a la administración pública por 
determinación del pueblo”.205 
 
Paralelamente al aparecimiento de la responsabilidad directa del Estado se levanta la tesis 
organicista, que considera que al igual que la persona natural actúa a través de sus 
miembros (manos, piernas), la persona jurídica lo hace de manera análoga con sus órganos, 
que no son más que sus propios funcionarios y como conclusión debía responder de manera 
directa dejando atrás las nociones de culpa in vigilando y culpa in eligendo. 
206
 
 
La tercera etapa se desarrolla en el deseo del Consejo de Estado de aplicar normatividad 
pública a la responsabilidad del Estado. Valga la pena resaltar el levantamiento de la teoría 
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de la falla del servicio “sin embargo, la implementación de la teoría de la falla del servicio 
no implicó necesariamente la aplicación de normas de derecho público, pues muchos casos 
siguieron resolviéndose haciendo uso del Artículo 2341 del Código Civil, de forma que una 
teoría de derecho público tenía su sustento en una norma de derecho privado”.207 
 
Dos sucesos llevaron a la consecución de dicho fin: el primero, la expedición del decreto 
528 de 1964, en el cual se le otorgó competencia a la jurisdicción contencioso-
administrativa para el conocimiento de los conflictos nacidos en base a la responsabilidad 
del Estado. Como consecuencia de dicha facultad en cabeza de la jurisdicción de lo 
contencioso, se consolidó la teoría de la falla del servicio cuyo fundamento fue el derecho 
público
208
. Es esta la segunda causa. 
 
En sentencia del 28 de octubre de 1976 el Consejo de Estado definió los elementos de la 
falla del servicio o responsabilidad subjetiva del Estado
209
: 
 
“ a. Una falta o falla del servicio o de la administración, por omisión, retardo, irregularidad, 
ineficiencia, o ausencia del servicio. La falta falla de que se trata, no es la personal del 
agente administrativo, sino la del servicio o anónima de la administración. 
 
b. Lo anterior implica que la administración ha actuado o ha dejado de actuar, por lo que 
excluyen los actos del agente, ajenos al servicio, ejecutados como simple ciudadano. 
 
c. Un daño, que implica la lesión o perturbación de un bien protegido por el derecho, bien 
sea civil, administrativo, etc., con las características generales predicadas en el derecho 
privado para el daño indemnizable, como que sea cierto determinado y determinable, etc. 
d. Una relación de causalidad entre la falta o falla de la administración y el daño, sin la 
cual, aun demostrada la falta o falla del servicio, no habrá lugar a indemnización”. 
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Aunque la teoría de la falla del servicio cubría múltiples supuestos fácticos, no siempre 
resultaba adecuada para imponer responsabilidad en contra del Estado por el daño causado 
a una persona “ … la doctrina y la jurisprudencia elaboraron, no para reemplazar sino para 
complementar aquella, un régimen de responsabilidad en el cual el concepto de falla del 
servicio no entra en juego, […] Se trata, […]  de un régimen que unánimemente se conoce 
como responsabilidad objetiva del Estado que igualmente supone la existencia de un hecho 
y del perjuicio causado por él pero que hace innecesario la indagación sobre la tipificación 
de la falla del servicio…”210 
 
Adicionalmente dentro de la evolución de la responsabilidad patrimonial del Estado en 
nuestro ordenamiento jurídico, es de notable importancia hacer referencia a la 
constitucionalización de dicha institución jurídica.  El art. 90 constitucional preceptúa que 
el Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
por acción u omisión de las autoridades públicas.  
 
La Constitución Política del año de 1991 asienta la responsabilidad del Estado en el daño 
antijurídico, que se define como  la lesión a un interés legítimo, patrimonial o 
extrapatrimonial, que la víctima no está  en la obligación jurídica de soportar.
211
 
 
“Y es que el elemento antijuridicidad es requisito indispensable en Colombia, esta 
antijuridicidad es la que no toma en cuenta el autor del daño, la que no indaga si el agente 
obró con voluntad y conciencia, sino de  si en el caso concreto el derecho aprueba o 
desaprueba la acción u omisión que puede o no ser culpable”212.  
Analizada la evolución de la responsabilidad patrimonial del Estado, pasaremos al estudio 
de la responsabilidad ambiental del Estado como un apéndice de ésta. 
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5.3.  DE LA RESPONSABILIDAD AMBIENTAL. 
 
Las sociedades han pretendido desde sus orígenes la consecución de prosperidad y 
bienestar
213
. El Estado como la forma de asociación mas evolucionada responde a las 
necesidades de protección, desarrollo, estabilidad requeridas por el hombre. En este deseo 
desenfrenado “las sociedades han hecho alarde de un vertiginoso despliegue de tecnología y 
uso de la naturaleza […] En esa carrera se ha llegado por fuerza de cosas, a advertir algo 
que en su momento no se percibió en su verdadera dimensión: la finitud de la naturaleza o 
cuando menos, de los recursos que proporcionan el bienestar”.214  
 
La concientización de los hombres sobre  las problemáticas que aquejan al ambiente 
producto del desarrollo económico ilimitado conduce al origen del denominado Derecho 
Ambiental.
215
 “El carácter apocalíptico que han adquirido los problemas ambientales 
existentes convierten al derecho en una especie de instrumento vanguardista de salvación 
del planeta. Así el derecho pierde su tradicional rol de regulador de las relaciones sociales 
para pasar a ser un medio para alcanzar un fin”216. 
 
La ciencia jurídica, se constituye como una herramienta para corregir dichas situaciones. El 
derecho pone a disposición del ambiente todas las instituciones que lo componen, esta vez 
no para regular las relaciones de los hombres entre sí, sino para regular las relaciones de 
esté con el ecosistema.
217
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La responsabilidad es una de aquellas instituciones jurídicas que toma partida en favor del 
entorno natural. “…la responsabilidad constituye uno de los mecanismos idóneos para la 
protección y preservación del medio ambiente”218.  
 
Como se expuso de manera precedente al conceptuar acerca de las funciones generales de  
la responsabilidad, ésta cumple dos funciones: la primera encaminada en la reparación de 
los daños, ya que obliga a quien los ha cometido a resarcir de manera integral los mismos. 
En segundo lugar, adquiere un papel de gran relevancia, en cuanto a la prevención.
219
 
 
“El deber jurídico de resarcir el perjuicio ocasionado producirá en el causante el deseo de 
no reincidir en el acto que dio nacimiento al hecho dañino, ya que de hacerlo estaría 
nuevamente sometido a la carga reparatoria”220. 
 
Sin temor a equivocarnos afirmamos que la materialización de los mencionados objetivos 
en la temática medio ambiental es de mayor relevancia. La reparación y prevención de 
daños medio ambientales más que mecanismos protectores del hábitat natural, se 
estructuran como medios de garantía de la integridad física y de la vida misma de los 
asociados, 
221
ejecutando uno de los cometidos del Estado Social de Derecho “… la procura 
existencial de todos los ciudadanos y su vida en condiciones digna”222. Por ello el Estado 
deberá propender por la protección y utilización racional de los recursos naturales, con la 
finalidad de garantizar una mejor existencia a los asociados,  a la vez que garantizar su 
subsistencia futura.
223
 
                                                             
218 CASAS, Sergio. “Responsabilidad por daños al medio ambiente”. En lecturas sobre derecho del medio 
ambiente .Tomo III. 2002. Bogotá, Universidad Externado de Colombia, P. 145 
219 Ibd.  
220 Ibd, 146 
221 Ibd, 142 
222 Corte Constitucional.  C-220 de 2011, Magistrado Ponente: Jorge Pretelt Chaljub 
223 Corte Constitucional. C-595 de 2010, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio: “La conservación y la perpetuidad 
de la humanidad dependen del respeto incondicional al entorno ecológico, de la defensa a ultranza del 
medio ambiente sano, en tanto factor insustituible que le permite existir y garantizar una existencia y vida 
plena. Desconocer la importancia que tiene el medio ambiente sano para la humanidad es renunciar a la 
vida misma, a la supervivencia presente y futura de las generaciones.” 
98 
 
No es posible hablar de derecho ambiental, más que cuando se consolida la concepción del 
medio ambiente como un objeto  de tutela jurídica
224
. Más la protección de elementos que 
hacen parte del medio ambiente, tal se entiende en la actualidad posee antecedentes muy 
antiguos “…pues desde siempre el hombre ha sentido la necesidad de dar una respuesta 
jurídica a los problemas relacionados con el entorno, aunque lo hiciera por motivaciones o 
intereses sectoriales directos y diversos, como la defensa de la propiedad privada, de la 
higiene o de la salud pública, y no por una preocupación por el medio ambiente como bien 
supraindividual y unitario”.225  
 
En derecho romano la protección y defensa parcial de los recursos naturales tuvo 
realización en el marco de relaciones de vecindad ó en la afectación de la salud pública 
como consecuencia de las actuaciones de particulares “…como es el caso de la 
contaminación de las aguas destinadas al abastecimiento de las poblaciones, existiendo en 
este sentido una normativa muy completa dirigida a la preservación de la pureza de las 
aguas canalizadas en los acueductos...”226 
 
Los mares, el aire, los cursos de agua, la vida animal y vegetal se estructuraban como res 
communis ómnium, aptos para la utilización sin límites por parte del hombre.
227”La 
naturaleza se concibe así como un elemento de explotación inagotable, y si alguna 
limitación se establece a su uso se hace en aras de la protección de derechos o intereses 
patrimoniales”.228 
 
El establecimiento del medio ambiente como bien jurídico tutelado en la segunda mitad del 
siglo XX, permite la ruptura de la tesis que con fundamento en la causación de daños a 
patrimonios individuales se propendía por la defensa de los recursos naturales. La 
concepción de protección y conservación del medio ambiente deja a un lado su base 
individualista para acceder al entendimiento colectivo de la misma, ya que como lo expresa 
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Jacobo Pérez Escobar en su obra “Derecho Constitucional Colombiano”, la titularidad 
sobre el medio ambiente no solo se encuentra en cabeza de las generaciones presentes sino 
de manera concurrente en las generaciones futuras. 
 
La responsabilidad en función de protección al medio ambiente, adquiere dicha posición 
filosófica, apartándose de la reparación del daño individual  “que concebía el resarcimiento 
desde una óptica eminentemente particular y no plural”.229 
 
En derecho ambiental, la responsabilidad debe ocuparse de la reparación de daños que 
ostentan un denominador común, y es el afectar a un número plural de personas. “Es por 
eso que la responsabilidad tiene que dejar un lado su concepción egoísta y empezar a actuar 
de forma colectiva. De acuerdo con lo anterior, la responsabilidad no puede estar llamada a 
la reparación de daños que se concretan en patrimonios individualmente considerados, sino 
que debe responder a las necesidades actuales y, por ello, convertirse en un instrumento de 
reparación de patrimonios colectivos: es aquí donde ésta institución empieza a cumplir una 
función de innegable valor para la sociedad”.230 
  
 
5.3.1. La Responsabilidad Ambiental del Estado. 
 
La Corte Constitucional colombiana en referencia a la Constitución Ecológica que 
conforma la Carta Política de 1991,  “ha calificado al medio ambiente como un bien 
jurídico constitucionalmente protegido, en el que concurren las siguientes dimensiones: (i) 
es un principio que irradia todo el orden jurídico en cuanto se le atribuye al Estado la 
obligación de conservarlo y protegerlo, procurando que el desarrollo económico y social 
sea compatible con las políticas que buscan salvaguardar las riquezas naturales de la 
Nación; (ii) aparece como un derecho constitucional de todos los individuos que es exigible 
por distintas vías judiciales; (iii) tiene el carácter de servicio público, erigiéndose junto con 
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la salud, la educación y el agua potable, en un objetivo social cuya realización material 
encuentra pleno fundamento en el fin esencial de propender por el mejoramiento de la 
calidad de vida de la población del país; y (iv) aparece como una prioridad dentro de los 
fines del Estado, comprometiendo la responsabilidad directa del Estado al atribuirle los 
deberes de prevención y control de los factores de deterioro ambiental y la adopción de las 
medidas de protección
231”. (Negrilla fuera de texto) 
 
Así las cosas,  el Estado ostenta el deber de garantizar a los ciudadanos del territorio 
nacional el derecho a gozar de un medio ambiente sano. Dicha obligación soporta la 
atribución de responsabilidad directa  en contra del Estado en todas aquellas circunstancias 
fácticas en las cuales pueda atribuírsele. El Estado se establece como un hipotético dañador 
del ambiente, ya sea por acción u omisión de sus órganos. 
 
Muy a pesar de que la responsabilidad ambiental del Estado podría ser estudiada como un 
aparte más de la responsabilidad estatal, el tratadista argentino Tomás Hutchinson en su 
texto “La Responsabilidad Estatal por Omisión en cuestiones ambientales”, enuncia el 
convencimiento al que lo llevan ciertas circunstancias al concluir que la responsabilidad del 
Estado referida a aspectos ambientales es autónoma y por tanto debe ser estudiada de 
manera separada.
232
  A continuación se transcribirán ciertos apartes de la obra del 
doctrinante gaucho en donde se sustenta la tesis de soberanía e independencia de la 
responsabilidad ambiental del Estado que resulta de vital importancia para el desarrollo de 
la presente monografía: 
 
“a. La reparación del daño administrativo tiene por principal consideración la reparación de 
las víctimas; mientras que la reparación del daño ambiental (que prioritariamente consiste 
en la reconstitución) debe insertarse en una política de conservación, defensa y 
mejoramiento del ambiente, que incluye la prevención del daño, la administración del 
ambiente o gestión ambiental y, luego en la reparación del daño. 
                                                             
231 Corte Constitucional. Sentencia C-632 de 2011, Magistrado Ponente: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.  
232 Varios autores. HUTCHINSON, Tomás. “La Responsabilidad Estatal por Omisión en cuestiones 
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b. Un régimen de responsabilidad en el tema que me ocupa, debe establecer no sólo la 
obligación de reparar el daño (desligado de la falta y de la culpa), sino también las 
obligaciones de prevención y de auxilio y asistencia en el caso eventual. 
 
c. Por ello un sistema de responsabilidad ambiental debería contener los siguientes 
elementos: la protección de las víctimas del daño ambiental; la protección del ambiente; la 
correcta imputación de los costos de reparación de los daños.”233 
 
La responsabilidad administrativa del Estado y de manera paralela la responsabilidad civil, 
resultan insuficientes para tratar y solucionar los múltiples temas presentados por el 
deterioro de los recursos naturales, elementos sin los cuales no es posible la conservación 
de vida en el planeta tierra.  
 
Estudiaremos seguidamente los elementos constitutivos de responsabilidad ambiental 
estatal. 
  
 
A. Daño Ambiental. 
 
No existe unanimidad en cuanto a la definición de daño ambiental.
234
 Incluso dentro de la 
doctrina jurídico ambiental se ha discutido la denominación de daño ambiental, “sobre si lo 
correcto es el concepto  de daño ecológico o si, por el contrario, se debe emplear el de daño 
ambiental”235. Sergio Casas en el análisis de  dicho dilema, toma partida en favor del 
concepto de daño ambiental argumentando que, “lo ambiental comprende a lo ecológico”, 
de lo anterior se  concluye,  que el género es el ambiente y uno de sus elementos 
constitutivos lo ecológico “Lo ambiental comprende lo ecológico, ya que no solo incluye la 
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biósfera, sino los recursos naturales inertes (litósfera, hidrósfera, atmósfera, etc.) y aquellas 
cosas creadas por el hombre.”236 
 
En nuestros días una gran parte de los sucesos dañosos no puede ser imputados a individuos 
determinados, sino que son producto de actividades desplegadas por  grupos sociales. 
“…una gran parte de los eventos dañosos […] se producen dentro de un contexto donde se 
existe un grupo de personas unidas por los intereses más diversos”237  
 
De manera correlativa en la actualidad se presentan  frecuentemente cadenas de fenómenos 
dañinos
238
, caracterizadas por la afectación de un número plural de personas causando 
infinidades de perjuicios
239
. El daño ambiental, su naturaleza, es la de ser un típico daño 
colectivo “que no sólo supone la lesión a un derecho de carácter individual, sino que se 
extiende a intereses generales.”240 
 
El daño ambiental, como institución autónoma dentro del universo jurídico,  no se 
constituye a partir de la suma o acumulación de daños individuales, sino que posee sus 
propias características, que lo diferencian de estos, y permiten su tratamiento de manera 
independiente.
241
  
 
Los daños causados al medio ambiente afectan la generalidad de la población “con la 
característica de no poderse determinar con exactitud a la víctima de manera particular sino 
social. En este supuesto la aminoración recae sobre bienes que pertenecen a la comunidad 
(bien jurídico colectivo)”242. En dichas circunstancias fácticas, los daños al medio 
                                                             
236 Aclaración hecha por Sergio Casas en pie de página. 
237 MÚRTULA LAFUENTE, Virginia. “Causalidad alternativa e indeterminación del causante del daño en la 
responsabilidad civil”. En Indret 2/2006. P. 3 
238 CASAS, Sergio. “Responsabilidad por daños al medio ambiente”. En lecturas sobre derecho del medio 
ambiente .Tomo III. 2002. Bogotá, Universidad Externado de Colombia, P. 141 
239 Ibd. 
240 Ibd, 142. 
241 Ibd. 
242 Ibd. 
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ambiente, más que ser daños al hábitat natural y sociocultural de los hombres son atentados 
a la integridad física o la vida misma de los asociados. 
 
El daño ambiental visto lo anterior, puede ser conceptualizado en primera medida como un 
agravio a un bien jurídico colectivo, el medio ambiente, que tiene como titulares a las 
generaciones del presente pero a la vez de manera coetánea a las generaciones futuras, con 
el objetivo de satisfacer las necesidades requeridas por los grupos sociales. 
 
Expuesta la anterior definición, surge el interrogante, qué debe entenderse por agravio al 
medio ambiente ¿Será daño ambiental cualquier actuación contaminante que afecte el 
medio ambiente? 
243
La respuesta es negativa. 
 
Para dar solución a dicha cuestión es preciso acudir al diccionario de la Real Academia de 
la Lengua Española. Se define contaminación, como la acción y efecto de contaminar. A su 
vez contaminar se preceptúa como “Alterar nocivamente la pureza o las condiciones 
normales de una cosa o un medio por agentes químicos o físicos”244.  
 
Si acudimos a la legislación colombiana, el literal a) artículo 8 del Decreto 2811 de 1974 ó 
Código de recursos naturales renovables define a la contaminación: 
 
Se entiende por contaminación la alteración del ambiente con sustancias o formas 
de energía puestas en él, por actividad humana o de la naturaleza, en cantidades, 
concentraciones o niveles capaces de interferir el bienestar y la salud de las 
personas, atentar contra la flora y la fauna, degradar la calidad del ambiente de los 
recursos de la nación o de los particulares. 
 
Se entiende por contaminante cualquier elemento, combinación de elementos, o 
forma de energía que actual o potencialmente pueda producir alteración ambiental 
                                                             
243 Varios autores., MACÍAS, Luis Fernando “El daño ambiental. Hacia una reflexión conceptual desde la 
filosofía y el derecho ambiental”. Daño Ambiental. Tomo I. Edit. Universidad Externado de Colombia, 
Bogotá, 2008, P. 140. 
244 Ibd, 140 
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de las precedentemente descritas. La contaminación puede ser física, química o 
biológica. 
 
Luis Fernando Macías haciendo referencia  a la definición de contaminación declara: “Si se 
observa la definición se puede concluir que contaminación supone lo siguiente:  
 
1. Alteración del ambiente con sustancias o formas de energía puestas en él por 
actividad humana o de la naturaleza; 
2. Que estas sustancias o formas de energía sean puestas en condiciones, 
concentraciones o niveles capaces de: 
a. Alterar el bienestar de la personas. 
b. Atentar contra la flora y la fauna. 
c. Degradar la calidad del ambiente, de los recursos naturales de la nación 
o de los particulares.”245 
 
Para luego concluir “es indudable que prácticamente toda actividad humana produce esa 
consecuencia, razón por la cual se estaría contaminando. Pero es allí donde debe entrar el 
derecho para indicar un límite por debajo del cual no se puede hablar, por lo menos 
jurídicamente de contaminación”.246 
 
Contaminación y daño ambiental solo serían, expuesto lo anterior, conceptos sinónimos en 
el momento en que la conducta exceda dichos límites establecidos por el derecho que tiene 
como principal efecto la producción de consecuencias jurídicas. “Entonces la falacia 
consiste en asimilar que el concepto semántico y popular de contaminación es sinónimo de 
daño; nuestro planteamiento es que solo se podría hablar de contaminación cuando se esté 
frente a sustancias o energías colocadas en el medio natural por encima de los límites 
establecidos por la ley.”247  
                                                             
245 Ibd, 141 
246
 Ibd. 
247 Ibd.  
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El daño ambiental así las cosas es la ruptura del equilibrio del ecosistema como 
consecuencia de una afectación producida por la acción u omisión antrópica o natural
248
 
que son contrarías a la ley. “A nuestro juicio, es necesario plantear la necesidad de hablar 
de daño, como generador de responsabilidad y deber de indemnizar, solo bajo ciertos 
criterios muy estrictos, pues de lo contrario se cae en la arbitrariedad del jurista y del 
operador jurídico, quien podría ir calificando como daño cualquier acción del hombre sobre 
la naturaleza”.249  
 
Esto es, la antijuridicidad de la conducta presuntamente constitutiva de daño ambiental, 
entendida como  amenaza o vulneración efectiva de los bienes colectivos jurídicamente 
tutelados (ambiente), depende más de la existencia de una norma que establezca en su 
postulado la consecuencia de reparar al sujeto o sujetos agentes de la comisión del hecho 
ilícito;  que de la producción de un verdadero daño capaz de modificar y contrariar la 
conservación de los recursos naturales.
250
La relevancia jurídica del daño en contra del 
medio ambiente depende sólo y únicamente de la regulación que en materia ambiental 
ostente el ordenamiento jurídico.  
 
Pasando a otro tema tanto la doctrina nacional
251
 como internacional
252
han clasificado al 
daño ambiental en dos grandes grupos: el primero, denominado daño ambiental puro; el 
segundo, daño ambiental consecutivo. El daño ambiental puro es aquel que deteriora de 
manera particular los elementos naturales que integran el sistema.
253
El daño ambiental 
consecutivo, el que afecta los bienes ambientales apropiables  “Es decir las consecuencias 
que la contaminación o el deterioro ecológico genera en la persona o en sus bienes 
intercambiables.”254 
                                                             
248 Ibd, 145. 
249 Ibd. 
250Ibd, 146. 
251 En nuestro país, el  Dr. Juan Carlos Henao Pérez realiza un profundo estudio sobre la clasificación del 
daño ambiental en su obra la “Responsabilidad por daños al medio ambiente”.  
252 A nivel internacional Blanca Lozano Cutanda y Lucia Gomis Cátala, estudian y analizan dicho tema. 
253 CASAS, Sergio. “Responsabilidad por daños al medio ambiente”. En lecturas sobre derecho del medio 
ambiente .Tomo III. 2002. Bogotá, Universidad Externado de Colombia, P. 144 
254 Ibd. 144. 
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Para finalizar es dable reflexionar acerca de la complejidad que soporta para el jurista el 
concepto de daño ambiental, que en la mayoría de los casos se sustenta en conceptos 
técnicos ambientales que con el trasegar de los días gana más terreno en el campo jurídico 
en detrimento de la seguridad y garantías jurídicas.
255
 El desafío para el jurista en la 
ciencia jurídica ambiental “es saber recurrir a esos saberes externos al derecho pero sin 
perder de vista el rigor interpretativo de la ley”.256 
 
 
B. Problemática de la imputación en materia ambiental. 
 
“Los procesos de contaminación ambiental en su gran mayoría son borrosos, vagos, 
indeterminados, progresivos, incluso en algunos casos hasta desconocidos y de muy difícil 
individualización”257 
 
La anterior afirmación se constituye en el mayor y más relevante obstáculo probatorio que 
asume el demandante en el momento en que pretende la declaratoria de responsabilidad 
para el demandado, ya que le compete establecer el nexo de causalidad existente entre la 
conducta del presunto sujeto dañador y el daño que ha sufrido. En materia de 
responsabilidad ambiental  la imputación jurídica de la actuación ilícita en contra del  sujeto 
agente del perjuicio, adquiere una mayor dificultad de probanza.  
 
Así lo afirma Sergio Casas en “Responsabilidad por daños al medio ambiente” al 
considerar: “La dificultad de la prueba que determine con certeza la relación de causa y 
efecto, entre la actividad desplegada y el daño acecido, es el gran inconveniente que 
experimenta la responsabilidad, pero lo es aún más cuando el daño se causa al medio 
ambiente […] Señalaremos ahora aquellas circunstancias que presenta la imputación en 
materia ambiental y que constituye el núcleo del problema causal: 
                                                             
255 Varios autores., MACÍAS, Luis Fernando “El daño ambiental. Hacia una reflexión conceptual desde la 
filosofía y el derecho ambiental”. Daño Ambiental. Tomo I. Edit. Universidad Externado de Colombia, 
Bogotá, 2008, P. 129. 
256 Ibd, 130. 
257 Ibd, 157 
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- La determinación del sujeto o sujetos que causaron el daño. 
- La falta de inmediación espacial y temporal de la fuente del perjuicio. 
- La multiplicidad de fuentes emisoras. 
- El daño se presenta como consecuencia de una serie de causa, provenientes de 
diversas fuentes que en algunos casos son de posible determinación, pero que 
otros resulta desconocidas”258. 
 
Como salida a esta problemática en materia de responsabilidad ambiental, que se presenta 
en la responsabilidad civil común, el derecho  a través de la jurisprudencia ha estructurado 
un grupo de medidas que permiten de manera parcial llegar a una  certeza por parte del 
operador jurídico y como consecuencia decretar la responsabilidad en contra del victimario. 
 
“Para poder establecer quién es el agente contaminador es necesario partir de un conjunto 
de presunciones directas e indirectas de causalidad, modificando las reglas generales de la 
carga de la prueba”.259A esta práctica judicial, la doctrina internacional le ha dado el 
nombre de “presunción de causalidad”. Cuando se ignora específicamente la causa exacta 
que provocó el daño, existe una razonable probabilidad de que éste se haya debido a la 
conducta o actividad del demandado. Esta presunción se destruye cuando el demandado, 
demuestra que otra causa ajena fue la determinante en la producción del daño ambiental.  
 
De esta forma se quebranta la tesis civilista según la cual, quien alega debe probar, por 
cuanto en estos casos la carga de la prueba se modifica, obligándose al demandante a 
probar de manera exclusiva la producción del daño
260
. 
 
En otras situaciones de causalidad alternativa, la fórmula se reduce a meras probabilidades 
estadísticas de producción del daño, es decir a la aplicación de la teoría more probable tan 
not, “en aquellos casos en que es imposible esperar certeza o exactitud en materia de 
relación de causalidad. De acuerdo con esta fórmula jurisprudencial norteamericana, es 
                                                             
258Ibd, 156 
259 Ibd, 157. 
260 MÚRTULA LAFUENTE, Virginia. “Causalidad alternativa e indeterminación del causante del daño en la 
responsabilidad civil”. En Indret 2/2006. P. 15 
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suficiente contar con una probabilidad de más del cincuenta por ciento para concluir que la 
causa imputable al demandado es soporte de causalidad del caso que se enjuicia”.261  
 
En el mismo sentido, en tratándose de co-responsables, el derecho de daños frente a la 
problemática de la imputabilidad en materia medio ambiental, ha establecido a partir del 
análisis del art. 2344 del Código Civil, la solidaridad que impera entre los sujetos activos 
causantes del daño. Esto permite al demandante solicitar de manera integral y plena la 
reparación del perjuicio a cualquiera de los anteriores. “La imposición de la responsabilidad 
civil por daños al medio ambiente, es un gran avance en la problemática ambiental, al hacer 
que la víctima se le presenten mayores posibilidades para la satisfacción de la obligación de 
reparación debida.”262 
 
En materia de responsabilidad patrimonial del Estado, como lo anotamos de manera 
precedente en el aparte correspondiente, la imputación objetiva se encuentra signada por 
dos puntos: i) la existencia de un daño antijurídico, ii) la imputabilidad de dicho daño a la 
acción u omisión de las entidades demandadas. 
 
Al respecto el Consejo de Estado en providencia del 26 de mayo de 2011 Consejero 
Ponente: Hernán Andrade ha dicho “El concepto de daño antijurídico cuya definición no se 
encuentra en la Constitución ni en la ley, sino en la doctrina española, particularmente en la 
del profesor Eduardo García de Enterría, ha sido reseñado en múltiples sentencias desde 
1991 hasta épocas más recientes, como el perjuicio provocado a una persona que no tiene el 
deber jurídico de soportarlo. (…) La Imputabilidad es la atribución jurídica que se le hace a 
la entidad pública del daño antijurídico padecido y por el que, por lo tanto, en principio 
estaría en la obligación de responder, bajo cualquiera de los títulos de imputación de los 
regímenes de responsabilidad, esto es, del subjetivo (falla en el servicio) u objetivo (riesgo 
excepcional y daño especial).” 
 
                                                             
261 Ibd, 16 
262 CASAS, Sergio. “Responsabilidad por daños al medio ambiente”. En lecturas sobre derecho del medio 
ambiente .Tomo III. 2002. Bogotá, Universidad Externado de Colombia, P. 159. 
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Son estos los argumentos que fundamentan la responsabilidad del Estado, y que para el 
caso en concreto desarrollaremos en el capitulo siguiente. 
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6. ESTUDIO ACTUAL DEL CASO 
 
Este estudio del caso recae sobre la degradación actual del recurso hídrico de la micro-
cuenca quebrada Garzón, que está situada al sur-oriente del departamento del Huila, en el 
municipio de Garzón, que nace en inmediaciones del flanco occidental de la Cordillera 
Oriental en  los límites de los departamentos del Huila y del Caquetá y que desemboca 
sobre el margen derecho del río Magdalena, recorriendo una distancia aproximada de 28.5 
kilómetros. 
 
La micro-cuenca suministra agua para riego y consumo doméstico aproximadamente a 
7.700 habitantes en la zona rural y 32.127 habitantes en la zona urbana
263
, y ha estado 
sometida a procesos de manejo inadecuado de los recursos naturales entre los que se halla 
el alto nivel de contaminación que proviene del vertimiento de aguas residuales y 
domésticas de los habitantes del Barrio los Comuneros y que se descargan directamente 
sobre el caudal de la quebrada, haciendo que en cuanto a la calidad del agua,  según el 
muestreo realizado en la fase de diagnóstico del Plan de Ordenamiento de la Micro-Cuenca 
Quebrada Garzón año 2010, se clasificara a la quebrada como mala hacia esta zona baja.   
 
De la información suministrada y obtenida durante nuestro trabajo investigativo 
comprendido desde el año de 2009 y hasta la fecha,  como quiera que en la página web de 
la Alcaldía Municipal de Garzón (Huila) www.garzon-huila.gov.co  no encontramos 
documentación relativa al manejo o tratamiento ambiental que se le da a dicho afluente, nos 
acercamos a las instalaciones de la Alcaldía, en el DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO AMBIENTAL-DAMA-, donde su directora, la Doctora Aracely 
Conde Durán, nos informó que la quebrada se encontraba en buen estado y que no existían 
                                                             
263 Aprestamiento y diagnóstico POMCH Quebrada Garzón 2010.  
111 
 
actividades para el manejo de contingencias relativas a la contaminación de aquella, ya que 
no eran necesarias . 
 
Dada la clara situación contaminante de la Quebrada Garzón, obtuvimos información 
relativa a estudios realizados por la CORPORACION REGIONAL DEL ALTO 
MAGDALENA, en adelante CAM, y el DAMA, sobre el Plan de Ordenamiento Micro 
Cuenca Hídrica Quebrada Garzón, dentro del cual se estimó un presupuesto 
$959.529.000,00, discriminado en programas denominados, “Ordenando Nuestros Bosques 
y Áreas de Reserva, Conociendo Nuestra Biodiversidad, Manejo Integral del Recurso 
Hídrico, Manejo Integral de los Residuos Sólidos, Administración y Gestión Integral de los 
Residuos Líquidos, Sistemas Productivos Sostenibles, Programa de Seguridad Alimentaria 
para Nuestra Gente, Programa de Gestión Integral del Riesgo, Fortalecimiento de la 
Cultura Ambiental, Liderazgo Social Activo y Programa por la Gobernabilidad y 
Transparencia.” Cuya visión se perfila a obtener “A través del Plan de Ordenamiento y 
Manejo de la Cuenca de la Quebrada Garzón,  en el 2027 Garzón ratificara su título de 
municipio verde del país, presentando a la Cuenca como ejemplo del trabajo conjunto 
entre instituciones y comunidad evidenciado en el establecimiento de una cultura 
ambiental, liderando el uso de sistemas productivos sostenibles y la conservación y 
protección de las áreas naturales”264.  
 
Resulta importante rescatar que el mayor  porcentaje del presupuesto se encuentra 
destinado a proyectos alusivos a Restauración y manejo de áreas forestales protectoras en la 
Cuenca de la quebrada Garzón; Prevención y Control de la Contaminación Hídrica 
Mediante el Manejo Adecuado de las Aguas Residuales de Origen Doméstico-
Agropecuario en el Área de Influencia de la Cuenca de la Quebrada Garzón; Manejo 
Adecuado de los Residuos Sólidos Domésticos en el Área Rural, con Énfasis en las 
Veredas Mesón y Claros de la Cuenca de la Quebrada Garzón; y Sistemas Productivos 
Sostenibles en el Área Rural de la Cuenca de la Quebrada Garzón. Esto aunado a la poca 
                                                             
264 Estudio realizado por el Departamento Administrativo  Ambiental –Dama- en conjunto con la Corporación 
Regional del Alto Magdalena, presentado en el seno del Honorable Concejo Municipal de Garzón el día 23 de 
febrero del año 2012, por su directora. 
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información obtenida directamente por la Administración, el estado de los sectores 
señalados dentro de nuestra investigación, el celo y reserva con el que se maneja ésta 
información, nos demuestra que es delicado y preocupante el estado y manejo ambiental en 
el Municipio, pues como quiera que los pobladores de las riveras de la quebrada han 
manifestado que no existen en el momento campañas, ni jornadas de limpieza o charlas 
para combatir la presencia contaminante en sectores aledaños, como es el caso del Barrio 
los Comuneros, que se encuentra altamente afectado por la situación ambiental de la fuente 
hídrica, asimismo, que éste barrio es poblado por un sector deprimido de la población 
Garzoneña, quienes han manifestado que al no contar con recursos económicos no han sido 
atendidos sus requerimientos al respecto. 
 
Dada la poca información obtenida en la Alcaldía Municipal, el señor JHON FREDDY 
PATIÑO, gerente de Biorganicos del Centro del Huila S.A. E.S.P.,  manifestó que la 
problemática vivida por la quebrada Garzón se centra en la contaminación generada durante 
el  trayecto de la misma, a la que se arrojan desechos orgánicos e inorgánicos. 
 
Es importante tener en cuenta que, en 1997 se inició la construcción de la Planta de 
Biorgánicos del Centro en los terrenos donde funcionaba un basurero que generó una 
controversia jurídica hace algunos años.  La planta de Biorgánicos del Centro, de la cual 
son copropietarios los municipios de Garzón, Suaza, Guadalupe, Tarqui, El Pital, Agrado, 
Altamira y Gigante, fue inaugurada en el año 2000, y desde entonces la CAM ha venido 
haciendo serios reparos de contaminación que han ocasionado, inclusive, cierres temporales 
de la planta, por lo que es claro que las autoridades ambientales dentro del Municipio de 
Garzón, han recibido constantes críticas, y quizá hasta sanciones ambientales por la falta de 
un acción diligente y eficaz en el desarrollo ambiental.  
 
Actualmente, es de conocimiento público, la presencia de lixiviados contaminantes de la 
quebrada Garzón, aunque a nivel administrativo siguen omitiendo información y 
manteniendo esta problemática ambiental bajo cortina y en reserva, tratando quizá de 
mantener la imagen administrativa indemne, a costa del atentado natural que se avecina. La 
responsabilidad de la Administración Municipal, es clara y aún más gravosa ya que no 
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existen actualmente acciones que mitiguen la contaminación, que aunque traten de ocultar 
ya todos conocen, tales como campañas educativas y de limpieza de la rivera de la cuenca 
de la quebrada Garzón.   
 
Igualmente, debido a que la micro-cuenca sustenta y continuará sustentando una población 
cada vez más creciente en proceso de expansión en este sector, con una fuerte presión sobre 
los recursos naturales, y en vista de que se seguirá generando impactos negativos sobre su 
medio ambiente, lo cual profundizará su deterioro y disminuirá la capacidad de acogida del 
territorio, poniendo en peligro la calidad de vida de la actual generación y el logro del 
desarrollo sostenible de las generaciones futuras, el Concejo Municipal de Garzón Huila 
con base en la obligación constitucional que tiene de garantizar un medio ambiente sano a 
la colectividad (artículo 79 de la C. Pol.) y en procura de conservar y defender el 
patrimonio ecológico y cultural de la región frente a tales amenazas, para el año 2010, 
expidió el Plan de Ordenamiento de la Micro-cuenca Quebrada Garzón, en adelante Plan de 
Ordenamiento, dando con ello cumplimiento a lo ordenado por el numeral 9º del artículo 
313º de la Constitución Política que obliga a esta corporación  a dictar normas que 
propendan por el control, preservación y defensa de este patrimonio. 
 
Este Plan de Ordenamiento  tuvo como objetivo  la planificación integral de los recursos 
naturales para su protección, conservación y aprovechamiento en el marco de procesos 
participativos, ambiental, social y económicamente sostenibles, dando así alcance a lo 
consagrado por el artículo 80º de la norma superior, priorizando en su interior la 
planificación y administración pertinente del recurso hídrico, como garante de una oferta 
adecuada en calidad y cantidad para la población actual y venidera, apoyando su plan en los 
principios orientadores de la política ambiental enmarcados en el artículo 1º de la ley 99 de 
1993 y  en la función atribuida al Estado de regular y orientar el proceso de diseño y 
planificación de uso del territorio y de los recursos naturales renovables de la Nación, a fin 
de garantizar su adecuada  explotación y su desarrollo sostenible (artículo 7º de la citada 
ley).  
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Sin embargo, siendo el recurso hídrico el eje central del Plan de Ordenamiento y a pesar de 
que la ley 99 de 1993 en su artículo 63º  enuncia los principios normativos generales que 
deben ser tenidos en cuenta por las entidades territoriales a fin de asegurar el interés 
colectivo de un medio ambiente sano, ejerciendo las funciones constitucionales y legales 
relacionadas con el medio ambiente y los recursos naturales renovables, de manera 
coordinada y armónica, con sujeción a las normas de carácter superior y a las directrices de 
la Política Nacional Ambiental, la autoridad local que para nuestro caso se trata de la 
Alcaldía Municipal de Garzón Huila, no ha expedido las normas y medidas de policía 
ambiental tendientes a hacer efectivo lo ordenado dentro del Plan en cuanto a la regulación 
del uso, manejo y aprovechamiento del recurso hídrico.  Recordemos que, una vez que el 
Concejo Municipal como cuerpo colegiado expide las normas ambientales pertinentes,  
corresponde a los gobernadores y alcaldes expedir los correspondientes decretos para darles 
cumplida ejecución. 
 
La Alcaldía Municipal de Garzón Huila no ha cumplido con las funciones ambientales que 
le han sido encomendadas por el artículo 65º de la ley 99 de 1993, en cuanto a promover y 
ejecutar los programas y políticas nacionales, regionales y sectoriales en relación con el 
medio ambiente y los recursos naturales renovables; y a ejercer, como primera autoridad de 
policía, con sujeción a la distribución legal de competencias, las funciones de control y 
vigilancia del medio ambiente y los recursos naturales renovables, con el fin de velar por el 
cumplimiento de los deberes del Estado y de los particulares en materia ambiental y de 
proteger el derecho constitucional a un ambiente sano.  
 
De continuarse con esta tendencia del poco manejo del recurso hídrico, sin ningún 
tratamiento ni mecanismos de protección, la calidad del recurso hídrico irá disminuyendo a 
un ritmo alarmante y por consiguiente la oferta hídrica será muy limitada, no sólo por 
disminución del caudal sino porque ya no se podrá utilizar para usos como consumo 
humano, derecho que ha sido priorizado por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, en la Observación General Número 15 y en el que se consagra que “el derecho 
humano al agua es el derecho de todos de disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, 
accesible y asequible para el uso personal y doméstico”.  De continuar aumentando la 
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contaminación se irá incrementando la tasa de morbilidad en la población (especialmente 
en la población infantil), y presentando en el futuro enfermedades intestinales graves 
(diarreas, infecciones, cólera, entre otras). 
 
Ya la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha recordado incesantemente el principio de 
concurrencia de competencias de las entidades territoriales, de manera que para su eficaz 
protección todas las autoridades de los más diversos niveles deben participar en lo que 
atañe a su deber de preservación. 
 
Se desprende de lo anterior la obligación medio ambiental que deberá cumplir el 
departamento y de manera extensiva el municipio como entidad fundamental de la división 
político-administrativa del Estado.  En cabeza de dichas autoridades territoriales se ubican 
diversas funciones ambientales todas pretendiendo un solo fin: la conservación de los 
recursos naturales renovables. 
 
Existe de esta forma responsabilidad ambiental del Estado por omisión en la ejecución de 
los programas, planes y proyectos tendientes al mantenimiento del medio ambiente, 
desarrollando de esta forma los postulados superiores constitucionales. Se vive entonces, en 
el presente caso una falla del servicio por parte de la administración municipal en el actuar 
negligente a la hora de alcanzar los cometidos y finalidades de la Constitución Ecológica 
consagrada en la Carta Política de 1991. 
 
El Consejo de Estado frente a la responsabilidad extracontractual que se radica en cabeza 
de la Administración ha estipulado: (…)“El artículo 90 constitucional dispone que el 
Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. Esta responsabilidad del 
Estado se hace patente cuando se configura un daño, el cual deriva su calificación de 
antijurídico atendiendo a que el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el 
perjuicio, tal como ha sido definido por la jurisprudencia de esta Corporación. Los 
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elementos que sirven de fundamento a la responsabilidad son esencialmente el daño 
antijurídico y su imputación a la administración”.265 
 
Así las cosas, teniéndose dentro de la situación problémica analizada todos y cada uno de 
los elementos necesarios para la declaratoria de responsabilidad en contra del Estado, a 
saber, el daño antijurídico consagrado en el artículo 90º constitucional que se observa de 
manera evidente en la destrucción del recurso acuífero en la micro-cuenca quebrada 
Garzón,  sin que sea obligación de la población que reside en ésta municipalidad, soportar 
dicho daño y que al contrario la Constitución estipula como derecho de tercera generación o 
colectivos y del medio ambiente, el derecho que tiene todo ciudadano colombiano de gozar 
de un ambiente sano que garantice el desarrollo de sus fines como persona y de la misma 
forma que propendan por la preservación natural a favor de las generaciones futuras. 
 
En tratándose del título de imputación, hacemos referencia a la falla del servicio.  Téngase 
en cuenta que para poder imputar un daño en contra del Estado, es necesario el análisis de 
dos aspectos fundamentales: 1) la imputación fáctica que hace referencia a la acción u 
omisión del Estado, es decir, al despliegue o no de actividades de la administración y 2) la 
imputación jurídica que determina la ilegalidad o ilicitud de dicha actividad que se ha 
desplegado en la realidad y se encuentra regida por la causalidad.   
 
El Consejo de Estado, en cuanto a la imputación objetiva en jurisprudencia del 25 de Julio 
de 2011, Magistrado Ponente Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, radicado bajo el 
número 25000-23-26-000-1998-00731-01(19434), ha dicho: (…) “En cuanto a la 
imputación exige analizar dos esferas: a) el ámbito fáctico, y; b) la imputación jurídica, en 
la que se debe determinar la atribución conforme a un deber jurídico (que opera conforme 
a los distintos títulos de imputación consolidados en el precedente de la Sala: falla o falta 
en la prestación del servicio –simple, presunta y probada-; daño especial –desequilibrio de 
las cargas públicas, daño anormal-; riesgo excepcional). Adicionalmente, resulta relevante 
tener en cuenta los aspectos de la teoría de la imputación objetiva de la responsabilidad 
                                                             
265 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección C. Consejera 
Ponente. Dra. Olga Melida Valle de la Hoz. Radicación número: 25000-23-26-000-1997-04845-01(21908) .  
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patrimonial del Estado. (…) Sin duda, en la actualidad todo régimen de responsabilidad 
patrimonial del Estado exige la afirmación del principio de imputabilidad, según el cual, la 
indemnización del daño antijurídico cabe achacarla al Estado cuando haya el sustento 
fáctico y la atribución jurídica. Debe quedar claro, que el derecho no puede apartarse de 
las “estructuras reales si quiere tener alguna eficacia sobre las mismas”. (…) 
  
La administración de manera negligente ha evitado atender la situación ambiental que se 
presenta en la actualidad, incumpliendo normas ambientales e hídricas, desconociendo y 
desnaturalizando la protección reconocida a nivel Constitucional y jurisprudencial, como 
mandato y deber legal, no sólo regulado en Colombia, sino también, campañas a nivel 
mundial, que lucha por el mantenimiento del equilibrio ecológico en busca de preservar la 
naturaleza para las generaciones futuras.  
 
Es por esto, que esperamos que sea ésta una manera de poner en conocimiento a la luz 
pública, una de las tantas amenazas naturales que degraden nuestro ecosistema, y la 
ineptitud de una administración municipal, que ante la fachada y la apariencia, quieren 
esconder y evitar lo inevitable, desastres ecológicos y contaminaciones ambientales que no 
tienen espera.  
  
De esta forma, se concluye que existe responsabilidad ambiental de la Administración 
Pública, validando así la hipótesis establecida dentro de la presente investigación socio- 
jurídico. 
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7. CONCLUSIONES 
 
 
Efectuado el análisis de todos los componentes que estructuran la presente monografía, y 
una vez puntualizada la importancia de la conservación, preservación y restauración del 
medio ambiente y en particular del agua, para la prolongación y existencia de la vida, es 
preciso resaltar como aportes de esta investigación: 
 
1. El medio ambiente como objeto jurídico tutelable, de naturaleza colectiva,   requiere 
del despliegue de actuaciones estatales necesarias para la concreción del fin 
constitucional de protección y mantenimiento del recurso natural, deber establecido 
por el constituyente en cabeza del Estado. 
 
2. Frente a la problemática medio ambiental que se vive en la actualidad, encontramos 
que en  la legislación colombiana no se cuenta con una regulación específica sobre 
responsabilidad de la Administración por daños medio ambientales, que además de 
cumplir una función reparadora de los daños que recaigan sobre el recurso natural, a 
su vez, cumpla con una función preventiva que inhiba los comportamientos de los 
posibles agentes que pretendan de una u otra forma el menoscabo del medio 
ambiente.  
 
3.  De lo anterior se desprende la necesidad de los sujetos perjudicados por acciones u 
omisiones  agraviantes del recurso medio ambiental, de recurrir a los postulados y 
conceptos del derecho común, que  se estructuran  insuficientes para el logro de 
dicho deber constitucional, pues los mismos, atendiendo a las necesidades de la 
tradición jurídica liberal, se organizan de manera que, su principal finalidad es la 
protección y el mantenimiento de las relaciones privadas, atendiendo a corrientes 
filosóficas individualistas, que no propenden por la salvaguarda de bienes colectivos 
cuya titularidad se encuentra en la sociedad en general.   
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4. En tratándose de la responsabilidad extracontractual del Estado, se requiere  la  
transformación y evolución del concepto de falla del servicio (responsabilidad 
subjetiva)  fundamento en la actualidad para la declaratoria de responsabilidad del 
ente estatal frente a la causación de daños ambientales, por cuanto ésta presenta una 
carga probatoria excesiva para quien pretende basar la responsabilidad en su noción. 
Ni siquiera la teoría de la falla presunta de la administración permite dar el cabal 
cumplimiento a los postulados de la constitución ecológica que se encuentra 
contenida dentro de la carta fundamental del año de 1991. La evolución de dicho 
precepto, propende por acercarse de manera directa a la responsabilidad objetiva de 
la administración en la que no se hace necesario la probanza de la culpa, única 
salida efectiva para reparar y prevenir la producción de daños ambientales.  
 
5. Dicha posición realza la importancia que la Constitución le ha dado a la protección 
del medio ambiente, por cuanto si algún sujeto lacera los recursos naturales de los 
cuales disponemos para nuestra supervivencia, estaría afectando a toda la 
humanidad. 
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